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resistencias sociales y legislaciones mineras
en las provincias argentinas

los casos de mendoza, Córdoba, Catamarca y san Juan (2003-2009)

Lucas Gabriel Christel*

resumen: En las últimas dos décadas, la minería a cielo abierto en Argentina creció significativamente. Ante 
dicho avance, surgieron firmes resistencias sociales y, desde 2003, se sancionaron nueve leyes provinciales de 
prohibición minera. Sin embargo, las resistencias no siempre consiguieron estas leyes. ¿Por qué en determinadas 
provincias las resistencias sociales pueden incidir sobre la legislación minera y no en otras? A partir del estudio 
comparativo subnacional de cuatro provincias, este trabajo argumenta que los procesos de incidencia se dirimen 
en el marco de determinada estructura de oportunidad subnacional (eos), definida por el grado de pluralidad del 
sistema político y el grado de desarrollo y diversificación de la matriz económica. Así, el trabajo muestra cómo las 
características de las eos favorecieron la incidencia de las resistencias sociales sobre las legislaciones mineras en 
los casos de Mendoza y Córdoba y cómo constriñeron las posibilidades de incidencia de resistencias en las expe­
riencias de Catamarca y San Juan.

Palabras clave: resistencias sociales, política subnacional, incidencia política, minería, Argentina.

Social Resistances and Mining Legislations in Argentine Provinces: The Cases of Mendoza, Córdoba,
Catamarca and San Juan (2003­2009)

abstract: over the past two decades, open pit mining in Argentina has experienced a significant growth. As a 
response to this advance, social resistances to the activity emerged and, since 2003, nine provinces passed laws 
banning open pit mining. However, resistances have not always succeeded in achieving these restriction laws. 
So, why in certain provinces social resistances are able to influence on mining legislation while they fail to do so 
in others? Based on a comparative subnational study of four provinces, this paper argue that processes of influ­
ence take place within the framework of a specific Subnational Structure of opportunity (sso), determined by 
the degree of plurality in the political systems and the level of development and diversification of their eco­
nomic matrix. In such sense, this article shows how the characteristics of eos favored social resistances influence 
on mining legislation in Mendoza and Córdoba cases, as well as how eos constrained the possibility of legislative 
incidence in Catamarca and San Juan experiences.

Keywords: social resistances, subnational politics, political influence, mining, Argentina.

*Lucas Gabriel Christel, es director de la licenciatura en Ciencia Política y Docente en la Escuela de Política y Gobierno de la 
universidad Nacional de San Martín y Becario Posdoctoral del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas 
 (Conicet). Avenida 25 de Mayo 1021, edificio de Ciencias Sociales, primer piso, San Martín, Provincia de Buenos Aires, 1650 
 Argentina. Tel: (54) (11) 2033 1450. Correo­e: lucaschristel@hotmail.com. orcid id 0000­0002­6989­1150.

Artículo recibido el 26 de julio de 2018 y aceptado para su publicación el 11 de junio de 2019.
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Introducción

en los últimos veinticinco años América Latina 
atravesó un escenario denominado boom de 

commodities (Arsel et al., 2016). En este contexto, 
caracterizado por altos valores de las materias pri­
mas, la minería a cielo abierto1 fue protagonista 
estelar (Svampa y Antonelli, 2009; Bebbington y 
Bury, 2013). La otra cara del incremento de las 
inversiones y exportaciones mineras ha sido —y 
sigue siendo— los fuertes rechazos sociales a 
esta actividad. Incluso, en ocasiones puntuales 
como Tambogrande (Perú) o Cajamarca (Colom­
bia), estas resistencias sociales han logrado limi­
tar el avance de la minería y forzar a las compa­
ñías a retirarse de los territorios.

En Argentina también se ha experimentado 
un proceso contradictorio de avance y restricción 
de la minería. Ahora bien, en comparación con 
gran parte de América Latina, la particularidad 
de este caso radica en la centralidad de la escala 
subnacional. La estructura federal argentina, 
dada su distribución de potestades, hace de las 
provincias la arena principal donde se resuelven 
las disputas sobre los recursos naturales. 

En la década de 1990 se modificaron las leyes 
mineras en búsqueda de inversiones extranjeras2 
y la reforma constitucional de 1994 reconoció en 
su letra el dominio originario de las provincias so­
bre los recursos naturales (Art. 124). Así, con la 
inauguración de Bajo La Alumbrera en Catamar­
ca en 1997 y Cerro Vanguardia en Santa Cruz du­
rante 1998 la minería parecía encaminarse hacia 
un desarrollo sin precedentes.3 

1 Las expresiones, “minería a cielo abierto” y “megami­
nería” refieren a este tipo de explotación. Esta modalidad 
 dinamita grandes cantidades de rocas —debido a la baja con­
centración y alta diseminación del mineral— para luego separar 
el metal mediante la utilización de sustancias químicas y gran­
des cantidades de agua.

2 El régimen de inversiones mineras, ley 24.196/93 estable­
ce seguridad jurídica 30 años y determina un máximo de 3 por 
ciento de regalías mineras provinciales. Para un análisis del pro­
ceso legislativo y un detalle de la norma véase Christel y Alva­
rez (2011).

3 A principios de 1990 las exportaciones de minerales no 
superaban los 35 millones de dólares, las inversiones ascendían 
a 10 millones de dólares y la actividad representaba 0.22 por 
ciento del producto interno bruto (pib) (Honorable Cámara de 
Diputados de la Nación, 1993). En 2008, las exportaciones al­

Sin embargo, el escenario se modificó a partir 
del rechazo de Esquel, Chubut, a un nuevo em­
prendimiento. En marzo de 2003, 81 por ciento 
de la población de dicha ciudad rechazó la explo­
tación minera en un referéndum municipal y 
meses después se sancionó la ley provincial 
5.001/03 de prohibición minera (ScheinTo­
runczyk, 2016). El llamado “efecto Esquel” 
(Svampa y Antonelli, 2009) multiplicó las resis­
tencias sociales contra la megaminería y, entre 
2004 y 2011, otras ocho provincias argentinas 
sancionaron leyes de prohibición de la actividad.4

Este trabajo se pregunta, ¿por qué en deter­
minadas provincias las resistencias sociales pue­
den incidir en las legislaciones mineras mientras 
que en otras no? A partir de las experiencias de 
Mendoza, Córdoba, Catamarca y San Juan, el ar­
tículo demuestra cómo las particularidades polí­
ticas y económicas influyen en las posibilidades 
de incidencia de las resistencias sociales.

Los profusos estudios sobre las resistencias a 
la minería en América Latina se han enfocado 
mayormente en el surgimiento de los conflictos, 
el componente ambiental de sus reclamos y sus 
características políticas y organizativas. Si bien la 
incidencia política de los actores no ha sido un 
tema central de esta bibliografía, algunos traba­
jos identificaron elementos clave a la hora de 
pensar en la productividad política de estos gru­
pos. Entre otros, se destacan el rol de los movi­
mientos de justicia ambiental y sus vínculos con 
los gobiernos locales para impulsar consultas 
populares (Walter y urkidi, 2015); la moviliza­
ción social y la incorporación política para el for­
talecimiento de las instituciones participativas 
—consulta previa— en Ecuador y Bolivia (Falle­
ti y Riofrancos, 2018); la importancia de alianzas 
y redes ambientales para influir en los tomadores 
de decisiones (Alvarado Merino, 2008); el rol de 

canzaron los 3 750 millones de dólares, las inversiones ascen­
dieron a 2.212 millones de dólares y la participación de la 
minería en el pib fue cercano a 4 por ciento (Secretaría de Mine­
ría de la Nación, 2009).

4 Río Negro (2005, derogada en 2011); Mendoza (2007); La 
Rioja (2007, derogada en 2008); Tucumán (2007); La Pampa 
(2007), Córdoba (2008); San Luis (2008) y Tierra del Fuego 
(2011). 
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las capacidades estatales y la opinión pública 
(Velázquez López Velarde et al., 2018); la capaci­
dad de las organizaciones no gubernamentales 
para brindar recursos y asesoramiento legal y téc­
nico a los grupos comunitarios (Bebbington, 
2011); el peso de la economía política y los acuer­
dos políticos en la creación de contextos favora­
bles para eléxito de la movilización social 
(Bebbington et al., 2019), y las características so­
cio políticas de los sitios donde se emplazan los 
conflictos (Svampa et al., 2009).

El presente trabajo amplía esta literatura al 
centrarse en los procesos de incidencia legislati­
va y la sanción de leyes provinciales de prohibi­
ción minera. El aporte de este artículo proviene 
del diálogo teórico entre la bibliografía de los 
movimientos sociales, las políticas subnacionales 
y el federalismo, investigaciones que rara vez 
van juntas. A partir del análisis de los “procesos 
de incidencia” se afirma que las estructuras de 
oportunidad subnacional (eos) caracterizadas por 
mayores grados de pluralidad del sistema políti­
co y de desarrollo y diversificación de su matriz 
económica benefician la “multiescalaridad” y la 
“pluralidad de actores” en las acciones de resis­
tencia. Estos dos mecanismos, que conectan ex­
plicativamente las características de las eos con 
los resultados del proceso de incidencia, fa­
vorecen la incidencia efectiva de las resistencias 
 sociales. Este esquema conceptual permite ex­
plicar las distintas trayectorias de los procesos de 
incidencia en cuatro provincias argentinas. Así, el 
trabajo demuestra cómo las características de las 
eos favorecieron la incidencia de las resistencias 
sociales sobre las legislaciones mineras en los ca­
sos de Mendoza y Córdoba y cómo constriñeron 
las posibilidades de incidencia de resistencias en 
las experiencias de Catamarca y San Juan.

En Argentina, el estado nacional ha brindado 
un fuerte apoyo a la actividad minera, declarán­
dola incluso política de Estado en 2004.5 Esto 
ejerce influencia sobre las políticas mineras que 

5 Las políticas nacionales para el sector tuvieron una fuerte 
continuidad desde la década de 1990 en adelante. Para una 
comparación entre los años neoliberales y los posneoliberales 
véase Cisneros y Christel (2014).

puedan diseñar las provincias, pero analítica­
mente se considera que la política nacional mi­
nera opera como una constante sobre los cuatro 
casos de estudio y, por lo tanto, la clave analítica 
se ubica en las variaciones subnacionales. El do­
minio originario de las provincias sobre los recur­
sos naturales habilita las ventajas del método 
comparativo subnacional (Snyder, 2001)6 y per­
mite ofrecer una lectura basada en mecanismos y 
procesos (Tilly, 2001; McAdam et al., 2008).7

Mientras Mendoza y Córdoba cuentan con 
leyes de prohibición minera (7.722/07 y 9.526/08 
respectivamente), Catamarca y San Juan, ambas 
provincias mineras, no han aprobado leyes pa­
recidas. Mendoza tuvo un intenso nivel de con­
flictividad social y posee un elevado potencial 
minero. Córdoba cuenta con la ley de  prohi bi ción 
minera más restrictiva de Argentina al  limitar 
también la explotación de minerales nucleares. 
Catamarca fue la primera provincia con minería a 
cielo abierto del país y San Juan es un actor cen­
tral de la actividad al poseer tres emprendimien­
tos mineros en explotación. El corte temporal 
del trabajo es el periodo comprendido entre los 
años 2003 y 2009, se inicia con los sucesos de la 
ciudad de Esquel y cierra en 2009 al considerar 
finalizados los procesos efectivos de incidencia 
legislativa y no observar modifica ciones sustan­
ciales en las características de los procesos de las 
dos restantes provincias. Entre septiembre de 
2011 y agosto de 2014 se realizaron 73 entrevistas 
en profundidad con cuestionarios semiestructu­
rados en distintas localidades de Mendoza, Cór­
doba, Catamarca, San Juan y Buenos Aires. Los 
entrevistados fueron funcionarios provinciales y 

6 El método subnacional favorece el control sobre inves ­
tiga cio nes con N pequeño al incrementar el número total de 
observaciones y las posibilidades de obtener inferencias ex­
plica  tivas válidas, la precisión en la codificación en los casos y 
la captura de la naturaleza desigual de los procesos de transfor­
mación política y económica en las distintas unidades subna­
cionales. 

7 Los mecanismos forman una delimitada clase de eventos 
que cambian las relaciones entre conjuntos específicos de ele­
mentos de manera idéntica o similar a través de una variedad 
de situaciones. Los procesos se caracterizan por combinaciones 
o secuencias de mecanismos que ocurren de forma frecuente.



6 Política y gobierno volumen xxvII  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2020

lucas Gabriel Christel

municipales, legisladores provinciales, asesores 
legislativos, participantes en las acciones de re­
sistencia social, abogados, periodistas y docentes.

El artículo desarrolla, en primer lugar, un 
marco teórico que captura las particularidades de 
las resistencias sociales, señala la especificidad 
de los procesos de incidencia y propone el con­
cepto de estructura de oportunidad subnacional 
(eos). En segundo lugar, ilustra las características 
políticas y económicas de los cuatro casos estu­
diados. En tercer lugar, se presentan los cuatro 
casos de estudio y se demuestra cómo las dife­
rencias en sus sistemas políticos y en las matrices 
económicas han facilitado o dificultado los pro­
cesos efectivos de incidencia. Por último, el tra­
bajo cierra con las conclusiones y avanza hacia 
futuras líneas de investigación.

Cómo entender la incidencia legislativa
de las resistencias sociales a nivel
provincial: la eos

Las siguientes páginas enfatizan tres ideas cen­
trales. Primero, las resistencias sociales tienen 
características propias, distintas a otras formas de 
acción colectiva y de participación en conflictos. 
Segundo, la incidencia política debe analizarse 
en términos de procesos y concebirse como una 
instancia más amplia que la mera sanción legisla­
tiva. Tercero, las marcadas heterogeneidades po­
líticas y económicas de las provincias argentinas 
hacen del nivel subnacional una arena privilegia­
da para los estudios sobre incidencia política. 

las resistencias sociales
Pese a un uso dispar y polisémico del término, la 
literatura sobre resistencias acuerda que “ac­
ción” y “oposición” son sus dos elementos más 
característicos (Scott, 1985; Rubin, 1996; Hollan­
der y Einwohner, 2004). La definición propuesta 
de resistencia social en este trabajo es de índole 
colectiva, carácter confrontativo e intencional y 
observable, tanto para los destinatarios como 
para terceros no involucrados en la contienda. 
Así, las resistencias sociales son entendidas como 
un conjunto de acciones directas y acciones insti­
tucionales, tendientes a un objetivo específico y 
llevadas a cabo en un espacio delimitado, que 

una pluralidad de actores desarrolla en oposición 
a intereses estatales o privados.

Esta conceptualización tiene tres ventajas. 
En primer lugar, los estudios sobre las resisten­
cias antimineras en Argentina mayormente se 
han centrado en las asambleas autoconvocadas al 
tratarse de los actores más movilizados (Svampa 
y Antonelli, 2009; Machado Araoz, 2009). La de­
cisión de focalizar en acciones en lugar de en los 
actores permite incorporar al análisis, además de 
los grupos más comprometidos, actuaciones in­
termitentes, esporádicas o menores de otros ac­
tores involucrados en las resistencias. Además, se 
evita un análisis fuertemente centrado en la pro­
testa y se favorece la comprensión de cómo se 
combinan modos contenciosos e institucionaliza­
dos de acción (Christel y Gutiérrez, 2017).

En segundo lugar, esta perspectiva concep­
tual permite analizar similitudes y diferencias 
entre los casos y favorece la comprensión de re­
sultados disímiles al aislar analíticamente las 
resistencias. La noción de espacio delimitado 
evidencia la concentración geográfica de las ac­
ciones de resistencia y permite mostrar que las 
resistencias de determinada unidad territorial 
son diferentes a otras. Esta característica es im­
portante en países federales como Argentina, 
donde las dinámicas locales no siempre se trasla­
dan de unas provincias a otras.

En tercer lugar, la conceptualización permite 
distinguir las resistencias sociales de los movi­
mientos sociales a partir de tres elementos: el 
ámbito de acción, el objetivo común y la identi­
dad compartida. A diferencia de los movimientos 
sociales, cuyo alcance es generalmente nacional 
o incluso transnacional (Diani, 2015), las resis­
tencias sociales poseen un límite territorial.

El objetivo común de las resistencias presenta 
un alto grado de especificidad. Resulta más espe­
cífica la búsqueda de prohibir la megaminería en 
Mendoza que un objetivo amplio como la protec­
ción ecológica de todo el país, un objetivo más tí­
pico de movimientos sociales (Diani, 2015).

Finalmente, las resistencias sociales carecen 
de una identidad común y compartida entre la 
pluralidad de actores involucrados. En sintonía 
con los estudios sobre coaliciones discursivas 
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(Hajeer, 2009), las resistencias están atravesadas 
por líneas argumentales (story­lines) que si bien 
son específicas pueden ser interpretadas de mo­
dos diferentes por los distintos actores (Gutié­
rrez, 2017). Esto permite que en las resistencias 
puedan coexistir desde grupos de base vin cu­
lados a la ecología política hasta sectores em­
presariales inscritos en lógicas productivistas. La 
ausencia de una identidad compartida distancia 
las resistencias de los movimientos sociales, don­
de la identidad común es constitutiva y sus lími­
tes están definidos justamente por determinada 
identidad (Diani, 2015). 

Pese a estas diferencias, existe cierta cercanía 
entre los conceptos mencionados. Es factible que 
determinados grupos u organizaciones involucra­
dos en acciones de resistencia puedan ser, a su 
vez, parte de las densas redes de interacción8 de 
un movimiento social o que los objetivos específi­
cos de las resistencias sociales se encuentren en 
sintonía y sean vistos como parte de objetivos más 
amplios y generales propios de los movimientos. 

la incidencia como proceso
La sanción de leyes de prohibición de minería se 
entiende como una definición genérica de inci­
dencia positiva. Sin embargo, la comprensión del 
éxito de los contendientes exige un esfuerzo teó­
rico mayor. Aquí, la incidencia legislativa implica 
mediación estatal y resolución mediante canales 
institucionalizados. 

La sanción de leyes resulta de un proceso más 
amplio que el mero momento de su aprobación. 
Se refiere al proceso de incidencia de las resis­
tencias sociales, definido como secuencias agre­
gativas de resistencias sociales que persiguen 
una decisión estatal determinada. Esto último 
habilita tres elementos clave.

Primero, favorece una observación más preci­
sa de las dimensiones que componen dicho pro­
ceso: la acción directa, la vinculación con los 
actores económicos y la vinculación con los acto­
res institucionales. Segundo, permite recuperar 

8 Cierta literatura ha enfatizado los vínculos transnacionales 
de los grupos de base antimineros. Véanse Alvarado Merino 
(2008), Bebbington (2011) y Paredes (2018), entre otros.

las particularidades de los casos en los cuales no 
se logra una incidencia efectiva. Tercero, a partir 
de la noción de mecanismos (Tilly, 2001), facilita 
la identificación de variaciones y configuraciones 
específicas entre dimensiones que tiendan a re­
sultados similares. Las mencionadas dimensio­
nes se plantean con base en trabajos asociados a 
las posibilidades de éxito de los contendientes.

La acción directa implica una actuación con­
tenciosa y no mediada por representación institu­
cional alguna (Tarrow, 2011). Los principales 
impulsores de la acción directa suelen ser los acto­
res asamblearios identificados como parte del 
nuevo ambientalismo social argentino, de caracte­
rísticas autónomas y tendientes a la horizontali­
dad (Gutiérrez e Isuani, 2014). Las vinculaciones 
de estos grupos con distintas organizaciones de 
estructura formal suelen ser producto de la acción 
colectiva previa y es usual que la acción directa se 
intensifique ante una eventual ampliación del ci­
clo de protesta (Friedman y McAdam, 1992).

El objetivo de las resistencias se encuentra 
mediado por dos variables intervinientes, la es­
tructura de alianzas y la estructura de oposición 
(Diani, 1997). una lógica fundamental de las es­
trategias de resistencia implica involucrar a ter­
ceros y ejercer presión conjunta sobre el proceso 
de decisión político. Las vinculaciones con acto­
res económicos, en la medida en que éstos se po­
sicionen como aliados, incrementan los chances 
de éxito de los contendientes (Gamson, 1990).

La vinculación con actores institucionales 
 implica acciones formales de participación y 
 re lación con los distintos poderes y niveles de go­
bierno. Las vinculaciones con los partidos políti­
cos (Tilly, 1978), el ingreso de sus intereses a las 
agendas gubernamentales y legislativas, los ci­
clos electorales (Price, 1984), y las redes con fun­
cionarios políticos (Hochstetler y Keck, 2007) 
afectan positivamente las posibilidades de éxito 
de los contendientes.

Heterogeneidades políticas y económicas. 
las oportunidades subnacionales diferenciadas
El objetivo de las resistencias se orienta estatal­
mente y está mediado por la intervención del 
Estado (Amenta y Young, 1999). Para analizar el 
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entorno político de las acciones de resistencia, se 
utilizan nociones básicas del modelo de proceso 
político y más específicamente de la estructura 
de oportunidad política (eop) (Eisinger, 1973; 
McAdam, 1982). La mayor parte de los estudios 
sobre la eop se focalizan en el nivel nacional como 
estructuradora de las amenazas o posibilidades de 
los contendientes (Tilly, 1978; Goldstone y Tilly, 
2001) y apenas algunos trabajos analizaron las 
oportunidades políticas a nivel transnacional 
(Sikkink, 2005; Tarrow y McAdam, 2005). A pe­
sar de algunas críticas recientes al concepto eop 
(Mc Adam et al., 2001; Goodwin y Jasper, 2004), 
se defiende el uso del concepto en la arena sub­
nacional. El escaso desarrollo de trabajos sobre 
eop en la arena subnacional y la persistencia de 
particularidades propias a nivel provincial brinda 
una posibilidad concreta de aporte a la investi­
gación. Ante el marcado sesgo nacional de estas 
discusiones, se baja la escala mediante un diálogo 
con los trabajos sobre sistemas políticos y de­
mocracia, la política subnacional y el federalismo 
político y fiscal. Fruto de esta discusión teórica se 
propone el concepto de “estructura de oportu­
nidad subnacional”. Esta propuesta no radica 
únicamente en la aplicación de la noción clásica 
de la eop al nivel subnacional de análisis, sino que 
expande el foco analítico al incorporar las parti­
cularidades económicas y analizar el juego entre 
variables políticas y económicas. De acuerdo con 
las hipótesis de trabajo, la eop adquiere sus ca­
racterísticas a partir del grado de pluralidad del 
sistema político y de los niveles de desarrollo y 
diversificación de la matriz económica.

El grado de pluralidad del sistema político
Las discusiones sobre la tercera ola de democrati­
zación y la calidad de las democracias (o’Donnell 
y Schmitter, 1988; Linz y Stepan, 1996) brindan 
un sustento teórico para pensar también en las 
especificidades subnacionales. En Argentina el 
principio federalista que posibilita a las provin­
cias tener sus propios arreglos institucionales da 
como resultado diferentes sistemas electorales y 
una amplitud de sistemas políticos locales (Car­
darello, 2011) y reglas y tradiciones político­par­
tidarias particulares (Calvo y Escolar, 2005).

A partir del año 1986 la mayoría de las provin­
cias argentinas impulsaron reformas constitucio­
nales que influyeron sobre el juego democrático 
local (Gibson y Calvo, 2000). Estas reformas fa­
vorecieron, entre otras cosas, la permanencia de 
gobernadores al habilitar la reelección inmedia­
ta (Serrafero, 1997), la concentración de poder 
(Cardarello, 2011), la estabilidad de los partidos 
gobernantes al minimizar el riesgo de derrotas 
electorales (Calvo y Micozzi, 2005), las amplias 
mayorías legislativas, la baja competencia efecti­
va y la subrepresentación de la oposición (Tula y 
De Luca, 2001).9

Estas diferencias crearon discrepancias entre 
los estudiosos de la política subnacional argen­
tina. Algunos autores afirman que coexiste un 
régimen nacional democrático con regímenes 
subnacionales “autoritarios” (Giraudy, 2010; 
Gibson, 2013) que controlan férreamente las di­
námicas políticas locales y mantienen “provin­
cializados” los conflictos (Gibson 2013). Por otro 
lado, ciertos autores, afirman que existe un régi­
men democrático nacional pero con distintos nive­
les de democracia subnacional (Gervasoni, 2010) 
y persistencia de prácticas y situaciones autori­
tarias en las provincias (Behrend y Whitehead, 
2016). Más allá de estas discrepancias, es clave se­
ñalar la existencia de heterogeneidades subnacio­
nales y la posibilidad de que los actores políticos 
puedan tomar rédito de principios federalistas 
que los benefician.

Así, los sistemas políticos subnacionales en Ar­
gentina configuran oportunidades y constriccio­
nes diferenciadas para la incidencia política. Por lo 
tanto, retomando tales características, la interrela­
ción y vinculación mutua de los distintos compo­
nentes del sistema político, la centralidad de las 
reglas que definen el régimen político y su poste­
rior institucionalización en prácticas que habilitan 
la competencia, el grado de pluralidad del siste­
ma político subnacional será mayor cuanto meno­
res sean las oportunidades para la reelección del 

9 A modo de ejemplo, el porcentaje de provincias en 
las cuales el partido titular ganó una supermayoría de 
asientos legislativos casi se duplicó, de 20 por ciento en 
1987 a 37 por ciento en 2007 (Gibson, 2013).
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ejecutivo, mayor sea el número de partidos con 
asientos legislativos (en números efectivos y tota­
les), mayores sean los índices de fragmentación 
legislativa y de democracia subnacional y mayor 
sea la práctica efectiva de las autonomías locales.

El grado de desarrollo y diversificación
de la matriz económica
La matriz económica se entiende como un siste­
ma de variables que determinan las dinámicas 
económicas y la interdependencia mutua de di­
chas variables. La matriz económica es fruto de 
la interrelación del papel estatal en el manejo 
económico, la existencia de sectores productivos 
asociados a procesos históricos, culturales y geo­
gráficos, el aporte de los mismos al total de bie­
nes y servicios producidos y las características 
propias del mercado laboral.

La Argentina, al igual que otros países latino­
americanos, se destaca por la heterogeneidad y la 
desigualdad de las estructuras económicas regio­
nales (Cao y Vaca, 2006). Las cinco principales 
provincias suman cerca de 80 por ciento del pro­
ducto bruto geográfico (pbg) y la asimetría entre las 
unidades subnacionales de mayor y menor pbg per 
cápita, Caba y Formosa, es de 11.6 a uno (Gatto y 
Cetrángolo, 2003). En países federales más desa­
rrollados, como Estados unidos o Canadá, la dife­
rencia suele ser de dos a uno (Cao y Vaca, 2006).

El federalismo fiscal argentino afecta de ma­
nera diferenciada las dinámicas económicas pro­
vinciales. Tradicionalmente, las coaliciones de 
provincias sobrerrepresentadas en la cámara alta 

del Congreso nacional mantienen un sesgo fa­
vorable para los esquemas de distribución de in­
gresos (Gibson y Calvo, 2000). Así, provincias en 
general pequeñas, de escasa población y de menor 
desarrollo económico, experimentan elevados va­
lores de transferencias nacionales sobre el porcen­
taje total de los ingresos provinciales (Tommasi et 
al., 2001). Este desequilibrio favorece un rol pri­
vilegiado de los ejecutivos provinciales como ac­
tores económicos y empleadores principales 
(Gibson, 2013), su control sobre los asuntos lo­
cales (Suárez Cao, 2011) y la estabilidad de los 
partidos gobernantes (Calvo y Murillo, 2004).

Al contrario, en provincias donde los ingresos 
provienen mayormente de impuestos ligados a la 
producción y el consumo local, el total de ingresos 
fiscales guarda mayor relación con el dinamismo 
del sector económico privado. Esto configura una 
mayor dependencia estatal respecto de las activi­
dades económicas y de ciudadanos potencial­
mente autónomos, lo que limita parcialmente el 
poder del Estado y brinda condiciones más favo­
rables para la organización ciudadana (McMann, 
2006; Gervasoni, 2010).

Con base en estas especificidades y las dis­
cusiones previas se considera que el grado de 
desarrollo y diversificación de las matrices eco­
nómicas provinciales será mayor cuanto mayor 
sea el tamaño del producto bruto geográfico, me­
nor la concentración de la canasta exportadora, 
mayores los porcentajes de ingresos tributarios 
de origen provincial y más bajos los valores de 
empleo estatal.
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La eos, adquiere sus características a partir 
del grado de pluralidad del sistema político y de 
los niveles de desarrollo y diversificación de la 
matriz económica de cada una de las provincias. 
A mayores grados de pluralidad de los sistemas 
políticos y mayores grados de desarrollo y di­
versificación de las matrices económicas se con­
forman eos más favorables para los procesos 
exitosos de incidencia de las resistencias socia­
les. Estas particularidades de la eos, repercuten 
sobre el resultado del proceso de incidencia a partir 
de su influencia sobre la acción directa, la vincula­
ción con los actores económicos y la vincu lación 
con los actores institucionales.

la conformación de las eos. los cuatro
casos de estudio
En Mendoza no hay posibilidad de reelección 
inmediata y en Córdoba se limita a dos mandatos 
sucesivos. San Juan habilitó la re­reelección del 
ejecutivo mediante la reforma constitucional de 
2011 y Catamarca permite la reelección indefini­
da de su gobernador. Las posibilidades de ree­
lección influyen sobre la competencia política, 
brindan ventajas al oficialismo y favorecen la 
concentración de poder en manos del goberna­
dor. En las elecciones de 2003, 2007 y 2011 las 
diferencias porcentuales entre la fórmula gana­
dora y la segunda, señal de sistemas políticos más 
competitivos, fueron menores en Mendoza y en 
Córdoba que en Catamarca y San Juan. Por 
ejemplo, en las elecciones de 2011, posteriores a 
la reforma, el entonces gobernador de San Juan, 
José Luis Gioja (pj), ganó su tercer mandato por 
47.81 puntos de diferencia.

Altos índices de fragmentación en las legis­
laturas,10 con diversos partidos representados y 
presencia de partidos minoritarios, favorecen una 
agenda política más abierta. La unicameral cordo­
besa posee el mayor número efectivo de partidos 
políticos al igual que el mayor número total de 
partidos representados y, por ende, ostenta la le­
gislatura más fragmentada. Mendoza muestra va­

10 Córdoba y San Juan tienen legislaturas unicamerales 
mientras que Mendoza y Catamarca tienen legislaturas bica­
merales.

lores significativamente altos de fragmentación 
legislativa y de partidos políticos efectivos y, ade­
más, se caracteriza por la dificultad de lograr ma­
yorías oficialistas. Contrariamente, Catamarca 
presenta altas mayorías oficialistas, dando como 
resultante legislaturas concentradas y en sintonía 
con el ejecutivo. San Juan posee una alta concen­
tración oficialista en la distribución de curules y 
un marcado descenso de los índices de partidos 
efectivos e indicadores de fragmentación a partir 
de las elecciones de 2003.

Respecto de la problemática de la democracia 
subnacional, Carlos Gervasoni (2010) demuestra 
que menores niveles de democracia son espera­
bles cuando los ejecutivos provinciales acceden a 
abundantes fondos del gobierno central y son 
débiles los vínculos impositivos con ciudadanos 
y actores económicos locales. El autor calculó los 
niveles de democracia de 22 provincias argen­
tinas entre los años 1983 y 2003 a partir de dos 
dimensiones de la política democrática: las con­
tiendas electorales y las constricciones del poder 
del gobierno. En 2007 Mendoza ostentó el valor 
más alto de democracia subnacional, seguida por 
Córdoba, Catamarca y, finalmente, San Juan. En 
perspectiva comparada, tanto Mendoza como 
Córdoba incrementaron sus índices de democra­
cia entre 2003 y 2007 mientras que dicho valor 
descendió para Catamarca y San Juan.11

La autonomía municipal se vuelve importan­
te al brindar puntos de acceso al poder local. Esta 
particularidad toma relevancia en contextos fe­
derales donde la descentralización incrementa la 
apertura del poder político ante las presiones 
desde abajo (Kriesi, 1996). Sin embargo, las ca­
racterísticas del diseño institucional12 no necesa­
riamente se corresponden con la práctica; de tal 
forma, y como se verá en los casos, un mayor res­
peto efectivo de la autonomía municipal es indi­
cador de sistemas políticos con mayores grados 
de pluralidad. 

11 Gracias al aporte de Carlos Gervasoni se cuenta con los 
índices de democracia subnacional de las cuatro provincias para 
el periodo estudiado.

12 Córdoba, Catamarca y San Juan reconocen la autonomía 
de sus municipios. Mendoza, por su parte, reconoce el criterio 
autárquico de sus municipios.
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En función de lo expuesto, el cuadro 1 sintetiza 
los principales indicadores y muestra que Men­
doza y Córdoba poseen mayores grados de plu­
ralidad en el sistema político subnacional que 
Catamarca y San Juan (cuadro 1).

Un análisis comparativo de las matrices eco­
nómicas agrupa a Mendoza y Córdoba como pro­
vincias más desarrolladas económicamente y 
más diversificadas productivamente (cuadro 2). 
Pese a sus diferencias, comparten altos porcenta­
jes de ingresos tributarios de origen provincial 

que reflejan capacidad recaudatoria propia y me­
nores ingresos corrientes provenientes de la co­
participación federal. Sus mercados laborales 
poseen altos niveles de empleo privado y bajos 
valores de empleo estatal. En su faceta produc­
tiva, ostentan un pgb más elevado en valores ab­
solutos y una marcada diversificación en sus 
canastas exportadoras. 

Por su parte, Catamarca y San Juan presentan 
matrices económicas menos diversificadas y me­
nos desarrolladas. Ambas experimentan altos 

Cuadro 1. Grado de pluralidad del sistema político subnacional

Indicador Mendoza Córdoba Catamarca San Juan

Oportunidades para la reelección 
del ejecutivo/ 
Diferencia ganador segundo
(Promedio 2003-2011)

no                                         
7.76%

2 mandatos                                       
9.58%

indefinido                              
13.56%

3 mandatos               
31.68%

Número efectivo de partidos políticos          
(Promedio 2003-2009)

Dip 2.58                                      
Sen 2.43

 2.63 Dip 2.1                                
Sen 1.59

1.92

Índices de fragmentación legislativa                        
(Promedio 2003-2009)

Dip 0.60                                     
Sen 0.56

 0.62 Dip 0.52                              
Sen 0.37

0.42

Democracia subnacional 2007                     
(Gervasoni, 2010)

1.84 0.450 -0.537 -1.19

Respeto a la autonomía municipal mayor mayor menor menor

Fuente: Elaboración propia con base en Constituciones Provinciales, Dirección Nacional Electoral (s.f.) y Gervasoni 
(2010).

Cuadro 2. Grado de desarrollo y diversificación de la matriz económica (porcentaje)

Indicador Mendoza Córdoba Catamarca San Juan

PBG provincial como porcentaje PBI 
nacional (2006)

4.00 7.70 1.20 0.80

Recaudación impositiva de origen 
provincial (promedio 2003-2008)

26.37 28.68 7.70 13.38

Porcentaje de empleo público                         
(EAHU, 2010)

24.40 20.20 42.10 30.60

Porcentaje de participación de petróleo 
y minería en PBG provincial (2009)

12.85     
(Petróleo)

0.26 60.720 30.00

Porcentaje de concentración de 
exportaciones (tres productos más 
exportados) ( (2012)

48.25          
(35% vino)

38.20
(19.5% soja)

92.80                 
(complejo 
minero)

81.40             
(74.20% oro)

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaria de Provincias (s.f.), Ministerio de Producción y Desarrollo Económico 
de San Juan (2009), Cepunc (2011), indec (2011, 2012) y Ministerio de Minería de San Juan (2012).
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porcentajes de transferencias federales sobre sus 
ingresos totales y un estado provincial consolidado 
como actor económico privilegiado que repercute 
en altos porcentajes de empleados públicos. Con 
pgb similares entre sí, sus valores absolutos son pe­
queños respecto de Mendoza y más aún de Cór­
doba. Por último, los valores de concentración de 
las canastas exportadoras son elevados y, además, 
evidencian dependencia del complejo minero.

En este caso particular, las características del 
sector minero adquieren relevancia al configurar 
las estructuras de oposición o alianza que enfren­
tan las resistencias. La minería tiene la capacidad 
de transformar drásticamente la composición del 
pgb, concentrar la matriz económica y limitar el 
peso de actividades económicas alternativas en 
periodos breves —todos indicadores que desin­
centivan las posibilidades de incidencia—. En 
Catamarca, el sector minero representó valores 
cercanos al uno por ciento del pgb entre 1993 y 
1997 y, apenas diez años después de inaugurada 
La Alumbrera, en 2006 la minería explicó 60 por 
ciento del pbg. En el caso de San Juan, cinco años 
después del inicio de las actividades el sector mi­
nero alcanzó 30 por ciento del pbg (Ministerio de 
Minería de San Juan, 2012).

Asimismo, la minería contribuye a las capaci­
dades de recaudación provincial. Ante mayores 
ingresos mineros son esperables menores incen­
tivos de los ejecutivos para dar lugar a los recla­
mos. Catamarca recibió durante 2003 cerca de 
11.5 millones de dólares en regalías mineras, ci­
fra que llegó hasta los 27 millones de dólares en 
2010. San Juan recaudó 5.4 millones de dólares 
en regalías en 2005 y más de 40.5 millones de 
dólares en 2010. Estas cifras representaron 15.1 
por ciento de la totalidad de ingresos corrientes 
de 2010 para Catamarca y 6.22 por ciento para 
San Juan. Además, entre 2003 y 2010, Catamarca 
recibió aproximadamente 375 millones de dó­
lares por su participación en la empresa Yaci­
mientos Minerales Aguas de Dionisio (ymad) en 
Minera La Alumbrera.13

13 ymad le pertenece en 60 por ciento a Catamarca, 20 por 
ciento a la universidad Nacional de Tucumán y 20 por ciento al 
Consejo Interuniversitario Nacional (cin). De los beneficios de 
Minera La Alumbrera le corresponde 20 por ciento a ymad.

En contrapartida, Mendoza y Córdoba mues­
tran potenciales mineros disímiles y dos sectores 
de importancia económica como la vitivinicultu­
ra y el turismo en conflicto potencial con la mine­
ría. Si bien a priori podría imaginarse que una ley 
de restricción minera sería más factible en con­
textos de baja potencialidad minera, el caso de 
Mendoza muestra lo contrario. La provincia po­
see reservas estimadas de 350 mil millones de 
dólares en mineral bruto de los 20 proyectos más 
relevantes (cobre, oro, uranio, plata) (Camem, 
2014). En Córdoba, en cambio, sí existe un po­
tencial minero metalífero limitado según lo ex­
presado por sus autoridades provinciales. Esta 
diferencia en los casos de incidencia positiva re­
sulta clave para evitar causalidades muy centra­
das en una única variable.

En Mendoza, la vitivinicultura es una de las 
principales actividades productivas y aporta cer­
ca de 7 por ciento del pbg y representa 70 por 
ciento de la producción nacional (cfi, 2012). En 
tanto, la provincia de Córdoba es un destino tu­
rístico emblemático del país, y el valor agregado 
de las ramas características del turismo alcanzó, 
durante 2006, 5.5 por ciento del total del pbg (Di­
rección General de Estadística y Censos, 2015).

Finalmente, Catamarca y San Juan poseen 
una elevada concentración de sus principales 
productos exportados, los cuales corresponden al 
complejo minero. La suma de los tres productos 
más exportados explica más de 80 por ciento de 
la totalidad para San Juan y más de 90 por ciento 
para Catamarca. Al contrario, los productos ex­
portados de las dos restantes provincias mues­
tran una menor concentración y una consiguiente 
diversificación.

breve reconstrucción de los casos de 
mendoza, Córdoba, Catamarca y san Juan
Catamarca fue la primera provincia argentina 
donde se explotó minería a cielo abierto. En 1997 
se inauguró Bajo La Alumbrera y, merced de las 
promesas de desarrollo económico, la población 
otorgó la “licencia social”. En los años subsiguien­
tes, y ante la ausencia de desarrollo económico y 
escasas oportunidades laborales, comenzaron los 
primeros cuestionamientos.
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Hacia 2003 se iniciaron tibiamente las protes­
tas ambientales en la ciudad de Andalgalá. Pro­
gresivamente los reclamos de pobladores locales, 
en su mayoría organizados en asambleas auto­
convocadas, fueron radicalizándose hasta exigir 
la prohibición de la minería. Sin embargo, y pese 
al incremento de la conflictividad social y el sur­
gimiento de asambleas y protestas en otras loca­
lidades como Tinogasta, el estado provincial 
restringió fuertemente cualquier cuestionamien­
to a su política de estado pro­minera.

La provincia de San Juan es el máximo ex­
ponente de la “nueva minería” en Argentina y 
posee tres proyectos mineros en funcionamien­
to: Veladero, inaugurada en 2005, Gualcamayo 
y Casposo (2009 y 2010 respectivamente). Ade­
más, cuenta con más de veinte proyectos en dis­
tintas etapas de desarrollo. Las resistencias 
comenzaron aproximadamente un año antes de 
la puesta en funcionamiento de Veladero, articu­
ladas sobre todo por actores sociales y en menor 
medida por sectores vitivinícolas. Los reclamos 
se iniciaron en la ciudad de San Juan y después 
las locali dades de Jáchal y Calingasta se transfor­
maron en el epicentro de las resistencias. Sin 
embargo, con el avance de la actividad y las in­
auguraciones de Gualcamayo y Casposo, las re­
sistencias perdieron fuerza mientras el ejecutivo 
provincial lograba acallar las disidencias y conso­
lidar su poder político y su alianza con el sector 
minero.

La experiencia de Mendoza contó con tres 
focos centrales de resistencia: El Valle de uco, 
San Rafael y General Alvear. Las primeras aler­
tas comenzaron en San Carlos en 2003 y se recru­
decieron hacia 2005, para luego trasladarse hacia 
el sur de la provincia, a San Rafael y General Al­
vear. El rechazo a la minería mostró un proceso 
amplio de agregación de actores sociales, econó­
micos e institucionales. La presencia de grupos 
asamblearios y organizaciones de la sociedad ci­
vil (osc) ambientales más proclives a la acción 
contenciosa —articulados en la Asamblea Men­
docina por el Agua Pura (ampap) y otras organiza­
ciones de cariz más institucional— reunidos en la 
Multisectorial del Sur por un desarrollo sustenta­
ble y la Multisectorial General Alvear impulsa­

ron el proceso de incidencia y la posterior sanción 
de la ley 7722 en junio de 2007.

Dos antecedentes facilitaron la incidencia de 
las resistencias. Primero, la ley 7.422/05 que sus­
pendió cateos mineros. Segundo, la ley 7.627/06, 
impulsada por el senador opositor Jorge Difonso 
(Partido Demócrata) que suspendía actividades 
mineras hasta aprobarse un plan ambiental inte­
gral. El veto del gobernador Julio Cobos (unión 
Cívica Radical, ucr) a dicha ley impulsó la san­
ción de ordenanzas locales de prohibición, incre­
mentó la tensión social y, finalmente, terminó 
por favorecer la sanción de la ley 7722/07. 

En Córdoba el conflicto comenzó en 2007 
cuando se difundieron noticias de prospección 
minera en el valle de ongamira. Rápidamente se 
conformaron distintas asambleas socioambienta­
les que emprendieron acciones de resistencia y 
se nuclearon en la organización ¡ongamira Des­
pierta! Al tiempo, distintas localidades del valle 
de Traslasierra se incorporaron a las resistencias al 
conocerse los pedidos de la Comisión Nacional 
de Energía Atómica (cnea) para la explotación de 
uranio en Nono. Este proceso de crecimiento del 
rechazo a la minería involucró a actores asam­
blearios, osc ambientales como conciencia soli­
daria y sectores turísticos que operan tras un 
objetivo específico.

Con la sanción de quince ordenanzas locales 
de prohibición minera y una presión social cre­
ciente, ¡ongamira Despierta! le entregó un ante­
proyecto de ley al gobernador Schiaretti (Partido 
Justicialista, pj). El poder ejecutivo actuó de ini­
ciador y en un proceso legislativo breve y con 
efectiva participación de los actores involucrados 
en las resistencias se sancionó la ley 9526/08.

las repercusiones de las eos en perspectiva 
comparada
Este apartado expone cómo las características de 
las eos influyeron de forma diferenciada sobre 
cada una de las dimensiones del proceso de inci­
dencia y, por ende, en el resultado del mismo.

Acción directa
Las cuatro provincias compartieron patrones en 
las acciones iniciales de protesta. Las asambleas 
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fueron actores centrales y la acción directa fue 
tanto prioridad estratégica de los actores como 
resultado de la ausencia de acceso regular a las 
instituciones. Así, inicialmente coincidieron el 
expreso rechazo a la megaminería y las formas de 
movilización y protesta (marchas, cortes o blo­
queos de caminos y actividades de difusión). Sin 
embargo, a la hora de sostener la acción directa 
en el tiempo, las trayectorias fueron disímiles.

En Mendoza y en Córdoba la incorporación 
de diversos actores sociales y económicos amplió 
la protesta e impulsó una progresiva apertura de 
negociación con actores políticos locales y pro­
vinciales. Mendoza ostentó el mayor nivel de 
mantenimiento de acciones directas y mostró 
que actores con perfiles más institucionales, 
como por ejemplo la Multisectorial de General 
Alvear,14 también accionaron de manera conten­
ciosa. El punto más álgido de la conflictividad 
ocurrió cuando, previamente a la sanción de la ley 
7.722/07, se logró paralizar a la provincia con mani­
festaciones y bloqueos de rutas simultáneos:

Los cortes eran permanentes, se cortó y se cortó. 
Nosotros estuvimos quince días en la ruta, hasta 
que llegó un punto donde cortamos directamente 
y no pasaba un alma hasta que no se solucionara el 
tema que tenía que solucionarse […] Básicamen­
te en un pueblo de 40 000 habitantes había siete, 
ocho o diez mil en la calle, de modo permanente 
(Entrevista a integrante de Multisectorial General 
Alvear, General Alvear, junio de 2014).

Por su parte, la acción directa en Córdoba alcan­
zó una gran articulación territorial en un breve 
periodo, aunque sin la masividad mendocina. La 
capacidad de reproducción de las resistencias por 
distintas localidades, su articulación y el creci­
miento progresivo de acciones contenciosas po­
tenciaron el reclamo antiminero.

En Catamarca y San Juan, la activación de las 
resistencias posterior a la radicación de las mine­

14 La Multisectorial de General Alvear nucleó cerca de cua­
renta entidades de la sociedad civil y de índole empresarial, 
sindical, políticas y educativas. Grupos tan disímiles como la 
Asociación de Docentes Jubilados, el Consejo Pastoral Evan­
gélico, la Federación Agraria Argentina General Alvear o la osc 
Ideas dan muestra de su heterogeneidad.

ras las enfrentó con firmes intereses compartidos 
entre el Estado y las empresas. Pese a la presen­
cia de asambleas y grupos opositores a la minería 
en distintas localidades, el eventual crecimiento 
de la acción directa se vio dificultado y la fuerte 
presencia del estado provincial como proveedor 
laboral desincentivó la protesta. una mayor de­
pendencia de las rentas provinciales, menores 
niveles de autonomía respecto del Estado y un 
eventual riesgo laboral ante los actos de protesta 
limitaron la incorporación a las resistencias:

En nuestra asamblea empezamos ciento veinte, 
ciento cincuenta personas. Empezaron a dismi­
nuir, los que hemos quedado somos cuatro […] 
Hay mucha gente que dice: “Nosotros estamos de 
acuerdo con lo que ustedes hacen, pero yo no 
puedo ir porque yo trabajo en el hospital”. Y a mí 
me han dicho: “No te metas…”, “Porque yo tra­
bajo en la escuela”. Tienen un compromiso con el 
gobierno. Entonces están apretados (Asambleísta 
Calingasta, San Juan, abril de 2007, citado en 
Svampa et al., 2009: 162).

Frente a la maximización de episodios de acción 
directa, en Mendoza y Córdoba se forzó una efec­
tiva vinculación con actores institucionales. Con­
trariamente, en Catamarca y San Juan la respuesta 
de los ejecutivos provinciales osciló entre la indi­
ferencia, la represión y la judicialización. En 2006, 
en Andalgalá el gobierno utilizó por primera vez la 
represión contra los contendientes (luego se re­
petiría en 2010 y en 2012 en Tinogasta). En San 
Juan, los involucrados en las resistencias de­
nunciaron la persecución y criminalización de la 
protesta y la sanción de un nuevo régimen contra­
vencional (ley 7819/07) que atenta contra las posi­
bilidades de reclamar (Svampa et al., 2009).

Vinculación con los actores económicos
En Mendoza, las características productivas del 
Valle de uco y de General Alvear favorecieron la 
incorporación progresiva a las resistencias de pe­
queños y medianos productores y de actores 
relevantes como la Sociedad Rural de uco y la 
Cámara de Comercio, Industria, Agricultura y 
Ganadería de General Alvear. Más allá de la au­
sencia de un posicionamiento expreso por parte 
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del sector vitivinícola y bodeguero, la defensa de 
la actividad vitivinícola, en términos económicos 
y culturales, se consolidó como parte del reperto­
rio argumentativo de las resistencias:

Hubo un rol importante de los pequeños y media­
nos productores. Nosotros somos productores de 
alimentos de buena calidad. En San Carlos somos 
los principales productores de orégano y de ajo de 
la Argentina, tenemos uva, frutas, tomates. Está 
en nuestra matriz y en la cultura del mendocino, 
somos la provincia del buen sol y del vino, no so­
mos la provincia del mercurio y del cobre (Entre­
vista a Jorge Difonso, Intendente San Carlos, pd. 
La Consulta, junio de 2014).

En el caso de Córdoba actores del sector turístico 
se involucraron a título personal y la alusión al 
valor turístico sustentó el reclamo:

Es sabido que el turismo representa la principal 
actividad económica de varias regiones de la pro­
vincia. Cualquier actividad que atente contra el 
turismo condena a la región y a sus habitantes a la 
miseria. La minería del uranio atentaría contra el 
turismo por dos vías: por la deserción de los turis­
tas debido al miedo a la contaminación y por la 
modificación del paisaje (Fundamentos del pro­
yecto de Ley. ¡ongamira Despierta! 2008).

Además, en los momentos previos al trámite le­
gislativo de la ley 9.526, las organizaciones Em­
presarios de Turismo de Traslasierra, Sociedad 
Rural del oeste y Asociación de Profesionales de 
Turismo apoyaron el reclamo de prohibición mi­
nera y favorecieron el proceso de incidencia le­
gislativo.

Tanto en Mendoza como en Córdoba, la parti­
cipación de pequeños y medianos actores econó­
micos fue relevante en la sanción de ordenanzas 
de restricción dado su peso en las dinámicas pro­
ductivas y su influencia sobre los ejecutivos mu­
nicipales. Este accionar, junto a la obtención de 
dichas ordenanzas, favoreció la multiescalaridad, 
llevando las presiones locales hacia las arenas 
provinciales.

En cambio, frente a matrices económicas con 
menor grado de desarrollo y de diversificación, 
las vinculaciones con actores económicos rele­

vantes fueron limitadas. En Catamarca, la inexis­
tencia de un sector productivo afectado por la 
minería y relevante en la consideración del eje­
cutivo o en aporte al pbg fue clave:

La actividad minera es la única actividad dentro 
de la provincia capaz de generar una actividad 
económica sustentable en la medida en que dure 
el yacimiento. Nuestra Constitución exige la ex­
plotación, que el gobierno tenga como política de 
Estado la explotación minera, es un imperativo de 
la constitución catamarqueña (Entrevista a Ángel 
Betelu, subsecretario de Minería de Catamarca, 
Ciudad de Catamarca, septiembre de 2011).

En San Juan, al inicio del conflicto el sector viti­
vinícola expresó su rechazo a la minería y postuló 
la incompatibilidad entre ambas actividades. Sin 
embargo, tiempo después el gobierno provincial 
logró la división y neutralización del sector vitivi­
nícola, minimizando su efecto sobre el proceso 
de incidencia:

Las autoridades enfocaron la política para neutrali­
zar las entidades que podíamos estar en desacuerdo 
con la minería y obligó a renunciar a las autoridades 
que se habían opuesto. Subdividió el sector gre­
mial empresario, generó nuevas entidades y les 
dio el apoyo económico a ellos […] Entonces se 
limitan bastante las libertades de reclamar. (Juan 
José Ramos, presidente de la Asociación de Viña­
teros Independientes de San Juan. Ciudad de San 
Juan, abril de 2014).

Asimismo, la estructura de oposición enfrentada 
por las resistencias fue distinta. La inexistencia de 
emprendimientos mineros avanzados u operati­
vos en Mendoza y Córdoba configuró escenarios 
más favorables al no comprometer inversiones 
mineras ya realizadas, fuentes laborales ni tribu­
tos fiscales. Además, la capacidad de extracción 
impositiva de otros sectores y la mayor disponibi­
lidad de empleo privado limitaron los incentivos 
para el avance minero en contextos de conflicti­
vidad social creciente. 

En Catamarca y en San Juan las resistencias 
enfrentaron una poderosa estructura de oposi­
ción. Al momento de las primeras exigencias de 
prohibición, en Catamarca la facturación de La 
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Alumbrera ascendía a 700 millones de dólares 
anuales (cepunc, 2011) mientras que en San Juan 
la infraestructura de Veladero ya estaba montada 
y las inversiones de Barrick Gold para sus proyec­
tos Veladero y Pascua Lama sumaban 1 950 millo­
nes de dólares (Legislatura Provincial de San 
Juan, 2014). Los montos a los que acceden los 
ejecutivos provinciales vía regalías mineras o adi­
cionales se magnifican dadas las pequeñas escalas 
de las economías y la baja capacidad recaudatoria. 
El intercambio de “seguridad jurídica­legalidad” 
por “recursos fiscales” refuerza los incentivos de 
los ejecutivos para mantener la minería y limita 
las decisiones contrarias al desarrollo minero (Ma­
chado Araoz, 2009).

Vinculación con los actores institucionales
El mayor grado de pluralidad político de Mendo­
za y Córdoba facilitó múltiples vinculaciones en­
tre las resistencias y los actores estatales, sean de 
índole ejecutiva o legislativa y en las arenas lo­
cales y provinciales. Contrariamente, frente al 
menor grado de pluralidad político, los conten­
dientes de Catamarca y San Juan enfrentaron 
constantes dificultades para la vinculación con 
sus representantes.

La efectiva vinculación de los contendientes 
con el nivel municipal se tradujo en ordenanzas 
locales de restricción minera. En Córdoba, se lo­
gró una veloz aprobación de más de quince nor­
mas entre 2007 y 2008:

Empezamos a hacer un trabajo intenso tanto las 
osc como las asambleas para armar una coraza de 
ordenanzas, nos dimos cuenta de que era funda­
mental que todos los municipios comenzaran a 
tener ordenanzas donde se prohibiese la minería y 
la explotación de uranio. Entonces comenzamos 
un trabajo arduo hasta que la mayor parte de las 
comunas y municipios tuvieron sus ordenanzas 
(Entrevista a integrante de Conciencia Solidaria, 
Buenos Aires, julio de 2014).

En Mendoza, por su parte, las cinco ordenanzas 
locales de prohibición minera se concentraron en 
el Valle de uco y General Alvear y en sus letras 
enfatizaron el estrecho vínculo entre sociedad y 
representantes locales:

Con el trabajo de todo un pueblo unido, el Concejo 
Deliberante de San Carlos, sanciona la ordenanza 
1123/06, en defensa de la vida y del Agua […] Los 
aportes de especialistas en Medio Ambiente, Juris­
tas, Sociedad Rural, Vecinos Autoconvocados, Po­
der Ejecutivo Municipal y Concejo Deliberante, 
hoy dan su resultado en respuesta al pedido del 
Gobernador de la Provincia (ordenanza 1123/06 
Municipalidad San Carlos).

Los ejecutivos provinciales de Mendoza y Córdo­
ba respetaron la autonomía municipal y no decla­
raron la inconstitucionalidad de las mismas pese 
al dominio provincial sobre los recursos naturales. 
Estas decisiones impulsaron la reproducción de 
decisiones locales similares, la multiescalaridad y 
el avance hacia la ley provincial.

En Catamarca y San Juan las vinculaciones 
entre los ejecutivos locales y los contendientes 
fueron limitadas. Sin embargo, sucesos puntuales 
desafiaron dicha tendencia. En Tinogasta, Cata­
marca, la articulación entre el intendente, con­
cejales y ciudadanos impulsó la aprobación de 
un Código Ambiental de restricción minera y la 
convocatoria a referéndum para decidir la explo­
tación o no en el año 2007. Por otro lado, en Calin­
gasta, San Juan, entre 2005 y 2007, con un activo 
rol del intendente Ibaceta (Lealtad y Trabajo, lt) 
buscaron plebiscitar la minería. En ambos casos, 
los ejecutivos provinciales defendieron sus atri­
buciones en materia minera, negaron las autono­
mías locales y declararon la inconstitucionalidad 
de tales medidas. Esto desincentivó el estableci­
miento de vinculaciones en las arenas locales y un 
eventual traslado de los reclamos hacia la escala 
provincial. Además, en un contexto de baja com­
petencia política, esto no implicó costo electoral 
alguno para los ejecutivos provinciales. 

Las características legislativas de Mendoza y 
Córdoba favorecieron las vinculaciones entre las 
resistencias y sus representantes y la apertura de 
las agendas. En contraposición, en Catamarca y 
San Juan, con legislaturas más concentradas y ele­
vados índices de control parlamentario oficialis­
ta, se limitaron tanto las posibilidades de acceso a 
las agendas como una mayor atención a los recla­
mos ciudadanos en función de recompensas elec­
torales.
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En Mendoza, durante la redacción del ante­
proyecto de la ley 7.722/07 fue clave el trabajo 
conjunto de los senadores opositores Naman, 
Vaquié, Difonso y Sáenz, funcionarios provincia­
les de las áreas de minería y ambiente e integran­
tes de las resistencias. En Córdoba, las cordiales 
vinculaciones entre las resistencias y los actores 
legislativos habilitaron tres elementos significa­
tivos: El iniciador del proyecto fue el ejecutivo 
provincial a partir de una propuesta redactada 
por ¡ongamira Despierta!; el jefe de la bancada 
oficialista, Marcelo Falo (pj), mantuvo una estre­
cha vinculación con personajes clave de las resis­
tencias. Por su parte, legisladores opositores de 
izquierda (Frente de Izquierda) y de partidos 
vecinalistas se involucraron en las discusiones y 
legitimaron la lucha antiminera y el rol de los ac­
tores sociales.

En Catamarca, durante el año 2007, se pre­
sentaron tres proyectos de ley de prohibición mi­
nera, uno por el partido vecinalista de Andalgalá, 
unión por los Pueblos y los dos restantes por el 
peronismo. Ningún proyecto llegó a ser discuti­
do en el recinto. La autora de uno de los mismos 
aseguró:

El proyecto no fue tratado en comisión ni pasado 
a recinto. Apenas se podían debatir algunas cues­
tiones vinculadas con lo económico, con las rega­
lías mineras […] El oficialismo no quería debatir, 
nosotros invitábamos a técnicos, a los secretarios 
de minería, a las empresas, pero era difícil dar el 
debate (Entrevista a ex diputada Silvia Moretta, 
Ciudad de Catamarca, julio de 2014).

Por su parte, el ejecutivo provincial, además de 
obturar el debate legislativo, dejó sentada su de­
fensa de la minería: “No creemos que de alguna 
manera puedan influir en la política minera de la 
provincia. Acá la minería es política de Estado” 
(Beltrán, 2007).

En San Juan, ciertos legisladores cuestiona­
ron las políticas mineras. Todas estas iniciativas 
fueron rápidamente desestimadas por las am­
plias mayorías oficialistas:

Acá tenemos desde el punto de vista político una 
mayoría apabullante en la legislatura, entonces 

cualquier inquietud sobre la minería se abortaba 
completamente.Tenemos 34 diputados y en al­
gún momento éramos diez los diputados oposito­
res. En el segundo periodo, a partir del 2007 se 
menguó esa oposición a una cifra aún menor, de 
manera que nosotros estábamos muy solos en esta 
cuestión (Entrevista a Armando Campos, ex legis­
lador Frente para el Cambio, fc, Ciudad de San 
Juan, abril de 2014).

Poco y nada de lo referido a la problemática mine­
ra pasa por los actores legislativos, sino que todo 
pasa por la órbita del poder ejecutivo. Los inten­
tos de conocer qué ocurre con la minería por parte 
de algunos diputados no han prosperado por la 
abrumadora mayoría oficialista que termina liqui­
dando cualquier iniciativa (Entrevista a Alfredo 
Castillo, ex legislador Bloquismo, Ciudad de San 
Juan, abril de 2014).

Finalmente, la ausencia de ordenanzas locales 
contrarias a la minería impidió la presión desde 
los distintos territorios y un eventual posicio­
namiento acorde de los representantes departa­
mentales. 

El acceso al diálogo con actores ejecutivos 
provinciales fue escaso y esporádico, aunque 
ciertas acciones de los gobiernos provinciales fa­
vorecieron la incidencia. En Córdoba, el respeto 
a las autonomías municipales y actuar como ini­
ciador del proyecto de ley evidenciaron el apoyo 
del ejecutivo al proceso iniciado en la arena local. 
En Mendoza, el veto del gobernador Cobos a la 
ley 7.627/06 no obturó el debate, sino que reaco­
modó las posiciones de los distintos actores y fi­
nalmente el ejecutivo respetó las ordenanzas 
municipales posteriores y cumplió su promesa 
de no vetar de nuevo la ley antiminera.

Este accionar de los ejecutivos, esperable en 
sistemas políticos más plurales, se relacionó con 
los ciclos electorales. En Mendoza la sanción de 
las leyes 7.422/05 y 7.722/07 coincidieron con ci­
clos electorales:

Me parece que el sistema político brindó ciertas 
oportunidades. Aquí todavía hay resabios de una 
calidad democrática en la cual las instituciones 
ambientales aún tienen cierto peso, el tema del 
agua, que haya paridad en la legislatura, que el go­
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bernador no tiene reelección, hay ciertas cosas 
que hacen diferente el escenario. Acá es posible 
juntar 10 000 personas y dar vuelta una ley (Entre­
vista al presidente de oikos Ambiental, Ciudad 
de Mendoza, junio de 2014).

En Córdoba, si bien el tratamiento de la ley 
9.526/08 no coincidió estrictamente con un ciclo 
electoral, legisladores, oficialistas y opositores, e 
integrantes de las resistencias afirmaron que el 
ejecutivo realizó un cálculo electoralista y buscó 
rédito político en un momento de bajo apoyo pú­
blico. 

En Catamarca, apenas se lograron ocasionales 
vinculaciones con el ejecutivo provincial cuando 
el eje de las discusiones era la distribución de las 
regalías mineras y la prohibición de la minería era 
un reclamo secundario. Pese a recibir a conten­
dientes, el por entonces gobernador Brizuela del 
Moral (fcys) dejó clara su apuesta inamovible 
por la minera. A la par de la radicalización del re­
clamo antiminero, el acceso al actor ejecutivo se 
restringió hasta niveles nulos y la negación siste­
mática del diálogo.

En San Juan, las vinculaciones con represen­
tantes del poder ejecutivo provincial se mantuvie­
ron restringidas y se limitaron las posibilidades de 
negociación. Pese a que el gobernador Gioja ten­
dió discursivamente al diálogo ciudadano, no se 
habilitaron nunca instancias de debate sobre el 
modelo minero y su accionar desincentivó los re­
clamos. una muestra de esto sucedió en 2004; 
luego del Primer Congreso en Defensa de los 
Recursos Naturales, los involucrados entregaron 
al ejecutivo provincial un petitorio. Al tiempo, 
cerca de 300 firmantes de la ciudad de Jáchal re­
cibieron en sus domicilios una carta del goberna­
dor, firmada de puño y letra, impugnando los 
argumentos antimineros. Esto fue leído como 
una amenaza y una intimidación del poder eje­
cutivo y contribuyó a la desmovilización de los 
involucrados.

Pluralidad de actores y multiescalaridad
en el proceso de incidencia
un análisis integral y comparativo de las tres di­
mensiones del proceso de incidencia muestra

cómo los sistemas políticos subnacionales y las 
matrices económicas provinciales afectaron de 
forma diferenciada en los resultados de dichos 
procesos. El cuadro 3 recoge los principales indi­
cadores de los cuatro procesos de resistencia ana­
lizados.

La pluralidad de actores y la multiescalaridad 
de las acciones son los elementos que conectan 
explicativamente las características de la eos con 
los resultados del proceso de incidencia. eos que 
combinan sistemas políticos más plurales y ma­
trices económicas más diversificadas favorecie­
ron la incorporación progresiva de una diversidad 
de actores sociales, económicos e institucionales 
y el escalamiento del nivel de las arenas compro­
metidas en la acción colectiva coordinada.

En Mendoza y Córdoba las características de 
sus respectivas eos facilitaron el sostenimiento e 
incremento de la acción directa, la articulación 
de sectores económicos en las acciones de resis­
tencia y las vinculaciones con los actores institu­
cionales. Esto se dio en el marco de un proceso 
multiescalar creciente que, al tiempo que consi­
guió éxitos parciales en las arenas locales, impul­
sólos reclamos hacia el nivel provincial. 

Por el contrario, ante una eos desfavorable, 
como en Catamarca y San Juan, se dificultó el 
mantenimiento de la acción directa, la articu lación 
y participación de actores económicos en las resis­
tencias y se obturaron las instancias de vinculación 
con actores institucionales. Así, los procesos de in­
cidencia presentaron menor participación de acto­
res sociales, económicos e institucionales y no 
acontecieron procesos multiescalares que, a par­
tir de logros parciales, impulsaran las resistencias 
desde las arenas locales hasta el nivel provincial. 

Si bien el esquema analítico propuesto carac­
teriza en forma individual cada una de las dimen­
siones mencionadas, no deja de ser significativa 
su interrelación y retroalimentación. Las dinámi­
cas particulares que conectan la acción directa y 
las vinculaciones con actores económicos e insti­
tucionales refuerzan, a su vez, los impactos disí­
miles de las eos.

La maximización de las acciones directas se­
ría esperable frente a nulas vinculaciones con el 
actor institucional. Sin embargo, en Mendoza y 
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en Córdoba, el establecimiento de vinculaciones 
con representantes institucionales favoreció el 
desarrollo y sostenimiento de la acción directa y 
la incorporación de distintos actores a la contien­
da. Adicionalmente, y sobre todo en Mendoza, 
los picos de intensidad de la acción contenciosa 
sucedieron en un contexto de cercana vincula­
ción con actores institucionales y en momentos 
inmediatamente anteriores a decisiones institu­
cionales afines a los objetivos de las resistencias. 

En Catamarca y San Juan el cierre de los ca­
nales de vinculación institucional desincentivó 
progresivamente y en el largo plazo la acción co­
lectiva directa. En tales provincias, ni siquiera los 
puntos máximos de acción directa lograron forzar 
ins tan cias efectivas de diálogo con los actores ins­
ti tucio nales, y repercutieron negativamente en 
el mantenimiento sobre el tiempo de la acción 
directa. Más aún, frente al crecimiento de la pro­
testa, el estado catamarqueño utilizó la represión 

como estrategia de confrontación. En San Juan, 
al incremento de la acción contenciosa le corres­
pondió una firme defensa estatal y sectorial de la 
ac tividad minera y la denuncia permanente de los 
contendientes sobre la judicialización, la ame naza 
de represión y la criminalización de la protesta 
social.

una lectura comparada de los respectivos pro­
cesos de incidencia muestra cómo la eos impacta 
sobre las secuencias agregativas de acciones de 
resistencia. Esto último permite, a su vez, identi­
ficar la pluralidad de actores y la multiescalaridad 
como los mecanismos que alteran las relaciones 
entre las distintas dimensiones y que, ante com­
binaciones similares, conducen a resultados si­
milares. Sistemas políticos con mayores grados 
de pluralidad y matrices económicas más desa­
rrolladas y diversificadas configuraron escenarios 
más favorables para que una pluralidad de acto­
res, agregando acciones directas e instituciona­

CuaDro 3. Características de las eos y particularidades de los procesos de incidencia

Estructura de oportunidad 
subnacional (eos)

Dimensiones mecanismos resultado

Grado de 
pluralidad 
sistema 
politico

Grado de 
desarrollo y 

diversificación 
de la matriz 
económica

Acción 
directa

vinculación 
con los 
actores 

económicos

vinculación 
con los 
actores 

institucio-
nales

multiesca-
laridad

Pluralidad 
de actores

mendoza mayor mayor sí Alta Alta sí                                                      
5 ordenanzas 

locales. 
Articulación 
provincial

sí Incidencia 
efectiva            

ley 7722

Córdoba mayor mayor sí media Alta sí                                                      
15 ordenanzas 

locales.
Articulación 
provincial

sí Incidencia 
efectiva            

ley 9526

Catamarca menor menor sí Ausente Baja/mínima no 
Interrumpida 

por el ejecutivo 

no sin 
incidencia

san Juan menor menor sí media/Baja Baja/mínima no 
Interrumpida 

por el ejecutivo

no sin 
incidencia

Fuente: Elaboración propia.
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les, impulsaran procesos multiescalares que 
permitieron alcanzar el objetivo compartido. Por 
otra parte, menores grados de pluralidad del siste­
ma político y matrices económicas menos desarro­
lladas y diversificadas limitaron la incorporación 
de distintos actores a las acciones de resistencia 
y las posibilidades de escalar de forma ascenden­
te las arenas del conflicto, alejando poco a poco 
la posibilidad de una incidencia efectiva de los 
contendientes.

Conclusiones
Los apartados anteriores mostraron el impacto 
concreto y la direccionalidad de las eos sobre los 
resultados de los procesos de incidencia. Queda 
por reflexionar acerca de cómo los alcances de 
este trabajo y sus contribuciones conceptuales 
pueden viajar hacia otros contextos y contribuir 
al conocimiento sobre la incidencia en temáticas 
ambientales en América Latina.

Por un lado, se enfatiza la potencialidad de la 
propuesta conceptual de la eos y las dimen­
siones del proceso de incidencia para estudiar 
conflictos ambientales tanto en otras provincias 
argentinas como en otros países de la región. una 
primera posibilidad implica trasladar el esquema 
de la eos de manera estricta al estudio de otros 
casos de incidencia subnacional en Argentina. 
De tal manera se podrá avanzar en la compren­
sión de conflictos en áreas tales como hidrocar­
buros,   fracking, minería no metalífera o temáticas 
forestales. Como segunda alternativa, una adop­
ción de la eos puede aplicarse a países federales 
como Brasil o México. Si bien en estos casos los 
estados subnacionales no cuentan con potestad 
última sobre los recursos naturales, sí poseen 
oportunidades para legislar de manera concu­
rrente junto a la nación sobre protección ambien­
tal y defensa del medio ambiente15 o para decidir, 

15 En Brasil el artículo 24 de la Constitución Nacional brin­
da capacidades de legislación concurrente a la unión, los esta­
dos y municipios en materia ambiental. En México, pese al 
férreo control del Estado central sobre los recursos naturales, el 
artículo 73 de la Constitución y la Ley General de Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente de 1988 abren espacios 
para la legislación concurrente entre los tres niveles de gobier­
no y para ciertas iniciativas ambientales a nivel estatal.

en el caso de Brasil, sobre bienes como el agua 
superficial o subterránea.16 En este sentido, la in­
cidencia subnacional en materia ambiental puede 
surgir como resquicio para limitar determinadas 
prácticas de las actividades extractivas.

Como tercera alternativa, el esquema de la 
eos, con sus dimensiones y mecanismos, puede 
utilizarse para establecer estudios comparados 
con casos de incidencia exitosos en países no 
federales, como las experiencias de Costa Rica y 
El Salvador.17 Pese a las diferencias respecto del 
nivel decisorio sobre recursos naturales, un ejerci­
cio comparativo permitiría reforzar los ha llaz gos 
sobre cómo determinadas estructuras políticas y 
económicas brindan oportunidades diferencia­
das para la agregación de una pluralidad de acto­
res y para los procesos multiescalares en los 
procesos de incidencia política ambiental.

Por otro lado, se enfatizan tres aprendizajes 
derivados de esta investigación con vistas a con­
tribuir de manera más general al estudio de la 
incidencia en América Latina. En primer lugar, 
se recupera el rol clave de las acciones directas. 
Esta modalidad de acción es recurrente en los 
conflictos ambientales y usualmente es la prime­
ra medida tomada por los contendientes. En un 
contexto regional de incremento de conflictos 
ambientales es esperable un recrudecimiento de 
la protesta. Sin embargo, la mera acción directa 
no alcanza para lograr una incidencia efectiva. 
Así, los hallazgos de este trabajo pueden favo­
recer un mayor entendimiento de, por un lado, 
cómo los contextos políticos y económicos —sean 
federales o no— permean las acciones directas y 
los modos de resistencia y, por otro lado, cómo se 
pueden combinar los modos contenciosos con 
la participación institucional en las problemáti­
cas ambientales.

En segundo lugar, se subraya el juego relacional 
entre el sistema político y la matriz económica. 
Todo proceso de oposición a las actividades ex­
tractivas sucede en un contexto donde se interrela­

16 El artículo 26 de la Constitución brasileña determina el 
agua como un bien de los estados federales.

17 Costa Rica sancionó una ley de prohibición minera en 
2010 mientras que El Salvador aprobó una ley similar en 2017. 
Ambas normativas se consiguieron a nivel nacional.
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cionan variables políticas y dinámicas económicas. 
Más allá de su ordenamiento institucional —fe­
deral o unitario— o de la arena específica de aná­
lisis —local, subnacional, nacional— dicho juego 
relacional consolida oportunidades y constriccio­
nes específicas para los contendientes. Todos 
aquellos análisis de los conflictos ambientales que 
incorporen variables políticas y económicas —sin 
subordinar necesariamente unas sobre otras— 
favorecerán el conocimiento sobre las posibilida­
des de éxito de los contendientes y las siempre 
complejas relaciones entre el Estado, la econo­
mía y la sociedad civil.

Finalmente, este artículo ha reflexionado so­
bre la temporalidad de los escenarios políticos y 
económicos y sus eventuales modificaciones. Si 
bien la noción de estructura denota cierta estabi­
lidad, esto no implica que no puedan ocurrir mo­
dificaciones. Los sistemas políticos —nacionales, 
subnacionales y locales— pueden verse afecta­
dos por cambios inesperados y por los eventos 
aleatorios que actúen como ventanas políticas 
(Kingdon, 1984). Las matrices económicas, por 
su parte, si bien guardan correspondencia con 
procesos históricos, culturales y geográficos de 
larga data, se encuentran a merced de oscilacio­
nes de precios internacionales, surgimiento de 
nuevos mercados y cambios drásticos en las polí­
ticas económicas y fiscales. De esta manera, el 
contexto latinoamericano cambiante y dinámico, 
con fuerzas políticas en ocasiones antagónicas y 
tendencias económicas variables se vuelve su­
mamente relevante. Lo importante aquí será 
que futuros trabajos sobre incidencia política 
analicen cómo las transformaciones contextuales 
particulares generan oportunidades y alternati­
vas para contendientes específicos. Pg
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las dos últimas décadas dan cuenta de un in-
cremento exponencial de las investigaciones 

en las que se analiza la presencia de mujeres lati-
noamericanas en arenas de toma de decisión po-
lítica (Htun y Weldon, 2018; Freidenberg et al., 
2018; Piscopo, 2016). En cuanto a las legislaturas, 
la bibliografía especializada identifica de manera 
prioritaria la imposición de leyes de cuotas como 

el factor que incide sobre el aumento de muje-
res en el Poder Legislativo. Respecto a los traba-
jos sobre gabinetes ministeriales, los hallazgos 
son contradictorios. Así, las variables más citadas 
como causantes del incremento de ministras osci-
lan entre la ideología del presidente, el tamaño de 
la bancada oficialista y la mayor presencia de mu-
jeres en otros espacios públicos (Basabe-Serrano, 
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2020; Escobar-Lemmon y Taylor-Robinson, 2005). 
Por último, y a diferencia de legislaturas y gabi-
netes ministeriales, las investigaciones realizadas 
sobre la presencia de mujeres en el Poder Judi-
cial son poco sistemáticas en algunas regiones del 
mundo y prácticamente inexistentes en otras, 
como es el caso de América Latina (Basabe-Serra-
no, 2017, 2019; Kenney, 2010, 2018; Arrington et 
al., 2017; Hoekstra, 2010).

Dicha omisión resulta llamativa puesto que 
las decisiones que se asumen en las cortes de jus-
ticia tienen que ver con una serie de derechos y 
garantías que atañen directamente al bienestar 
de las mujeres y resultaría clave que sean juezas 
las que tengan la capacidad de argumentar en ta-
les fallos. Por ejemplo, en el tratamiento de casos 
en los que están involucrados derechos sexuales 
y reproductivos, la presencia de juezas podría in-
cidir favorablemente para proteger de mejor for-
ma a las mujeres. Además, dado que las cortes de 
justicia constituyen uno de los tres Poderes del 
Estado, el estudio de la representación de juezas 
en dicha arena de decisiones es ineludible de 
cara a obtener un panorama general de la presen-
cia de mujeres en la vida política de un país. 

Ante dicho vacío, en este artículo analizo tanto 
la presencia de mujeres en altas cortes de justicia 
de dieciocho países de América Latina como las 
posibles explicaciones para las dife rencias en 
cuanto a su representación descriptiva. El artícu-
lo se compone de cuatro partes. En la primera 
parte reviso los estudios realizados sobre presen-
cia de juezas en el Poder Judicial. En la segunda 
parte planteo un marco teórico a través del que se 
argumenta que el incremento de mujeres en altas 
cortes de justicia no está necesa riamente asocia-
do con el deseo de reducir las asimetrías existen-
tes sino más bien con el uso estratégico de la 
presencia femenina en espacios de toma de deci-
sión política. En otras palabras, sostengo que en 
aquellos países en los que los rendimientos del 
Poder Judicial son deficitarios, los actores políti-
cos colocan más mujeres en los tribunales de ma-
yor jerarquía de cara a reducir el efecto que de allí 
se podría generar hacia sus propios intereses. 

A fin de testear las hipótesis que se despren-
den del argumento previo, en la tercera parte del 

artículo propongo varios modelos de regresión 
probit. De esta forma evalúo también otras varia-
bles que podrían explicar las diferencias halladas 
en América Latina en cuanto a la presencia de 
mujeres en cortes supremas y constitucionales. 
En esta parte también discuto los principales ha-
llazgos empíricos de los modelos. Para terminar, 
en la cuarta parte planteo algunas implicaciones 
teóricas y sus repercusiones sobre una futura 
agenda de investigación en el campo de la repre-
sentación de mujeres en cortes de justicia.

La representación de mujeres en altas
cortes de justicia
A pesar de que son escasas las investigaciones 
que observan la representación descriptiva de 
juezas, existen importantes avances en otras di-
mensiones de la relación entre mujeres y justicia. 
Por un lado, están los trabajos en los que se estu-
dia cómo deciden las cortes internacionales los 
casos en los que los derechos de las mujeres 
 están en juego (Bensouda, 2014; Durbach y 
Chappell, 2014; Grey, 2014; Ní Aoláin, 2014). 
Por otro, se encuentran investigaciones en las 
que se analiza el uso del lenguaje de género 
como categoría de análisis en las decisiones ju-
diciales (Oosterverld, 2014; Koomen, 2014; 
 Kenney, 2010; Maveety, 2010). Además, hay 
aportes clave que indagan en qué medida influ-
ye sobre la decisión judicial el hecho de que el 
abogado litigante sea una mujer (Szmer et al., 
2010). Desde los estudios de constitucionalismo 
comparado también se ha investigado cómo la 
inclusión de disposiciones relativas al género in-
fluyen en el estatus político y económico de las 
mujeres (Scribner y Lambert, 2010). 

En cuanto a la posibilidad de prolongar las le-
yes de cuotas legislativas a las cortes de justicia, 
existen trabajos en los que se propone que ahí 
podría estar una salida a la subrepresentación de 
mujeres en el Poder Judicial (Hoekstra, 2010). 
De hecho, intentos de reformas institucionales 
en ese sentido se han dado en países tan diversos 
como India, Ecuador, Inglaterra y Sudáfrica. La 
discusión no ha quedado sólo a nivel nacional 
sino que incluso la Corte Penal Internacional dis-
cute sobre la viabilidad de este tipo de medidas 



volumen xxvII  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2020 27Política y gobierno

¿En qué medida la independencia judicial incide sobre la presencia de mujeres en altas cortes de justicia?

(Hoekstra, 2010; Malleson, 2009). No obstante, 
los trabajos citados se concentran en observar el 
efecto de las leyes de cuotas, pero no atienden la 
capacidad explicativa de otras variables atribui-
bles al entorno político, a las propias destrezas de 
las juezas o incluso a otros rasgos del diseño insti-
tucional de las cortes de justicia.

Desde una perspectiva enfocada en el estudio 
del comportamiento de las juezas, los estudios pa-
ra Estados Unidos presentan importantes avan-
ces (Williams, 2007; Hurwitz y Lanier, 2003; 
Bratton y Spill, 2002; Alozie, 1996). No obstante, 
en dichos trabajos no se busca explicar los factores 
que influyen para la llegada de juezas sino más 
bien su desempeño una vez que se encuentran en 
los cargos o la influencia de factores exógenos, 
como los medios de comunicación, durante el 
proceso de selección (Escobar-Lemmon et al., 
2016). En el plano del acceso de mujeres al Poder 
Judicial, algunos trabajos describen la representa-
ción de mujeres en altas cortes de justicia, aunque 
sin profundizar en las razones que explicarían 
dicho fenómeno (Basabe-Serrano, 2017, 2019; 
Co wan, 2006; Malleson, 2003; Kenney, 2002). 
En esa línea se enmarcan también las investi-
gaciones de Reid (2004, 2010), en las que se 
constata que en las cortes de apelaciones de Es-
tados Unidos en las que la selección de jueces se 
produce por la vía de la elección popular, las 
candi da tas tienen desventajas de diverso orden 
respecto a sus colegas hombres.

Uno de los pocos trabajos que intenta explicar 
la subrepresentación de mujeres en las cortes de 
justicia es el propuesto por Williams y Thames 
(2008). En dicha investigación se exploran las va-
riables que incidirían en la presencia de juezas en 
altas cortes de países pertenecientes a la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (ocde) entre 2006 y 2007. En términos 
conceptuales, Williams y Thames (2008) señalan 
que el prestigio de la corte, los mecanismos de se-
lección y la importancia que otorga cada país a la 
participación política de las mujeres in ciden sobre 
la presencia de juezas en altas cortes de justicia. 
Empíricamente, los autores recurren a dos mo de-
los binomiales negativos a través de los que cons-
tatan que: a) a mayor número de asientos en las 

cortes aumentan las probabilidades de acceso de 
juezas, b) la presencia de leyes de cuotas afectan 
positivamente la llegada de mujeres a las cortes y 
c) a medida que ha transcurrido más tiempo desde 
el sufragio femenino se incrementan las pro-
babilidades de observar más juezas en altas cortes.

A pesar de que el trabajo de Williams y Tha-
mes (2008) arroja ciertas luces para identificar los 
factores que inciden sobre la representación des-
criptiva de mujeres en altas cortes, se omite la 
influencia de variables relacionadas con el entorno 
político de los países. Me refiero específicamente 
al efecto que podría tener sobre la designación 
de juezas una variable decisiva en la relación entre 
política y justicia como la independencia judi-
cial. Además, la investigación mencionada deja 
de lado variables vinculadas con la formación 
académica y la destreza laboral de los jueces, que 
podrían influir en la designación de hombres o 
mujeres en altas cortes de justicia. Por último, al 
concentrase en el estudio de países con demo-
cracias consolidadas, el aporte de Williams y 
Thames (2008) resulta ajeno a contextos de ines-
tabilidad institucional como son los de la mayoría 
de los países de América Latina. 

El entorno político y la presencia
de mujeres en altas cortes
Este artículo plantea que el incremento de mu-
jeres en altas cortes, entre las que se incluyen tri-
bunales supremos y constitucionales, puede 
atribuirse sobre todo a variables del entorno po lí-
tico más que a factores relacionados con las aptitu-
des y destrezas de las juezas o al diseño institucional 
que gobierna el Poder Judicial. Por lo tanto, más 
allá de la existencia de una mayor oferta de mu-
jeres capacitadas profesionalmente o de la vigen-
cia de mecanismos de acción afirmativa, lo que 
incidiría sobre el número de juezas en altas cor-
tes es el grado de independencia judicial exis-
tente en los tribunales de justicia. Dicho en otros 
términos, lo que en este artículo propongo es que 
en la medida en que la autonomía de los jueces 
para resolver los casos a ellos encomendados des-
ciende, existiría una mayor probabilidad de que 
sean designadas mujeres para ocupar espacios en 
cortes supremas o constitucionales.



28 Política y gobierno volumen xxvII  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2020

santiago Basabe-serrano

El vínculo causal entre independencia judi-
cial y presencia de juezas en altas cortes de jus-
ticia operaría de la siguiente forma. Cuando los 
niveles de autonomía de los jueces de un país 
descienden de forma considerable, la deslegiti-
mación institucional que de ahí se deriva no sólo 
afecta al Poder Judicial sino que se traslada al 
conjunto del sistema político. Como consecuen-
cia, las críticas y sobre todo la desconfianza de la 
ciudadanía no se dirigen sólo hacia los jueces 
sino que alcanzan también a quienes se suele 
identificar como los principales responsables de 
la merma en la independencia judicial: los acto-
res políticos. Así, presidentes, legisladores y en 
general quienes ejercen influencia sobre la toma 
de decisiones públicas, tendrían incentivos sufi-
cientes para intentar reducir los efectos nocivos 
que les podría provocar el decrecimiento de la 
autonomía de los jueces. Desde esa perspectiva, 
incluir más mujeres en las instancias más eleva-
das del Poder Judicial sería una de las estrategias 
asumidas por los actores políticos para disminuir 
la desconfianza ciudadana provocada por su in-
terferencia en la independencia de las cortes de 
justicia. 

Designar juezas supremas o constitucionales 
constituiría un buen mecanismo para reducir la 
desconfianza que provoca entre la ciudadanía el 
descenso de la independencia judicial por una 
serie de razones. En primer lugar, porque al ha-
cerlo los actores políticos ofrecen una señal pú-
blica de que la eficiencia administrativa en el 
manejo del Poder Judicial tendrá una mejora 
considerable. En segundo lugar, porque el incre-
mento de juezas en altas cortes puede ser enten-
dido por la ciudadanía como una decisión política 
encaminada a reducir los niveles de corrupción 
en las cortes de justicia. En tercer lugar, porque 
el hecho de que se designen más mujeres en cor-
tes supremas o constitucionales sería observado 
por la población como una forma de incrementar 
el acceso a la información que se genera en el Po-
der Judicial. 

En relación con las afirmaciones de que la 
presencia de más juezas genera un incremento 
en la eficiencia administrativa del Poder Judicial, 
reduce los niveles de corrupción en juzgados y 

tribunales, y mejora el acceso ciudadano a la in-
formación que se genera en los procesos judicia-
les, existe constatación empírica en trabajos 
desarrollados en diferentes momentos históricos 
y contextos geográficos (Brollo y Troiano, 2016; 
Batista Medina, 2015; Newbold, 2011; Islam, 
2006). De ahí se podría asumir que, como conse-
cuencia de los efectos benéficos generados por la 
presencia de un mayor número de juezas su-
premas o constitucionales, la desconfianza ciu-
dadana ante los deficitarios rendimientos de la 
independencia judicial tendería a descender. 

A fin de dotar de mayor solidez empírica a la 
relación entre número de mujeres en cortes su-
premas y constitucionales y confianza ciudadana 
en el Poder Judicial una opción es observar si exis-
te correlación entre ambas variables. Para el efec-
to, consideré tanto el porcentaje de juezas en 
cortes supremas y constitucionales de 18 países 
de América Latina durante el año 2018 como la 
confianza ciudadana en el Poder Judicial en el 
mismo periodo temporal.1 En el primer caso re-
currí a la información oficial de cada país y en el 
segundo tomé la información proporcionada por 
Latinobarómetro.2 Conforme consta en el Anexo 
1 y siguiendo el argumento sostenido en párrafos 
anteriores, se constata que existe una correlación 
positiva y estadísticamente significativa entre las 
variables mencionadas, por lo que se podría soste-
ner que en aquellos países que tienen un mayor 
número de juezas supremas y constitucionales 
existe mayor confianza de la ciudadanía en el Po-
der Judicial.

En síntesis, lo que en este artículo propongo 
es que el incremento de juezas en altas cortes 
respondería a una decisión sofisticada de los ac-
tores políticos orientada a reducir los costos que 
de ahí se podrían derivar al sistema político en 
general. En ese aspecto, el uso estratégico dado 
al incremento de mujeres en el Poder Judicial es-

1 Los países incluidos en el análisis son: Argentina, Bolivia, 
Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República Dominicana, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicara-
gua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela.

2 Para medir la variable citada se tomó el porcentaje de res-
puestas de la población que indicó que tiene mucha confianza 
en el Poder Judicial de su país.
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taría en consonancia con lo ya evidenciado por 
Krook (2009) en sus estudios sobre gabinetes mi-
nisteriales y legislaturas. En efecto, la autora 
señala que la mayor presencia de ministras y le-
gisladoras no obedece a la intención de reducir 
las asimetrías en la representación de mujeres y 
hombres en espacios de decisión pública sino 
más bien al interés de los actores políticos por 
capturar una cantidad mayor de electores. En 
el caso de la designación de juezas supremas y 
constitucionales el objetivo sería, como se dijo, 
aminorar la desconfianza ciudadana que se deri-
va de la reducción de la independencia judicial.

Como consecuencia de la propuesta teórica 
previa surge una hipótesis central relacionada con 
el vínculo causal entre independencia judicial y 
presencia de juezas en altas cortes de justicia. 
Conforme he argumentado, cuando la autonomía 
de los jueces para decidir llega a puntos críticos, la 
respuesta de los actores políticos sería la designa-
ción de más mujeres en las cortes más altas del 
Poder Judicial. Por lo tanto, la conjetura que se 
deriva de dicha discusión señala que:

H1: a medida que desciende la independencia judicial 
es más probable que aumente el número de juezas en 
altas cortes de justicia.

Antes de concluir este acápite es necesario pro-
poner algunas explicaciones alternas a la mayor o 
menor presencia de mujeres en altas cortes de 
justicia. En primer lugar, valoro si, al igual que en 
los estudios sobre gabinetes ministeriales (Basa-
be-Serrano, 2020; Jalalzai 2014; Krook y O’Brien 
2012), el incremento de mujeres en las legislatu-
ras tiene un efecto positivo sobre la representa-
ción de juezas (H2). En segundo lugar, evalúo si 
los años de experiencia previa en el Poder Judi-
cial tienen algún grado de influencia en la llega-
da de juezas a altas cortes (H3). Se presumiría 
que quienes han trabajado más tiempo en esa 
arena tendrían mayores destrezas para asumir un 
cargo en las instancias más elevadas del Poder 
Judicial (Basabe-Serrano, 2019). Además, valoro 
si la mayor formación académica incide positiva-
mente en el acceso de las mujeres a altas cortes 
(H4). De forma intuitiva, se esperaría que quie-

nes tienen título de más jerarquía accedan en ma-
yor medida a las más altas magistraturas judiciales.

Por otro lado, para la constatación empírica 
incluyo variables relacionadas con el diseño insti-
tucional; para eso considero el tamaño de las cor-
tes como un posible factor de afectación para la 
llegada de juezas (H5). Conforme lo plantean 
Williams y Thames (2008), a mayor número de 
asientos disponibles las probabilidades de que 
accedan mujeres a las altas cortes es mayor. Ade-
más, para observar si la importancia y los temas 
que resuelven las cortes afecta la presencia de 
mujeres, también distingo entre los tribunales 
supremos y los de naturaleza constitucional 
(H6). Dado que las cortes constitucionales re-
suelven conflictos de orden político y están en 
capacidad de variar el statu quo de las políticas 
públicas, se podría asumir que dichos espacios 
son de mayor importancia que las cortes supre-
mas. Asumidas las asimetrías entre hombres y 
mujeres, se podría conjeturar que las juezas se-
rán minoritarias en las cortes constitucionales.

Otras variables de naturaleza institucional 
susceptibles de incluirse en el análisis tienen 
que ver con los mecanismos de selección de los 
jueces de altas cortes. En ese aspecto, tanto en 
países de América Latina como en los pertene-
cientes a las democracias industrializadas, la di-
versidad de diseños institucionales es tal que 
resulta difícil hallar dos casos que sean similares 
en cuanto a actores y arenas que interactúan en la 
designación de jueces supremos o constituciona-
les (Lara-Borges et al., 2012; Williams y Thames, 
2008). Con este antecedente y en función de mi 
propuesta teórica, valoré los efectos que podría 
tener la presencia o no de actores políticos duran-
te la selección y designación de jueces de altas 
cortes de justicia. Para el efecto, consideré si el 
presidente (H7) o la legislatura (H8) tendrían, 
por mandato constitucional, injerencia en ese 
proceso.

Por último, existen otras variables institucio-
nales utilizadas en los estudios de mujeres en 
política, pero que en el caso de juezas en altas 
cortes resultan inaplicables. Me refiero específi-
camente a los mecanismos de acción afirmativa o 
discriminación positiva que están presentes en 
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los estudios de legislaturas y otros espacios de 
gobierno, pero que en la arena judicial son casi 
inexistentes (Htun y Piscopo, 2014). En efecto, 
salvo declaraciones constitucionales difusas, 
como en el caso de Ecuador, o referencias gene-
rales orientadas a propender a que la corte supre-
ma refleje las diferencias de género, como en el 
caso del decreto ejecutivo del ex presidente ar-
gentino Néstor Kirchner, la presencia de leyes 
de cuotas a nivel judicial es un mecanismo au-
sente en América Latina.3 Por estas razones, 
omití este tipo de variables en esta investigación.

Metodología, datos y discusión de resultados
Para valorar tanto la hipótesis central que sosten-
go en este artículo como las posibles explicacio-
nes alternas, consideré a los trescientos veintiseis 
jueces (n = 326), hombres y mujeres, integrantes 
de cortes supremas y constitucionales de diecio-
cho países de América Latina, en funciones du-
rante el año 2018. América Latina es clave para 

3 A través del decreto ejecutivo 222, el ex presidente argen-
tino Néstor Kirchner instaba a que en la conformación de la 
corte suprema de ese país se reflejara tanto la diversidad de 
género como regional de Argentina. 

estudiar las asimetrías en la representación polí-
tica de juezas, pues es uno de espacios geográfi-
cos del mundo donde la discriminación hacia las 
mujeres, en cualquier arena de toma de decisión 
política, es más pronunciada. Este rasgo distinti-
vo de la región está descrito en la gráfica 1, en la 
que se constata el porcentaje de juezas en las 
altas cortes de los países incluidos en esta inves-
tigación. Para los países que tienen cortes supre-
mas y constitucionales, el valor expuesto es el 
resultado de la agregación del porcentaje de mu-
jeres en ambos tribunales.4

La media de la representación de juezas en 
altas cortes de América Latina es 30.84 por cien-
to y divide exactamente el número de países por 
encima y por debajo de dicha medida. Bolivia, 
Ecuador, Venezuela y Guatemala aparecen como 
los países más igualitarios de la región mientras 
que Panamá, Perú, Colombia, México y Brasil 
presentan los porcentajes más bajos. Algunos da-
tos llamativos se encuentran precisamente en 
Colombia, México y Brasil pues son países que, a 

4 Los países que tienen cortes constitucionales autónomas 
de las supremas son: Bolivia, Chile, Colombia, Dominicana, 
Ecuador, Guatemala y Perú.

GRáficA 1. Juezas supremas y constitucionales en América Latina (2018)

Fuente: Elaboración propia con base en páginas oficiales de cortes supremas y constitucionales.
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pesar de que sus altas cortes han sido reconoci-
das como prestigiosas tanto por sus fallos como 
por la calidad de quienes las integran, presentan 
serios problemas de subrepresentación de juezas 
(Basabe-Serrano, 2016; Cortez, 2014; Cepeda, 
2011; Taylor, 2008). Aunque con una distancia 
considerable en términos porcentuales, este aná-
lisis podría extenderse a Costa Rica. En la otra 
orilla se encuentran Bolivia y Ecuador, dos países 
que tienen serias limitaciones en cuanto a la cali-
dad de sus decisiones judiciales pero que a la par 
tienen más mujeres que hombres en sus cortes 
de mayor jerarquía (Basabe-Serrano, 2016).

Una de las mejores mediciones de indepen-
dencia judicial que existen es la ofrecida por Lin-
zer y Staton (2014), pues proponen un índice 
que resulta de la convergencia de indicadores de 
jure y de facto. Desafortunadamente, la serie de 
tiempo que dichos autores ofrecen llega sólo has-
ta el año 2012. Ante eso, una alternativa útil para 
observar la independencia judicial (H1) de facto 
es la información proporcionada por el Foro Eco-
nómico Mundial en su informe de Competitivi-
dad Global 2015-2016. Dicha medición es el 
resultado de encuestas realizadas a expertos que 
contestan la pregunta: “¿En su país, cuán inde-

pendiente es el sistema judicial de la influencia 
del gobierno, individuos o compañías?” A partir 
de la metodología indicada, la independencia ju-
dicial está medida en una escala de uno (nada 
independiente) a siete (totalmente indepen-
diente). 

Los resultados de la medición de la variable 
independencia judicial constan en la gráfica 2. 
Como se observa, Uruguay (5.7), Costa Rica (5.1) 
y Chile (5) son los países mejor posicionados de 
América Latina mientras que Ecuador (2.1), Pa-
raguay (2), Nicaragua (1.7) y Venezuela (1.1) son 
los que tienen rendimientos más deficitarios. En 
términos generales, la región presenta serios pro-
blemas en cuanto a independencia judicial 
puesto que la media es de apenas 3.03 y la mayo-
ría de los países considerados en este estudio es-
tán por debajo de dicha medida.

En relación con las posibles explicaciones al-
ternas, para capturar el porcentaje de legisladoras 
por país (H2) recurrí a la información reportada 
para 2015 por la Comisión Económica para Amé-
rica Latina y el Caribe (cepal). Las variables rela-
cionadas con experiencia judicial previa (H3) y 
formación académica (H4) se obtuvieron del 
análisis de las hojas de vida de cada uno de los 
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GRáficA 2. Independencia judicial en América Latina, 2015-2016

Fuente: Elaboración propia con base en Foro Económico Mundial (2016).
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326 jueces incluidos en el estudio. En el primer 
caso, medí el número de años en cargos dentro 
del Poder Judicial hasta antes de acceder a las 
cortes. En el segundo, construí una variable dico-
tómica que captura si el juez tiene título docto-
ral. Respecto a las variables institucionales, el 
tamaño de la corte (H5) se observó a partir del 
número de asientos que tiene cada tribunal ana-
lizado mientras que para el tipo de corte se plan-
teó una variable categórica que distingue 
tribunales supremos de aquellos de naturaleza 
constitucional (H6). 

Para observar las variables institucionales re-
lacionadas con los mecanismos de selección y 
designación de jueces supremos y constituciona-
les, diseñé dos variables dicotómicas orientadas a 
capturar la presencia o no en dicho proceso del 
presidente o de la legislatura. En el primer caso, 
codifiqué como uno (1) si el Jefe de Estado tiene 
injerencia directa en la nominación o si decide 
por sí mismo la integración de la corte y cero (0) 
si no hay presencia del presidente en el proceso 
(H7). En el segundo caso, si la legislatura inter-
viene en la selección del candidato enviado por 
el Jefe de Estado o si directamente designa a los 
jueces se codificó como uno (1) y cero (0) si no 
tiene ninguna intervención (H8) en la designa-
ción de los jueces supremos o constitucionales. 
El Anexo 2 presenta las estadísticas descriptivas 
de todas las variables incluidas en el estudio. 

Una vez descritas las estrategias metodológi-
cas utilizadas en la medición de las variables de-
pendiente e independientes, para testear 
empíricamente las hipótesis propuestas recurrí a 
cuatro modelos de regresión probit con errores 
robustos. Este tipo de análisis está basado en la 
distribución de probabilidad normal acumulada 
y se realiza a partir de una variable dependiente 
binaria que en esta investigación asume los valo-
res de uno (1) si el juez es mujer y cero (0) si es 
hombre. La base de datos elaborada reportó 266 
jueces supremos y 60 constitucionales, para un 
total de 326 observaciones (n = 326). Ante la po-
sible ausencia de independencia entre la desig-
nación de jueces supremos y constitucionales 
por parte de distintos actores políticos en dife-
rentes países, incluí variables dicotómicas para 

cada país, tomando Colombia como base. De 
esta forma se buscó también aliviar eventuales 
problemas de autocorrelación. 

En el modelo 1 incluí tanto la variable inde-
pendencia judicial (H1) como todas las que dan 
cuenta de las posibles explicaciones alternas para 
tornar más probable que una mujer sea designa-
da como jueza suprema o constitucional (H2 a 
H8). En el modelo 2 excluí las variables relacio-
nadas con las destrezas propias de los jueces, 
como son experiencia judicial previa y formación 
académica (H3 y H4), mientras que en el modelo 
3 prescindí de las dos variables institucionales 
relativas a las características de las cortes, como el 
tamaño y si son tribunales supremos o constitu-
cionales (H5 y H6). En el modelo 4 dejé de lado 
las dos variables institucionales relacionadas con 
la intervención del presidente o de la legislatura 
en el proceso de selección y designación de jue-
ces supremos o constitucionales (H7 y H8). El 
cuadro 1 presenta los resultados empíricos del 
análisis de regresión.

Como se observa, la independencia judicial 
es estadísticamente significativa y presenta el 
signo esperado (negativo) en los cuatro modelos 
propuestos. De hecho, cuando se eliminan las 
variables atribuibles a cada uno de los jueces su-
premos o constitucionales (modelo 2) los coefi-
cientes y la significatividad estadística de la 
citada variable se mantienen. Iguales resultados 
se presentan cuando se prescinde de las variables 
institucionales referidas a las características de 
las cortes supremas y constitucionales (modelo 
3) o a aquellas relativas a los mecanismos de se-
lección y designación de jueces (modelo 4). De 
ahí que se pueda afirmar que, a medida que la 
independencia judicial de un país desciende, las 
probabilidades de que una mujer pueda ser de-
signada como jueza suprema o constitucional van 
en aumento. 

Este hallazgo es coherente con la propuesta 
teórica de este artículo y da cuenta de que ante 
rendimientos deficientes de las cortes de justi-
cia, reflejados en la afectación de la autonomía 
de los jueces para decidir, los actores políticos in-
tentarán reducir la desconfianza ciudadana en el 
Poder Judicial colocando más mujeres en las al-
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tas cortes. Como consecuencia, a través de los 
modelos mencionados se verifica también el uso 
estratégico que dan los actores políticos a la de-
signación de juezas supremas o constitucionales. 
En otras palabras, el incremento de mujeres en 
altas cortes de justicia no respondería a la com-
prensión por parte de los actores políticos de la 
necesidad de reducir las asimetrías en el Poder 
Judicial sino más bien al interés por disminuir los 
costos sociales originados por su injerencia en la 
independencia judicial.

En cuanto al porcentaje de legisladoras en 
cada país (H2), en los cuatro modelos presen-
tados dicha variable resulta estadísticamente 
significativa y con el signo previsto. A partir del 
hallazgo empírico mencionado se puede argu-
mentar que el incremento de legisladoras en un 

país determinado aumenta también las probabi-
lidades de que una mujer sea designada jueza 
suprema o constitucional (Basabe-Serrano, 2017). 
Esta externalidad positiva, presente ya en los 
estudios sobre ministras, da cuenta del efecto 
“derrame” que se genera desde las legislaturas 
hacia otras arenas de toma de decisión política 
(Basabe-Serrano, 2020; Jalalzai, 2014; Krook y 
O’Brien, 2012). Desde luego, la influencia de la 
variable anotada debe entenderse en su justa di-
mensión; esto es, como un efecto indirecto sobre 
la designación de mujeres en cortes supremas o 
constitucionales.

En cuanto a las posibles explicaciones relacio-
nadas con las destrezas y habilidades de quienes 
acceden a las cortes supremas y constitucionales, 
sólo la experiencia judicial previa (H3) aparece 

cuAdRo 1. Mujeres en altas cortes de justicia

 1 2 3  4

Independencia -9.00*** -9.31*** -9.11*** -9.08*** 
Judicial (0.00) (0.00) (0.00) (0.00)

legisladoras 4.20*** 4.50*** 4.64*** 4.48***
(0.00) (0.00) (0.00) (0.00)

experiencia .314* .306* .321 *
Judicial (0.06) (0.06) (0.05)

Formación académica -.313 -.312 -.324*
(0.10) (0.10) (0.09)

tamaño de la corte -.074 -.057 -.032
(0.59) (0.68) (0.56)

tipo de corte -.240 -.333 -.115
(0.70) (0.59) (0.83)

Intervención presidencial -.201 .040 .216
(0.81) (0.96) (0.53)

Intervención legislativa -.360 -.306 .113
(0.71) (0.75) (0.76)

Constante -59.03*** -64.18*** -69.15*** -65.25***
(0.00) (0.00) (0.00) 0.00)

r2 ajustado 0.084 0.070 0.084 0.081

n 326 326 326 326

Fuente: Elaboración propia. ***p<0.01, **p<0.05, *p<0.1. Nota: El cuadro reporta los coeficientes del modelo en la 
parte superior y los valores P>|t| entre paréntesis.
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como una variable estadísticamente significativa 
para explicar la probabilidad de que una jueza 
sea incorporada a cortes supremas o constitucio-
nales. En este plano, el hecho de haber sido par-
te del Poder Judicial antes de la designación 
tornaría más probable que un espacio en altas 
cortes de justicia sea ocupado por una mujer (Ba-
sabe-Serrano, 2019). No obstante, si se comparan 
los resultados arrojados para esta variable en rela-
ción con los ofrecidos para la independencia ju-
dicial o el porcentaje de legisladoras por país, su 
significatividad estadística es bastante menor.5 
En cuanto a la formación académica (H4), esta 
variable aparece con una significatividad estadís-
tica menor sólo en el modelo 4. De forma contra-
intuitiva, en todos los modelos el coeficiente de 
esta variable tiene signo negativo.

En efecto, cuando se esperaría que la mayor 
formación académica de las mujeres tenga como 
efecto su mayor inclusión en espacios públicos, 
lo que sucede es lo contrario: las restricciones ma-
teriales o simbólicas para el acceso se incremen-
tan. Este hallazgo empírico, ahora evidenciado 
para el caso de juezas supremas y constituciona-
les, es compartido en trabajos previos desarrolla-
dos para los estudios de gabinetes ministeriales y 
en otros que estudian el acceso de las mujeres al 
mercado laboral (Basabe-Serrano, 2020; García y 
Cortez, 2012; Gasparini y Tornarolli, 2009; Esco-
bar-Lemmon y Taylor-Robinson, 2005). En defi-
nitiva, los resultados de los diferentes modelos no 
hacen sino afianzar la idea de que existe un pro-
blema estructural de discriminación hacia las mu-
jeres que se refleja en la distorsión del mercado 
político.

Respecto a las variables de naturaleza institu-
cional, tanto las relacionadas con las característi-
cas de las cortes (H5 y H6) como las que se 
refieren a los actores involucrados en los meca-
nismos de selección y designación de jueces (H7 
y H8), carecen de significatividad estadística. Por 

5 La formación académica de quienes acceden a las cortes 
supremas y constitucionales aparece como una variable esta-
dísticamente significativa solamente en el modelo 4. El nivel 
de significancia reportado es similar al observado para la varia-
ble experiencia judicial previa.

lo tanto, los resultados de los distintos modelos 
reflejan que la probabilidad de que una mujer 
sea designada jueza en una alta corte de justicia 
no tiene relación con las competencias del tribu-
nal ni tampoco con su tamaño. Desde otra pers-
pectiva, los actores o arenas que son parte del 
proceso de conformación de las cortes supremas 
y constitucionales tampoco influyen en la desig-
nación de mujeres en dichos espacios de toma de 
decisión política.

En resumen, la evidencia empírica aportada 
da cuenta que, en condiciones de débil indepen-
dencia judicial, la designación de mujeres en cor-
tes supremas y constitucionales responde a una 
decisión estratégica de los actores políticos, casi 
siempre hombres. El vínculo entre independen-
cia judicial y designación de juezas en altas cor-
tes de justicia estaría sustentado, por lo tanto, en 
el hecho de que los actores políticos creerían que 
al designar más mujeres se reduce la desconfian-
za ciudadana en el Poder Judicial producida por 
su injerencia sobre la autonomía de los jueces 
para decidir los casos. Visto desde otra perspecti-
va, los hallazgos aportados en este artículo apun-
tan a afirmar que la presencia de juezas en cortes 
supremas y constitucionales no responde a un 
genuino deseo de los actores políticos de reducir 
las asimetrías existentes entre hombres y muje-
res sino a utilizar la designación como un meca-
nismo para reducir los costos sociales que les 
genera su interferencia en la independencia ju-
dicial.6

conclusiones y futura agenda
de investigación
Con base en los hallazgos empíricos discutidos 
en este artículo, hay varias conclusiones en cuan-
to a la relación entre rendimientos institucio-
nales del Poder Judicial y representación de 
mujeres en cortes supremas o constitucionales. 
En primer lugar, el hecho de que los países go-

6 El uso estratégico dado por los actores políticos a la desig-
nación de juezas en altas cortes de justicia no es extraño a la 
tradición estadounidense. Al respecto, el trabajo de Kenney 
(2017) da cuenta de dicho fenómeno en las cortes estatales de 
Estados Unidos.
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cen de mayor independencia judicial no implica 
que al mismo tiempo se preocupen por incluir 
más juezas en sus tribunales de máxima instan-
cia. Chile y Uruguay, por ejemplo, presentan al-
tos rendimientos institucionales en cuanto a 
autonomía de los jueces, pero a la par están entre 
los países que registran menos juezas supremas o 
constitucionales. En la vía contraria, Venezuela 
es uno de los países con peores calificaciones en 
independencia judicial no sólo en América Lati-
na sino en el mundo; sin embargo, más de la mi-
tad de los integrantes de su tribunal supremo son 
mujeres. Ecuador sigue un patrón similar al de 
Venezuela: deficitaria independencia judicial y 
presencia mayoritaria de juezas supremas y cons-
titucionales. 

Este artículo también constató que el incre-
mento de legisladoras genera una externalidad 
positiva sobre la representación de juezas supre-
mas o constitucionales. Así, la presencia cada vez 
más decisiva de leyes de cuotas y su correlativo 
incremento en el número de mujeres en las le-
gislaturas, incidiría positivamente para que más 
juezas accedan a las altas cortes de sus respecti-
vos países. Al igual que en los estudios realizados 
para analizar la presencia de mujeres en gabine-
tes ministeriales, en el caso de juezas supremas o 
constitucionales el incremento de legisladoras 
constituiría una señal que afecta a los actores po-
líticos de cara a incrementar la representación 
femenina en altas cortes de justicia. No obstante, 
si se analizan comparativamente los coeficientes 
reportados en el cuadro 1, es posible afirmar que 
la independencia judicial es la variable que afec-
ta de forma más consistente la explicación de la 
presencia de juezas supremas o constitucionales 
en América Latina.

Además, este artículo ha puesto en evidencia 
que las distorsiones del mercado laboral respecto 
al acceso de mujeres, en general, se encuentran 
reflejadas en la minoritaria presencia de juezas 
en altas cortes de justicia. El hecho de que la ti-
tulación doctoral favorezca sobre todo a los hom-
bres para acceder a dicha instancia de decisión da 
cuenta de tal fenómeno. Este hallazgo va en la 
línea de los reportados por García y Cortez (2012) 
o Gasparini y Tornarolli (2009), quienes plantean 

que, si bien los países latinoamericanos han fo-
mentado durante los últimos años la inserción 
femenina en la educación formal, la velocidad 
con la que se permite su acceso a espacios de de-
cisión política es menor. En consecuencia, la asi-
métrica posición de las mujeres en cuanto a su 
ingreso al mercado laboral tendría orígenes es-
tructurales que se tornarían mucho más observa-
bles en un campo esencialmente dominado por 
hombres, como es el Poder Judicial.

En relación con otras variables relativas a las 
destrezas de quienes son parte de las altas cortes 
de justicia, este artículo evidenció que poseer ex-
periencia en el Poder Judicial incide positiva-
mente para el acceso de juezas a dichos espacios. 
A partir de este hallazgo, una conjetura que queda 
por verificar empíricamente es si la ausencia rela-
tiva de juezas sin experiencia judicial previa tiene 
alguna relación con la exclusión selectiva que las 
propias cortes generarían respecto a aquellas 
abogadas que, al haber iniciado su vida profesio-
nal en el sector privado, luego intentan vincular-
se al Poder Judicial. Esta hipótesis adquiere 
relevancia si se considera que de las cien juezas 
que son parte de esta investigación apenas 33 por 
ciento llegó sin haber sido parte del Poder Ju-
dicial. A futuro, se debería indagar cuántas abo-
gadas provenientes del libre ejercicio profesional 
optaron por un espacio en altas cortes de justicia 
y cuántas lo obtuvieron. Por ahora sólo se dispo-
ne de la información relacionada con las mujeres 
que efectivamente alcanzaron el cargo de juezas 
supremas o constitucionales.

Respecto al tamaño de la corte o su naturale-
za jurídica, constitucional o suprema, este ar-
tículo reveló que tales variables institucionales 
no afectan la cantidad de juezas que integran las 
altas cortes de América Latina. En el primer 
caso, y a diferencia de los hallazgos de Williams 
y Thames (2008) para los países de la ocde, el 
hecho de que las cortes latinoamericanas ten-
gan muchos o pocos asientos resulta irrelevante 
cuando se valora la representación de juezas su-
premas o constitucionales. Así, Colombia tiene 
una de las cortes supremas más numerosas de la 
región y, al mismo tiempo, la presencia de juezas 
es mínima. Guatemala, en sentido opuesto, tie-
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ne una corte suprema relativamente pequeña 
pero con un número mayoritario de mujeres en 
calidad de juezas. En el segundo caso, los hallaz-
gos empíricos discutidos dan cuenta de que no 
existe una discriminación selectiva de juezas en 
función del tipo de corte: se las excluye por igual, 
tanto en tribunales supremos como constitu-
cionales.

Como se mencionó al inicio, los trabajos que 
exploran la presencia de mujeres en el Poder Ju-
dicial son residuales y, entre los pocos que exis-
ten, el objeto de estudio son las altas cortes de 
justicia. Por eso, un tema que debe estar pre-
sente en la futura agenda de investigación es la 
indagación de la representación femenina en tri-
bunales inferiores e intermedios. Una conjetura 
que se podría plantear al respecto es que en tales 
instancias el número de juezas sería incluso su-
perior al de los jueces, pero que dicha represen-
tación disminuye en la medida en que el tribunal 
se encuentra en un nivel más elevado de la pirá-
mide del Poder Judicial. Asimismo, la compren-
sión de las distintas dinámicas de las cortes de 
justicia podría ganar en términos de calidad de 
las inferencias si la comparación se produce no 
sólo entre países sino a nivel subnacional.

Por último, la discusión sobre la representa-
ción de juezas en altas cortes de justicia ganaría 
en profundidad si se complementa el análisis 
propuesto en este artículo con trabajos de inves-
tigación en los que se explore el contenido y di-
rección de los fallos en temas clave. En dicha 
selección de casos sería importante evaluar no 
sólo el criterio de las juezas en temas relaciona-
dos con la defensa de los derechos sexuales y re-
productivos de las mujeres sino también en los 
que tienen que ver con el Estado de Derecho y 
la convivencia democrática. Así, una mayor com-
prensión de la interacción entre representación 
descriptiva y sustantiva de las mujeres en el Po-
der Judicial puede arrojar mayores pistas sobre 
las acciones que se deben seguir no sólo desde la 
investigación científica sino también en el dise-
ño de políticas públicas eficaces para reducir las 
persistentes asimetrías de este orden presentes 
todavía en la gran mayoría de los países de Amé-
rica Latina. Pg
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AnExo 1. Test de correlación entre porcentaje de juezas supremas 
y constitucionales y confianza en el Poder Judicial

confianza en 
Poder Judicial

Juezas 
supr/const

Confianza en el Poder 
Judicial

Correlación de Pearson 1 0.973**

sig. (bilateral) 0.000

n 18 18

Juezas supr/const Correlación de Pearson 0.973** 1

sig. (bilateral) 0.000

n 18 18

Fuente: Elaboración propia. ** La correlación es significativa al nivel 0.01 (bilateral).

AnExo 2. Estadísticas descriptivas

Variable núm. de obs. Media desv. Est. Mín. Máx.

sexo del juez 326 0.306 0.461 0 1

Independencia judicial 326 2.946 1.160 1.1 5.7

Porcentaje de legisladoras 326 25.315 11.207 9 53.1

experiencia judicial previa 326 0.625 0.484 0 1

doctorado 326 0.254 0.436 0 1

tipo de corte (sup/const) 326 0.184 0.388 0 1

tamaño de corte 326 16.061 6.893 5 31

Intervención presidencial 326 0.347 0.476 0 1

Intervención legislativa 326 0.450 0.498 0 1

Fuente: Elaboración propia.
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la socialización política es un proceso que per-
mite a las personas adquirir, formar y reforzar 

sus criterios, opiniones y preferencias políticas, 
las cuales tienen una incidencia directa en su 
comportamiento electoral. Dado esto, para la 

ciencia política resulta de importancia retomar el 
estudio de la socialización política como una va-
riable que ayude a explicar el comportamiento y 
las preferencias electorales de las personas, sobre 
todo en aquellos casos en que se identifican 
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comportamientos atípicos, o bien en los que las 
variables utilizadas tradicionalmente por la lite-
ratura académica (sexo, edad, escolaridad, etc.) 
no permiten generar explicaciones satisfactorias 
sobre el comportamiento electoral de la pobla-
ción estudiada.

En 2018 la elección presidencial en Costa 
Rica presentó diversas características llamativas. 
La primera es que fue la tercera elección en la 
historia del país en la que ninguno de los candi-
datos obtuvo los votos necesarios para ser electo 
presidente,1 por lo que se necesitó una segunda 
ronda o balotaje con los dos candidatos con ma-
yor número de votos recibidos: Fabricio Alvara-
do Muñoz, del Partido Restauración Nacional 
(prn), y Carlos Alvarado Quesada, del Partido 
Acción Ciudadana (pac). La segunda característi-
ca llamativa es que ninguno de los candidatos 
que llegaron a la segunda ronda apareció entre 
las principales preferencias de la ciudadanía en 
los primeros meses de la campaña electoral, se-
gún mostraron diversos estudios de opinión pú-
blica; incluso, en algunos casos el apoyo obtenido 
por dichos candidatos se encontraba cerca o por 
debajo del margen de error de dichos estudios, es 
decir, cerca o por debajo de 3.5 por ciento.

Además, como mostró un estudio de panel 
realizado por el Centro de Investigación y Estu-
dios Políticos (ciep) de la Universidad de Costa 
Rica (ucr), la ciudadanía a lo largo de este proce-
so electoral mostró dos fuertes tendencias en su 
comportamiento: primero, un amplio porcentaje 
de indecisos; así, para agosto de 2017, 42 por 
ciento de las personas decididas a votar no ha-
bían decidido por quién hacerlo, y en enero de 
2018 este porcentaje se mantenía en 27 por cien-
to.2 Segundo, fue usual que las personas cambia-
ran de opinión sobre su voto varias veces durante 
la campaña política (gráfica 1).

1 La legislación costarricense establece que, para ser electo 
presidente de la República, el candidato ganador de las elec-
ciones debe obtener, al menos, 40 por ciento de los votos váli-
damente emitidos. 

2 Es necesario apuntar que esta decisión tardía del voto no 
es un fenómeno nuevo en Costa Rica y ya había sido identifica-
do y analizado en las elecciones presidenciales de 2014 (Pigna-
taro, 2017).

Tomando en consideración lo anterior, el pre-
sente artículo propone una explicación sobre el 
comportamiento electoral de la ciudadanía costa-
rricense para las elecciones presidenciales de 
2018 con base en el efecto que puede tener la so-
cialización política en sus preferencias electora-
les; específicamente se trata de averiguar cómo 
afecta la socialización política las preferencias 
electorales en Costa Rica. Por socialización políti-
ca entendemos una serie de interacciones que las 
personas tienen y que les permiten adquirir, inte-
riorizar e, incluso, cambiar sus creencias, valores, 
ideas, comportamientos y actitudes políticas. De 
esta manera, el objetivo es tratar de identificar 
qué elementos del proceso de socialización políti-
ca tuvieron incidencia en la segunda ronda elec-
toral presidencial de 2018 en Costa Rica.

La alta volatilidad del sistema de partidos cos-
tarricense, así como los constantes cambios en la 
intención de voto por parte de la ciudadanía, han 
provocado que aumente la incertidumbre sobre 
los resultados de los comicios electorales. Así, di-
versos trabajos que estudian el comportamiento 
y las preferencias electorales de la ciudadanía 
costarricense y que recurren a la identificación de 
la influencia de sus características sociodemográ-
ficas (edad, escolaridad, nivel económico, reli-
gión, etc.), han mostrado ser insuficientes para 
dar cuenta de la dinámica del comportamiento 
político del electorado costarricense contempo-
ráneo. Así, este artículo explora la utilidad de la 
socialización política como una variable que per-
mita mejorar la comprensión del comportamien-
to electoral de la ciudadanía costarricense, y 
parte de la premisa de que, en escenarios de mu-
cha incertidumbre, las personas recurrirán a la 
discusión, intercambio y obtención de informa-
ción en espacios de confianza, para poder decidir 
por cuál candidato votar.

Para realizar el análisis propuesto, primero re-
visamos la literatura académica sobre socializa-
ción política, con el propósito de determinar los 
principales hallazgos y elementos que ésta iden-
tifica alrededor del tema, y así utilizarlos como 
base para la identificación de los componentes 
que deben estar presentes en el modelo de socia-
lización política que se propone. En la segunda 
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sección, se explican los componentes del modelo 
de socialización política propuesto. En el tercer 
apartado, se presenta el método de análisis apli-
cado a los datos y en la cuarta, se exponen los 
principales resultados. En el quinto apartado se 
presenta una discusión de los hallazgos con base 
en la bibliografía sobre el tema de la socialización 
política y, por último, se resumen las principales 
conclusiones y hallazgos.

Variables prioritarias de la socialización 
política en la literatura académica 
Es necesario señalar que la literatura disponible 
es amplia y proviene de diversas áreas del cono-
cimiento, como ciencia política, antropología, 
sociología, psicología y pedagogía; por lo que se 
dio prioridad en la revisión a los textos más re-
cientes o que por su contenido y enfoque arroja-
ran insumos importantes para el modelo que se 
pretende construir. Con objeto de facilitar su ex-
posición, los textos se agruparon según los enfo-
ques o temáticas relacionadas con la socialización 
política en la que concentran su análisis. Ade-
más, debe indicarse que para el caso de Costa 
Rica no existen investigaciones que aborden di-
rectamente el tema de la socialización política. 

La literatura académica es clara al establecer 
que la familia es el principal agente de socializa-
ción primaria de las personas y, por ende, juega 
un importante papel en los procesos de sociabili-
dad política. En primer lugar, pueden encontrar-
se los estudios que identifican cómo la “tradición 
familiar” incide en las preferencias políticas de 
las personas, especialmente en lo que respecta al 
comportamiento electoral (Aguirre, 2011; Jaime, 
2000; Ventura, 2001; Woshinsky, 2008). En se-
gundo lugar, hay estudios que permiten observar 
cómo diversos aspectos y valores inculcados por 
la familia afectan la forma en que las personas se 
relacionan o participan en el espacio político (Gi-
dengil et al., 2010; Glanville, 1999; Godina, 1991; 
McDevitt y Chaffee, 2002; Merelman, 1980; 
Tsyvin y Matvienko, 2015).

De manera general, la investigación sobre el 
tema de la influencia de la familia en los procesos 
de socialización política concluye que, en menor 
o mayor medida, tiene un efecto significativo en 

la manera que los niños y jóvenes se relacionarán 
con el ámbito político. En este punto llama la 
atención que las investigaciones tienden a ex-
cluir el efecto que tiene la familia en los procesos 
de socialización de los adultos; parecería que se 
da por sentado que, cuando las personas alcanzan 
la adultez, ya no pueden ser influidas en su pro-
ceso de socialización por su entorno familiar. Sin 
embargo, esta posición parece obviar que la fami-
lia puede continuar desempeñando un importan-
te rol en la socialización política de los adultos, ya 
que puede reforzar la reproducción de determi-
nadas prácticas y comportamientos políticos 
(Settle et al., 2011). Si se considera esto, es conve-
niente incluir en el modelo de socialización políti-
ca una variable que permita medir el grado de 
influencia que tiene la familia en la preferencia 
electoral de la ciudadanía costarricense, ya que si 
bien algunos autores han apuntado que desde 
principios del siglo xxi la tradición familiar ha per-
dido influencia en determinar las lealtades parti-
darias de la población costarricense (Ramírez, 
2010; Raventós-Vorst et al., 2005); otros trabajos 
muestran que la influencia de la familia parece 
ser importante para definir las preferencias y vi-
siones políticas de la población (Díaz González y 
Mora Solano, 2018; Díaz González et al., 2018).

Los estudios que se centran en el papel de la 
educación en los procesos de socialización políti-
ca, se concentran principalmente en la inciden-
cia que tiene la escuela en la formación ciudadana 
de niños y niñas y, en menor medida, en la forma-
ción que reciben los jóvenes a nivel de la edu-
cación media (Andersson, 2015; Díaz Gómez, 
2004; Hoskins et al., 2017; Imhoff y Brussino, 
2013; Inés Barilá y Amoroso, 2017; Lara, 2015; 
M. y K., 2013; Neundorf et al., 2016; Palacios y 
Herrera, 2013; Papaoikonomou, 2017; Petty, 2013; 
Saldarriaga, 2016; Schwarzer, 2011; Smith-Mar-
tins, 2000). En general, estos trabajos parten de la 
premisa de que la socialización es un proceso de 
aprendizaje a partir del cual se adquieren mode-
los de conducta aceptados por la sociedad; por lo 
tanto, al ser los centros educativos un espacio de 
socialización secundaria en los cuales, casi siem-
pre, las personas ingresan a temprana edad, tienen 
una incidencia significativa en la socialización. 
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Así, los estudios revisados indican que los cen-
tros educativos, sobre todo las escuelas, se con-
vierten en los vehículos de transmisión por 
excelencia de los valores y representaciones polí-
ticas socialmente aceptadas (Díaz Gómez, 2004; 
Smith-Martins, 2000), al mismo tiempo que pue-
den utilizarse para formar un “tipo de ciudadano” 
que privilegie o apoye de forma predominante 
un tipo específico de relación con los otros (or-
ganización social) y, con ello, un determinado 
régimen político (Palacios y Herrera, 2013; Pa-
paoikonomou, 2017; Saldarriaga, 2016). Por lo 
tanto, las investigaciones en este tema expresan 
el doble papel que juegan los centros educativos 
en los procesos de socialización política: por un 
lado, pueden verse como centros para reproducir 
el statu quo y, por otro, como mecanismos para 
promover cambios en la sociedad (Andersson, 
2015; Imhoff y Brussino, 2013; Palacios y Herre-
ra, 2013; Searing, 1986; Smith-Martins, 2000).

Dada esta situación, se considera que no es 
conveniente incluir una variable directamente 
relacionada con la educación en el modelo de so-
ciabilidad política que se aplicará; debido a que 
se realiza una encuesta a nivel nacional a mayo-
res de 18 años, que pueden o no estar inmersos 
en un proceso de educación al momento de con-
testar el cuestionario, o quizá concluyeron hace 
muchos años los procesos de enseñanza formal, 
lo que dificulta determinar su efecto real en la 
socialización política. Sin embargo, a pesar de no 
incluirse directamente en el modelo de socializa-
ción política, sí se pregunta a las personas sobre 
su nivel de escolaridad, ya que la literatura ha 
mostrado que es una variable predictiva consis-
tente para explicar las preferencias y el compor-
tamiento electoral de la población costarricense 
(Alfaro Redondo, 2009; Pignataro, 2017; Pignata-
ro y Cascante, 2017; Raventós-Vorst et al., 2005).

Asimismo, los estudios reconocen que hay 
otros espacios e interrelaciones que inciden en el 
proceso de socialización política de las personas; 
en especial se reconoce el efecto que generan las 
interacciones y discusiones sobre política en el 
espacio de trabajo, con amigos y vecinos e, inclu-
so, en las iglesias (David y Van Hamme, 2011; 
Karasek, 2004; Levinsen y Yndigegn, 2015; Ro-

senthal et al., 2001; Smith, 2017; Villarreal, 2018). 
Estos últimos trabajos se distinguen porque se 
concentran en estudiar el proceso de socializa-
ción política en personas adultas, aunque algu-
nos se enfocan en lo que denominan personas 
adultas-jóvenes (por lo general menores de 35 
años); por lo que muestran cómo la socialización 
política influye en el comportamiento y las 
creencias políticas de las personas en diversas 
etapas de su vida, no sólo en edades tempranas. 
Debido a esto, se considera importante la inclu-
sión en el modelo de socialización política de una 
variable que permita identificar el nivel de in-
fluencia electoral de las discusiones o conversa-
ciones sobre política que cada persona tuvo con 
amigos y compañeros de trabajo. Un estudio pre-
vio enfocado en el referéndum sobre el Tratado 
de Libre Comercio entre Centroamérica, Esta-
dos Unidos y República Dominicana ya encon-
tró la relevancia de este factor para explicar el 
comportamiento electoral de los costarricenses 
(Díaz González y Mora Solano, 2018).

Otros aspectos relevantes que afectan o inci-
den en los procesos de socialización política se 
refieren al papel que tienen los medios de comu-
nicación, así como las figuras de opinión pública, 
para reforzar o cambiar las opiniones políticas de 
las personas; sobre todo se destaca el papel que 
juegan las redes sociales en este proceso (Aguirre 
y Vásquez, 2014; Andersson, 2015; Campo y 
Mansilla, 2015; Heather y Stacy, 2012; Huerta 
et al., 2006; Keating y Melis, 2017; Muralidharan 
y Sung, 2016; Wong y García, 2008). Existe evi-
dencia que muestra una influencia de los medios 
de comunicación y las opiniones de los analistas 
políticos en las preferencias políticas de la pobla-
ción costarricense (Díaz González y Mora Sola-
no, 2018); sin embargo, el tema de la influencia 
de las redes sociales no ha sido abordado en los 
trabajos que estudian el comportamiento y pre-
ferencias electorales de la población, y simple-
mente parecen partir del supuesto de que el 
contenido de las redes afecta las preferencias y 
percepciones de la ciudadanía (Jiménez, 2014; 
Melgar, 2018). 

Lo mismo sucede con las campañas realiza-
das por los partidos políticos. Las investigaciones 
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en este tema se concentran en el contenido, dis-
curso o estrategia de campaña, pero no hay un 
análisis sistemático sobre si éstas tienen un efec-
to directo en las preferencias del electorado cos-
tarricense (Córdoba et al., 2014; Rodríguez, 2013; 
Villareal y Gómez, 2010). Esta misma situación 
sucede con el tema de los debates presidencia-
les, ya que los trabajos sobre éstos, para el caso de 
Costa Rica, se enfocan en los discursos y conteni-
dos expresados por los candidatos a la presiden-
cia, sin establecer si influyen en la decisión del 
electorado (Carballo, 2015, 2016; Díaz González, 
2017b). Por todo lo anterior, se considera incluir 
en el modelo de socialización política variables 
que tengan en cuenta la influencia de los me-
dios, las campañas electorales, los debates presi-
denciales y las redes sociales en las preferencias 
de los ciudadanos costarricenses de cara a la se-
gunda ronda electoral de abril de 2018. 

Por lo tanto, la literatura académica revisada 
sugiere la existencia de, al menos, tres niveles o 
espacios de socialización política: la familia y las 
instituciones de educación, los centros de trabajo 
y los medios. Como se verá en la siguiente sec-

ción, estos tres niveles se utilizan como base para 
la construcción de un modelo de socialización 
política, para explicar su efecto en las preferen-
cias del electorado durante la segunda ronda 
electoral de 2018.

Modelo de socialización política
A partir de lo expuesto se construye un modelo 
para visualizar cómo la socialización política pue-
de afectar las preferencias electorales de los ciu-
dadanos costarricenses. Como se muestra en el 
diagrama 1, el modelo propuesto contiene tres 
componentes relacionados con la socialización. 
El primero, la socialización política primaria, se 
refiere a las interacciones directas que se tienen 
con personas de confianza o cercanas, como 
 familiares y compañeros de trabajo. Un elemen-
to importante a destacar es que se trata de una 
in teracción bidireccional, dado que se trata de 
 conversaciones con personas de confianza o cer-
canas, por lo que es posible que haya réplicas o 
intercambios de ideas, los cuales provocan que 
los votantes varíen o refuercen sus preferencias 
electorales. La familia influye en el comporta-

Socialización 
política primaria

Socialización 
política secundaria

Socialización 
política terciaria

Coyuntura
política

• Re�ere a las interacciones que pudieron tener con personas 
allegadas o de su con�anza: familiares, amigos o compañeros 
de trabajo.

• Re�ere a aspectos relevantes de contextos políticos, los cuales 
pueden in�uir tanto en las preferencias del electorado como en las 
interacciones y discusiones (sociabilidad) que estos tengan sobre
el tema político.

• Re�ere a interacciones o información que reciben de personas 
o medios que no necesariamente conocen personalmente, o bien, 
que pueden tener distintos niveles de legitimidad y credibilidad. 
Puede darse relación de información unidireccional y bidireccional:
comentarios de analistas políticos y redes sociales.

• Re�ere a la información sobre política que reciben las personas, 
las cuales provienen de fuentes que pueden ser consideradas 
como “con�ables”. Es una relación de información unidireccional, 
ya que las personas no pueden replicar directamente a su emisor:
 noticias, debates presidenciales y campañas electorales.

DiAGRAMA 1. Componentes del modelo de socialización política

Fuente: Elaboración propia. 
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miento y preferencia política de las personas al 
inculcarles determinada “tradición familiar”, así 
como una serie de valores para guiarse en el es-
pacio político. Asimismo, en lo que respecta a las 
conversaciones con amigos y compañeros de tra-
bajo, éstas pueden servir tanto para reafirmar las 
creencias políticas, como para obtener informa-
ción que influya en las preferencias electorales. 
En entornos políticos caracterizados por una alta 
incertidumbre y polarización política, podría es-
perarse que las personas estén más influidas por 
el espacio de socialización política primaria, ya 
que lo pueden considerar como una fuente más 
cercana o confiable para decidir sus preferencias 
electorales.

El segundo componente, la socialización polí-
tica secundaria, contiene la información que los 
votantes reciben de fuentes que pueden consi-
derar como confiables, como medios de comuni-
cación y las campañas de los partidos políticos. Si 
bien la interacción en este caso es unidireccional, 
ya que las personas reciben la información y no 
pueden replicar (al menos de manera inmediata) 
al emisor, como se indicó en el apartado anterior, 
la bibliografía señala que los medios desem-
peñan un papel fundamental en los procesos de 
socialización política, precisamente por su capa-
cidad de distribuir información y promover de-
terminadas ideas entre la población. Asimismo, 
diversas investigaciones han mostrado que, para 
el caso de Costa Rica, los debates en los que par-
ticipan los candidatos a la presidencia de la Re-
pública son plataformas clave para que éstos 
posicionen sus ideas y discursos políticos, con el 
propósito de influir en el electorado y obtener su 
apoyo (Carballo, 2015; Díaz González, 2017b). 
No obstante, su grado de influencia en el electo-
rado está matizado por dos elementos: en primer 
lugar, su nivel de institucionalización, es decir, la 
existencia de medios o espacios de comunica-
ción que la población considere confiables; en 
segundo lugar, que en estos espacios (noticias, 
debates, campañas, etc.) se logren exponer con 
suficiente claridad temas e ideas que puedan ser 
captadas por el electorado y que puedan influir 
por lo tanto en sus percepciones y preferencias 
electorales. 

El último componente, la socialización políti-
ca terciaria, se refiere a las interacciones que los 
votantes pueden tener con otras personas fuera 
de su rango directo de confianza, o bien cuya 
credibilidad y legitimidad puede ser variable. 
Aquí se presentan dos tipos de interacciones. La 
primera está relacionada con las discusiones que 
las personas puedan tener sobre política en las 
redes sociales, ya que hay indicios de que el 
comportamiento de las personas en las redes so-
ciales es un indicador de su compromiso político, 
así como de su posible comportamiento electoral 
(Aguirre y Vásquez, 2014; Heather y Stacy, 2012; 
Muralidharan y Sung, 2016). El segundo tipo de 
interacción se relaciona con el criterio y las opi-
niones de analistas políticos; aunque se difun-
den sobre todo a través de medios tradicionales 
(televisión, radio y periódicos), también han en-
contrado en las redes sociales un espacio impor-
tante para posicionarse, lo que posibilita una 
interacción más directa entre el analista políti-
co y la ciudadanía. Asimismo, su criterio puede 
servir como insumo en los intercambios de in-
formación que se producen en los espacios de 
so cialización política primaria, o ayudar a inter-
pretar la información proveniente de la socializa-
ción política secundaria. Además, se debe anotar 
que, para el caso de Costa Rica, se ha encontrado 
que las personas perciben que el criterio de los 
expertos tiene una alta influencia en determinar 
sus preferencias políticas (Díaz González y Mora 
Solano, 2018).

Además de los tres componentes señalados, 
se agrega al modelo un cuarto componente pro-
veniente de la coyuntura política, y se trata de 
hasta qué punto la ciudadanía percibe que el fa-
llo de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (cidh) sobre el matrimonio igualitario y 
los derechos de la población lgbtiq afectó sus 
preferencias electorales. La razón de la inclusión 
de dicha variable es que, tras el fallo, creció de 
manera considerable el apoyo electoral a Fabri-
cio Alvarado, candidato que abiertamente mani-
festó oponerse a los derechos de la población 
lgbtiq e, incluso, prometió retirar al país de la 
cidh, en caso de ser electo presidente (ciep, 
2018b). Otros candidatos adoptaron posiciones 
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similares, aunque no necesariamente tan extre-
mas como las de Fabricio Alvarado, sin que esto 
repercutiera en el apoyo electoral recibido. Por lo 
tanto, la intención del modelo es observar si, a la 
hora de determinar la preferencia electoral, pesa-
ron más los aspectos relacionados con la sociali-
zación política de los votantes o los relacionados 
con la coyuntura política. Con este componente 
lo que se trata de demostrar es si tienen mayor 
efecto los acontecimientos políticos inmediatos o 
los procesos de socialización política, que ocu-
rren en un mediano y largo plazos; para determi-
nar las preferencias del electorado. Se puede 
plantear la hipótesis de que la coyuntura política 
tendrá mayor efecto para determinar las prefe-
rencias políticas de los votantes en los casos en 
que hay procesos de socialización política débi-
les; es decir, en sociedades en las que no haya 
discusión, reflexión e intercambio de ideas entre 
la población sobre el campo político. 

Se le consultó a la población encuestada hasta 
qué punto las razones mencionadas influyeron 
en su elección del voto. El cuadro 1 muestra que 
la principal razón fueron los debates entre los 
candidatos a la presidencia (3.3), seguida por las 
noticias que informaron sobre la campaña (2.9), 
las conversaciones sostenidas con familiares, ami-
gos y vecinos (2.93), las campañas realizadas por 
los partidos políticos (2.82) y las manifestaciones 
de los analistas políticos (2.78). En cuanto a las 
razones que, según la población encuestada, tu-
vieron menos peso a la hora de decidir cómo vo-
tar, se encuentran la resolución de la cidh sobre 
los derechos de las parejas del mismo sexo y la 
población lgtbiq (2.46), los comentarios en redes 
sociales (2.26) y las manifestaciones realizadas 
por los superiores en su lugar de trabajo (1.64).

Para determinar si estas razones se comportan 
según lo dispuesto por el modelo propuesto, se 
realizó un análisis factorial confirmatorio, cuyo 

Cuadro 1. Percepción de la población encuestada sobre las razones que 
influyeron en su voto. Costa Rica, 2018

razones Valor 
medio

n

Los debates entre los candidatos a la presidencia 3.30
(1.55)

941

Las noticias que informaron sobre la campaña electoral 2.99
(1.49)

951

Las conversaciones que sostuvo con familiares, amigos o vecinos 2.93
(1.59)

956

Las campañas realizadas por los partidos políticos 2.82
(1.47)

949

Las manifestaciones realizadas por analistas políticos 2.78
(1.49)

929

Las conversaciones que tuvo con compañeros de trabajo. 2,51
(1.53)

741

La resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (cidh) sobre 
los derechos de las parejas del mismo sexo y la población lgtbiq

2.46
(1.68)

935

Los comentarios en redes sociales (facebook, twitter, etc) sobre la campaña 
electoral

2.26
(1.49)

883

Las manifestaciones realizadas por los superiores de su lugar de trabajo 1.64
(1.18)

693

Fuente: Idespo-una (2018). *Valores de la desviación estándar entre paréntesis, **A las personas encuestadas se 
les consultó “En una escala de 1 a 5, donde 1 es que no influyó en nada y 5 influyó completamente, ¿qué tanto 
influyeron las siguientes razones en su decisión sobre cómo votar?”
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resultado se observa en el cuadro 2. Así, se con-
firmó que las razones consultadas que podrían 
afectar la intención de voto de la población en-
cuestada se agrupan en los componentes del mo-
delo de socialización política propuesto; además, 
la pregunta realizada sobre la influencia de la co-
yuntura (resolución de la cidh), se mantuvo in-
dependiente a los restantes componentes del 
modelo.

Como variables de control en el modelo, se 
incluyen otras variables que la investigación ha 
demostrado que inciden en las preferencias elec-
torales de las personas, como el nivel de escolari-
dad, el nivel económico, el sexo y la edad 
(Astudillo y Rodon, 2013; Fatai, 2016; Trein et al., 
2017). A las anteriores variables se suma la reli-
gión ya que, si bien estudios realizados a finales 
del siglo xx en Costa Rica habían indicado que la 
religión de las personas había perdido relevancia 
(Steigenga, 2001), durante la campaña electoral 

2017-2018, ésta ocupó un importante papel en la 
discusión política, ya que varios candidatos aso-
ciaron las creencias religiosas con la defensa de 
los valores tradicionales y la oposición a los dere-
chos sexuales y reproductivos;3 asimismo, desde 
que comenzó el siglo xxi ha habido un incremen-
to del número de votos recibidos por los llamados 
“partidos evangélicos” en diversos procesos elec-
torales (Salazar, 2017). Por lo anterior, se conside-
ró importante revisar si la religión es una variable 
que influye en las preferencias electorales de la 
población costarricense en el contexto de la se-
gunda ronda electoral de 2018. 

3 Esta situación no es nueva en Costa Rica, diversos trabajos 
han anotado que, desde principios del siglo xxi, hay un aumento 
en la utilización y posicionamiento del fundamentalismo reli-
gioso en diversos sectores políticos, lo cual también ha sido pro-
movido tanto por la Iglesia Católica como por diversas Iglesias 
Evangélicas (Arguedas, 2010; Díaz González, 2017b, 2017a; 
Fuentes, 2006).

cuADRo 2. Matriz de componentes rotados

componente

1 2 3 4

Socialización 
política 
primaria

las conversaciones que tuvo con compañeros(as) 
de trabajo

0.873 0.147 0.146 0.012

las conversaciones que sostuvo con familiares, 
amigos o vecinos

0.810 0.226 0.082 0.023

las manifestaciones realizadas por los superiores 
de su lugar de trabajo

0.597 0.055 0.350 0.166

Socialización 
política 
secundaria

las campañas realizadas por los partidos políticos 0.136 0.774 -0.031 0.092

los debates entre los candidatos a la presidencia 0.049 0.748 0.228 -0.025

las noticias que informaron sobre la campaña 
electoral

0.251 0.648 0.204 0.160

Socialización 
política 
terciaria

las manifestaciones realizadas por analistas 
políticos

0.148 0.352 0.783 -0.129

los comentarios en redes sociales (facebook, 
twitter, etc) sobre la campaña electoral

0.326 0.026 0.649 0.327

Coyuntura la resolución de la Corte idh sobre los derechos de 
las parejas del mismo sexo y la población lgtbiq

0.069 0.135 0.058 0.943

Fuente: Elaboración propia. Método de extracción: análisis de componentes principales. Método de rotación: 
Varimax con normalización Kaiser. La rotación ha convergido en cinco iteraciones. Los factores capturan 68.3 
por ciento de la varianza total.
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Método
Los datos analizados se recopilaron a través de 
una encuesta conformada por hombres y muje­
res de 18 años y más, residentes en viviendas 
particulares con telefonía residencial fija, con 
una cobertura nacional. En esta ocasión el tama­
ño de muestra utilizado fue de mil personas, con 
un error máximo permisible de 3.1 por ciento y 
un nivel de confianza de 95 por ciento. La infor­
mación se recolectó del 6 al 17 de febrero de 
2018. A partir de una muestra aleatoria de teléfo­
nos, las personas fueron seleccionadas mediante 
el procedimiento aleatorio del cumpleaños 
próximo. 

El objetivo principal de este artículo es iden­
tificar qué factores o elementos del proceso de 
socialización política y cuáles características so­
ciodemográficas de los votantes de Costa Rica 
influyeron en la decisión de voto en la segunda 
ronda presidencial. Para ello, se llevó a cabo un mo­
 delo de regresión logística binaria, que es un mé­
 todo que emplea como técnica de estimación la 
“máxima verosimilitud”, la cual asume que la va­
riable dependiente no es una variable continua, 
que no hay homocedasticidad, ni una relación li­
neal entre variables dependientes e indepen­
dientes. Este procedimiento supera la simple 
asociación bivariable y permite trabajar con una 
gran cantidad de variables independientes. Una 
regresión logística no sólo analiza asociaciones de 
variables una a una, sino que las pone a jugar 
 simultáneamente por grupos, con el fin de de­
terminar qué variables independientes afectan y 
en qué magnitud la variable dependiente (Hos­
kin et al., 2005). 

Este modelo es útil para los casos en que se 
desea predecir la presencia o ausencia de una ca­

racterística. La variable dependiente o respuesta 
(Y) representa el fenómeno cuyo comportamien­
to se desea explicar. La variable dependiente tie­
ne que ser una variable categórica dicotómica o 
binaria representada con valores Y=1 cuando está 
presente la característica, u ocurre el evento de 
interés, y Y=0 cuando el individuo no presenta la 
característica o no se da la ocurrencia de interés 
(Hernández, 2013). Los coeficientes de regre­
sión se utilizan para el cálculo de las razones de 
momios (odds ratios) de las variables predictoras.

En nuestro estudio, la variable dependiente a 
estudiar es el candidato por el que las personas 
entrevistadas manifiestan que votarán en la se­
gunda ronda presidencial y se define de la si­
guiente manera:

1= Intención de voto por el candidato Carlos 
Alvarado Quesada, del Partido Acción Ciuda­
dana (pac).
0= Intención de voto por el candidato Fabri­
cio Alvarado Muñoz, del Partido Restauración 
Nacional (prn).

En relación con las variables predictoras ele­
gidas para incluir en el modelo, se pueden agru­
pan en las siguientes cuatro áreas temáticas:

1. Variables sociodemográficas: se refieren a ca­
racterísticas personales, como sexo, grupo de 
edad, nivel educativo, grupo religioso de per­
tenencia y percepción sobre el nivel econó­
mico familiar. 

2. Variables de socialización política: se refieren 
a los niveles de socialización política primaria, 
secundaria y terciaria, como influencia de 
amigos y familiares, forma de informarse so­

Cuadro 3. Estadísticos descriptivos de las categorías del modelo de socialización

Categoría Media desv. Est. Mínimo Máximo

1 Socialización política primaria 47.4 25.4 0 100

2 Socialización política secundaria 60.6 24.3 0 100

3 Socialización política terciaria 46.2 27.1 0 100

Fuente: Elaboración propia.
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bre las elecciones y seguimiento de debates 
electorales, entre otros.

3. Coyuntura política: influencia que tuvo la re-
solución de la cidh acerca de los derechos de 
la población lgtbiq.

4. Comportamiento electoral: variable que re-
gistra si la persona indicó votar o no en la pri-
mera ronda electoral. La variable se incluye 

debido a que la tendencia en Costa Rica es 
que aumente el abstencionismo en la segun-
da ronda electoral, por lo que incluirla permi-
te estimar la expectativa de asistencia a las 
urnas en la segunda ronda. En el cuadro 4 se 
realiza una definición de las variables utili-
zadas en el modelo y se indica cómo fueron 
codificadas.

cuADRo 4. Definición y categorización de variables del modelo

Variables Definición codificación

Sexo responde a diferencias y características biológicas 
de las personas. se realiza una indagación directa 
con la persona entrevistada con el propósito 
de conocer el sexo de la misma. se definen dos 
categorías

• Hombre
• mujer

Grupo 
de 
edad

es el intervalo de tiempo transcurrido entre 
la fecha de nacimiento y la fecha del momento 
en que se aplica la entrevista, en años cumplidos. 
esta variable se reagrupó en las siguientes cinco 
categorías

• de 18 a 24 años
• de 25 a 34 años
• de 35 a 44 años
• de 45 a 54 años
• de 55 años y más

Nivel de 
escolaridad

se refiere al último grado de enseñanza regular 
aprobado por la persona, para el cual se 
establecieron tres categorías

•	 Primaria completa o menos
•	 secundaria completa o 

incompleta
•	 universitaria completa o 

incompleta

Creencia 
religiosa

esta característica recoge la opinión de los 
entrevistados acerca de su afiliación religiosa. 
se establecieron tres categorías

•	 ninguna
•	 Católica
•	 otra religión

Procesos de 
socialización 
política

A partir de los resultados obtenidos en el análisis 
de componentes principales, se construye un 
índice para cada uno de los tres factores, donde 
se obtiene un puntaje total al sumar los ítems 
que abarca cada caso, el cual posteriormente 
es transformado o reescalado con el objetivo de 
que varíe entre cero (mínimo) y 100 (máximo)

•	 socialización política primaria 
(escala de 0 a 100) 

•	 socialización política 
secundaria (escala de 0 a 100) 

•	 socialización política terciaria 
(escala de 0 a 100) 

Coyuntura esta variable mide la influencia que tuvo la 
resolución de la Corte idh acerca de los derechos 
de la población lgtbiq en el país. el resultado 
brindado en dicho ítem fue estandarizado para 
obtener un promedio de 35.5; una desviación 
estándar de 41.9, un máximo y mínimo de 
100 y cero, respectivamente

•	 escala de 0 a 100

Comporta-
miento 
político

esta variable se refiere si la persona indicó votar 
o no en la primera ronda electoral del país

• votó
• no votó

Fuente: Elaboración propia.
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Resultados del análisis de regresión logística
Para la realización de la regresión logística se tra-
bajó con un total de 680 casos para los que existía 
información completa de todas las variables usa-
das en el análisis. De este total se seleccionaron 
de manera aleatoria aproximadamente 95 por 
ciento de los datos para realizar el análisis y los 
casos restantes se usaron para medir la capacidad 
predictiva del modelo. 

Después de la estimación del modelo, se pro-
cedió a su evaluación mediante la significancia 
global y la bondad de ajuste. De acuerdo con los 
valores del R2 de Cox y Snell (0.261), así como el 
R2 de Nagelkerke (0.370) el modelo se puede 
considerar como estadísticamente significativo. 
Dichos resultados están acompañados del esta-
dístico de Hosmer y Lemeshow, con el cual se 
evalúa la eficiencia con la que el modelo descri-
be la variable de respuesta (Y). En este caso se 
obtiene una significancia de 0.522, lo que indica 
un buen ajuste del modelo. En cuanto a la efica-

cia o capacidad predictiva del modelo se obtiene 
que 80.8 por ciento de los casos se predicen de 
forma correcta.

Respecto a la significancia individual de los 
coeficientes de las variables en estudio, resultan 
significativos a 95 por ciento los correspondien-
tes a voto joven (18 a 24 años), nivel educativo, 
religión, socialización política primaria y la co-
yuntura nacional (cuadro 5).

En vista de los resultados anteriores se estima 
un nuevo modelo sólo con el uso de aquellas va-
riables para las que la probabilidad de que la rela-
ción encontrada entre la variable dependiente y 
la independiente, al azar, sea menor a 5 por cien-
to. El cuadro 6 incluye los resultados.

De este análisis se concluye que las probabili-
dades de que las personas que profesan religio-
nes no católicas elijan al candidato Carlos 
Alvarado Quesada disminuyen en 47 por ciento 
respecto a las personas que indicaron no pertene-
cer a ningún grupo religioso o profesar la religión 

cuADRo 5. Resultados del modelo de regresión logística del voto en la segunda 
ronda presidencial. Carlos Alvarado (1), Fabricio Alvarado (0)

Variables predictoras coeficientes Error típico de B Significancia

Edad

*de 55 años y más

de 18 a 24 años 0.954 0.380 0.012

de 25 a 34 años -0.249 0.318 0.433

de 35 a 44 años -0.093 0.330 0.778

de 45 a 54 años -0.279 0.293 0.341

Sexo

*Hombre -0.048 0.210 0.819

Nivel de escolaridad

*universitaria

Primaria -0.537 0.307 0.081

secundaria -0.699 0.242 0.004

Creencia religiosa

*Católica

ninguna 0.272 0.276 0.325

otra religión -2.888 0.382 0.000
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Variables predictoras coeficientes Error típico de B Significancia

Comportamiento político

*votó en la primera ronda 
electoral

0.188 0.394 0.633

Procesos de socialización política
Primaria 0.010 0.005 0.044

secundaria -0.007 0.005 0.177

terciaria 0.007 0.005 0.130

Coyuntura -0.009 0.003 0.001

Constante -1.580 0.591 0.008

Fuente: Elaboración propia. *Variable de referencia.

cuADRo 5. Resultados del modelo de regresión logística del voto en la segunda 
ronda presidencial. Carlos Alvarado (1), Fabricio Alvarado (0) (continuación)

cuADRo 6. Resultados del modelo de regresión logística ajustado del voto 
en la segunda ronda presidencial. Carlos Alvarado (1), Fabricio Alvarado (0)

Variables predictoras B 
(coeficientes)

E.T. 
(error típico de B)

Sig. 
(significancia)

Edad

*de 55 años y más

de 18 a 24 años 0.948 0.376 0.012

de 25 a 34 años -0.247 0.315 0.432

de 35 a 44 años -0.062 0.327 0.850

de 45 a 54 años -0.217 0.289 0.452

Nivel de escolaridad

*universitaria

Primaria -0.581 0.301 0.053

secundaria -0.721 0.239 0.003

Creencia religiosa

* ninguna

Católico 0.239 0.271 0.378

otra religión -2.929 0.380 0.000

Procesos de socialización política
Primario 0.011 0.004 0.008

Coyuntura nacional -0.009 0.003 0.001

Constante -1.587 0.397 0.000

Fuente: Elaboración propia. *Variable de referencia.
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cuADRo 7. Tabla de clasificación, según probabilidades

Número de caso Valor Z Probabilidad predicha Grupo pronosticado Grupo original

1 0.4834 0.6185 1 1

2 7.0822 0.9992 1 1

3 4.9135 0.9927 1 1

4 5.2681 0.9949 1 1

5 -0.0392 0.4902 0 1

6 4.0048 0.9821 1 1

7 -2.3721 0.0853 0 0

8 -1.3958 0.1985 0 1

9 -1.6888 0.1559 0 0

10 -1.6415 0.1623 0 1

11 -1.4826 0,1850 0 0

12 -2.0179 0.1173 0 0

13 -1.4826 0.1850 0 0

católica. En cuanto a la edad, pertenecer al grupo 
etario de 18 a 24 años de edad hace a una persona 
casi tres veces más proclive a votar por Carlos Al-
varado respecto a una persona de 55 años o más. 
Por otro lado, una persona con nivel educativo de 
secundaria (completa o incompleta) reduce la 
probabilidad de votar por el candidato del pac en 
51.4 por ciento en relación con aquellas con un 
nivel educativo superior (universitaria completa 
o incompleta). Ahora bien, al analizar las otras va-
riables se encuentra que cuanto mayor es el grado 
de socialización política primaria, específicamen-
te si el puntaje total aumenta en una unidad, la 
propensión de voto por Carlos aumenta en 10 por 
ciento. Asimismo, un aumento de una unidad en 
el efecto coyuntural reduce la probabilidad de 
voto en 0.8 por ciento a dicho candidato.

Por último, con el objetivo de analizar los re-
sultados de la regresión, se calculan las probabili-
dades y clasifica a los votantes según el grupo del 
candidato de preferencia. Lo anterior se obtiene 
del cálculo utilizando el siguiente modelo:

donde:

Z= -1.587 + 0.948*Edad (1) -0.247*Edad (2) 
-0.062*Edad (3) – 0.217*Edad (4) -0.581*Nivel 
educativo (1) -0,721*Nivel educativo (2) + 2.929* 
Grupo religioso (1) + 3.168 * Grupo religioso (2) 
+ 0.011*Socialización política primaria -0.009* 
Coyuntura nacional.

Así, por ejemplo, para el caso 1 tenemos que:

              1              1P  (y =       ) =               
              x          1 + e -z

               1                  1  ( y =          ) =                        = 0.6185
               x           1 + e -0.4834

Es decir, la probabilidad de que esa persona vote 
al candidato Carlos Alvarado Quesada del Parti-
do Acción Ciudadana es de 0.6185. Como es ma-
yor que el punto convencional de corte (0.5), 
este caso queda asignado al grupo Y = 1

El cuadro de clasificación (cuadro 7) señala 
que el modelo clasificó correctamente a 79 por 
ciento de los votantes, con una tasa de error de 21 
por ciento, lo que sugiere un modelo apropiado 
para fines de clasificación. 

Discusión y conclusiones
Los resultados de la primera ronda electoral en 
Costa Rica sorprendieron a diversos actores polí-
ticos, analistas y medios de comunicación; inclu-
so, esto llevó a que se construyeran explicaciones 

P
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basadas en un supuesto “shock religioso” o giro 
conservador de la población costarricense (Aven-
daño, 2018; Díaz González, 2018b; Melgar, 2018; 
Murillo, 2018; Nájar, 2018). A pesar de lo simple 
y atractivo que pudieran resultar dichas explica-
ciones, no puede obviarse el aumento de la vola-
tilidad y la fragmentación del sistema de partidos 
costarricense como factores importantes para 
comprender cómo dos candidatos que, para di-
ciembre de 2017, contaban con menos de 5 por 
ciento de la intención de voto según diversas 
encuestas(ciep, 2017; Idespo, 2017a), resultaran 
los más votados en febrero de 2018.

El escenario de la segunda ronda electoral en-
frentó a dos candidatos con un perfil antagónico. 
Por un lado, Carlos Alvarado, quien se posiciona-

ba de manera favorable hacia el respeto de los 
derechos sexuales y reproductivos, y cuyo parti-
do, el pac, formado en 2001, se encontraba por 
primera vez en control del Poder Ejecutivo. De-
bido a esta situación, Carlos Alvarado tuvo que 
enfrentar durante su campaña cuestionamientos 
sobre la gestión del entonces presidente Luis 
Guillermo Solís, como un sonado caso de corrup-
ción que incluía el otorgamiento de manera irre-
gular de un préstamo, por parte de un banco 
público, para la importación de cemento desde 
China por un empresario vinculado con figuras 
políticas de diversos partidos. 

Por otro lado, Fabricio Alvarado mantenía 
una fuerte oposición a los derechos sexuales y re-
productivos, y su partido, el prn, fundando en 

Número de caso Valor Z Probabilidad predicha Grupo pronosticado Grupo original

14 1.2026 0.7690 1 1

15 5.2316 0.9947 1 1

16 4.3339 0.9871 1 1

17 -0.3999 0.4013 0 0

18 -0.2758 0.4315 0 1

19 5.3454 0.9953 1 1

20 5.9487 0.9974 1 1

21 -1.1102 0.2478 0 1

22 6.5763 0.9986 1 1

23 2.9236 0.9490 1 0

24 5.7898 0.9970 1 0

25 5.4717 0.9958 1 1

26 -6.0369 0.0024 0 0

27 5.7898 0.9970 1 1

28 4.7784 0.9917 1 1

29 -1.0237 0.2643 0 1

30 4.6826 0.9908 1 1

31 5.7197 0.9967 1 1

32 0.6198 0.6502 1 1

33 4.2545 0.9860 1 1

34 4.0158 0.9823 1 1

Fuente: Elaboración propia.

cuADRo 7. Tabla de clasificación, según probabilidades (continuación)
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2004, había competido únicamente en las elec-
ciones legislativas como agrupación provincial, y 
ésta era la primera vez que competía en una elec-
ción presidencial. Además Fabricio Alvarado y el 
prn tenían fuertes vínculos con grupos religiosos 
pentecostales y neopentecostales, al punto de 
que siete de los catorce los diputados obtenidos 
por dicho partido en las elecciones legislativas de 
febrero de 2018 eran pastores.

Por último, Carlos Alvarado ganó la segunda 
ronda electoral al obtener un poco más de 60 por 
ciento de los votos válidamente emitidos. Este 
resultado electoral fue sorpresivo para distintos 
analistas políticos y comunicadores, ya que la 
tendencia en los dos balotajes anteriores era que 
ganara el candidato que había obtenido mayor 
cantidad de votos en la primera ronda. Así, la vic-
toria de Carlos Alvarado no sólo revierte esta ten-
dencia, sino que también supera el descontento 
y malestar expresada por la población hacia el 
gobierno de Luis Guillermo Solís Rivera (Díaz 
González, 2018a). También este resultado pare-
ció contradecir la idea extendida entre la opinión 
pública acerca de que el apoyo electoral conse-
guido por Fabricio Alvarado se debía a un “shock 
religioso” o giro conservador por parte de la po-
blación (Bolaños, 2018; Nájar, 2018; Rosales Va-
lladares, 2018). Además, la segunda ronda tuvo 
otro resultado sorpresivo y es que el abstencio-
nismo disminuyó en cerca de 1.5 por ciento en 
comparación con la primera ronda, algo que tam-
bién era contrario a la tendencia presentada en 
los balotajes anteriores y especialmente inusual 
si se toma en consideración que se llevó a cabo el 
Domingo de Resurrección, día en que las perso-
nas tienden a regresar a sus hogares después de 
sus vacaciones de Semana Santa, situación que 
hacía esperar un aumento considerable del abs-
tencionismo.

Ante ese escenario, el propósito de este ar-
tículo es el de establecer y probar un modelo 
que permita entender cómo la socialización polí-
tica, así como otras variables sociodemográficas, 
como la edad, el sexo y la religión, habrían influi-
do en la decisión del electorado costarricense 
durante el balotaje realizado en abril de 2018. 
Nuestro modelo ha identificado tres niveles de 

sociabilidad política: el primario se refiere a las 
interacciones directas que los electores tienen 
con personas de confianza o cercanas, como fa-
miliares y compañeros de trabajo; el secundario 
in cluye la información recibida de fuentes de 
información que pueden ser valoradas como 
confiables o legítimas por el electorado, y el ter-
ciario se refiere a las interacciones e información 
recibida por personas o fuentes indirectas, y 
cuya confiabilidad y legitimidad puede ser varia-
bles (analistas de políticas, redes sociales, etc); 
por último, también se incluyó una variable rela-
cionada con la coyuntura política, en este caso 
específico la resolución de la cidh respecto a los 
derechos de la población lgbtiq.

Los datos arrojados por el modelo indican 
que el nivel de socialización política primaria es 
el único que tiene una incidencia significativa en 
la decisión de las personas encuestadas. Este 
dato es llamativo, ya que parece contradecir la 
tendencia reciente de los estudios electorales y 
de comunicación política por identificar las cam-
pañas electorales y, actualmente, las interaccio-
nes en redes sociales como algunos de los 
principales factores que influyen en la decisión 
del voto y en el comportamiento político en ge-
neral (Aguirre y Vásquez, 2014; Heather y Stacy, 
2012; Keating y Melis, 2017; Muralidharan y 
Sung, 2016).

Aunque hay evidencia pasada de la importan-
cia de estos factores en Costa Rica (Córdoba 
et al., 2014; Melgar, 2018), la elección de 2018 no 
cumplió las expectativas. Sin embargo, esta ex-
cepción puede deberse al tono plano de la cam-
paña electoral, pues diversas encuestas realizadas 
durante dicho periodo arrojan que la población 
consideraba que no había una discusión profun-
da por parte de los candidatos a la presidencia 
sobre los problemas nacionales( ciep, 2017, 
2018a; Idespo, 2017a). Asimismo, tras la resolu-
ción de la cidh los discursos de algunos de los 
candidatos, así como de los medios de comunica-
ción, tendieron a concentrarse en dicho tema, lo 
que pudo incidir en una mayor limitación de la 
discusión política. Ante este panorama, y sobre 
todo ante la alta incertidumbre e indecisión pre-
sente entre los electores, éstos recurrieron a las 



volumen xxvII  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2020 57Política y gobierno

Las preferencias del electorado en la segunda ronda presidencial de 2018 en Costa Rica

fuentes de información más cercanas y confia-
bles a ellos para acceder a la información necesa-
ria para decidir cómo votar. 

Los resultados muestran también que los 
electores que manifestaron estar más influidos 
por la socialización política primaria tendieron a 
ser más proclives a preferir votar por Carlos Alva-
rado. Los datos recolectados no permiten inferir 
una explicación de dicho fenómeno, sin embar-
go, es posible plantear la siguiente hipótesis: du-
rante la mayor parte de la campaña electoral, 
tanto Fabricio Alvarado como Carlos Alvarado 
mantuvieron porcentajes de apoyo muy bajos; 
sin embargo, el primero tuvo un crecimiento im-
portante tras manifestarse abiertamente en 
contra de la resolución de la cidh respecto a los 
derechos de la población lgbtiq. No obstante, 
concentrarse en dicho tema pudo resultar contra-
producente para este candidato a largo plazo, ya 
que fue acusado una y otra vez por sus contrin-
cantes políticos y diversos grupos de carecer de 
propuestas políticas respecto a otros temas de 
interés nacional. Además, antes del balotaje Fa-
bricio Alvarado adoptó una posición de hermetis-
mo hacia la prensa nacional y rehuyó los debates 
y otros espacios de discusión (Díaz González, 
2018a). Esta situación pudo provocar que las 
ideas de Carlos Alvarado fueran más fácilmente 
conocidas por la población y, por ende, discutidas 
en los espacios de socialización política primaria.

Los datos muestran que la resolución de la 
cidh no parece haber tenido un peso decisorio 
significativo a la hora en que la ciudadanía deci-
dió por quién votar. Algunas explicaciones han 
apuntado a que los resultados de las elecciones 
de 2018 se debieron a un “shock religioso” o a un 
giro conservador de la población costarricense 
que favoreció el apoyo a Fabricio Alvarado, como 
candidato con el discurso más vehemente en 
contra de los derechos de la población lgbtiq 
(Díaz González, 2018b). Si bien no se puede des-
cartar que quienes votaron por Fabricio Alvarado 
lo hicieran por estar en contra de los derechos de 
la población lgbtiq, los datos obtenidos mues-
tran que la resolución de la cidh no fue un as-
pecto fundamental para la mayor parte del 
electorado, a pesar de que diversos estudios de 

opinión han mostrado que —en general— la po-
blación costarricense muestra bajos niveles de 
apoyo al reconocimiento de derechos de estos 
grupos, como el matrimonio entre personas del 
mismo sexo y el cambio de género (Idespo, 
2015, 2017b).

Otro dato importante arrojado por el modelo 
se relaciona con la religión. Esta variable había 
dejado de ser, para finales del siglo xx una varia-
ble predictiva útil para determinar la intención 
de voto en Costa Rica (Steigenga, 2001). Sin em-
bargo, dicha apreciación requiere ser revisada, 
primero, porque tras casi veinte años la composi-
ción sociodemográfica de la población y, en espe-
cial, su matriz religiosa pudo variar de forma tal 
que esta variable tuviera una incidencia distinta 
en el comportamiento electoral de la ciudadanía. 
En segundo lugar, el balotaje de 2018 tuvo la ca-
racterística de que uno de los candidatos, Fabri-
cio Alvarado, profesara la creencia religiosa 
evangélica y representara a un partido abierta-
mente confesional evangélico. Además, algunos 
trabajos han anotado la influencia que el conser-
vadurismo religioso tiene en la política costarri-
cense (Arguedas, 2010; Fuentes, 2006); si bien 
otras investigaciones han indicado que su in-
fluencia en la política electoral, al menos en el 
plano discursivo, ha sido marginal en otros proce-
sos electorales (Díaz González, 2017a, 2017b).

Ante tal panorama, entre diversos medios de 
comunicación y analistas circuló la explicación 
de que el crecimiento electoral de Fabricio Alva-
rado se debió a cambios en la matriz religiosa de 
la sociedad costarricense, lo cual le permitió agru-
par el apoyo del sector “evangélico” (Bosques, 
2018; Gil, 2018; Salazar, 2017). La socióloga cos-
tarricense Laura Fuentes considera que el efecto 
de la religión fue más bien el inverso, pues la po-
blación católica podría haberse sentido ofendida 
por las manifestaciones de personas allegadas a 
Fabricio Alvarado contra las creencias católicas, 
y eso las motivó a dar su voto a Carlos Alvarado 
(Fuentes, 2019). Los datos arrojados por el mo-
delo permiten observar que las personas religio-
sas no católicas tenían menor probabilidad de 
votar por Carlos Alvarado, en ese sentido podría 
inferirse que Fabricio Alvarado sí logro aglutinar 
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el apoyo electoral del sector evangélico; sin em-
bargo, esto no puede interpretarse aún como la 
consolidación de un bloque electoral evangélico 
en Costa Rica, ya que los datos muestran que la 
resolución de la cidh también tuvo mucho peso 
en la definición de la preferencia electoral de la 
ciudadanía. Por lo tanto, se puede argumentar 
que el sector evangélico pudo encontrar en la fi-
gura de Fabricio Alvarado un representante de 
su posición conservadora ante los derechos se-
xuales y reproductivos, razón por la cual decidie-
ron votar por dicho candidato, será necesario 
esperar para saber si esto permite que se consoli-
de o fortalezca un grupo político religioso-con-
servador en el plano electoral costarricense, o 
bien no pase de ser más que un resultado coyun-
tural propiciado por la alta volatilidad y fragmen-
tación del sistema de partidos de Costa Rica.

Las otras variables sociodemográficas inclui-
das en el modelo continúan con la tendencia en-
contrada por estudios anteriores que muestran 
que los votantes del pac suelen ser personas con 
mayor nivel de escolaridad y menor edad que los 
votantes del resto de los partidos políticos (Pig-
nataro y Cascante, 2017)

Por último, se desea recalcar que los datos 
analizados muestran que los niveles de sociabili-
dad política secundaria y terciaria no tienen una 
relación significativa con la intención de voto de 
la ciudadanía costarricense para la segunda ronda 
electoral de 2018. Al respecto, la literatura revisa-
da muestra la importancia de estos niveles para 
formar las preferencias políticas de las personas, 
aunque no necesariamente se liga con el com-
portamiento electoral. Asimismo, algunas de las 
variables que componen estos niveles, por ejem-
plo, la información brindada por los medios de 
comunicación y la campaña electoral de los parti-
dos, tienden a considerarse como elementos in-
fluyentes en las preferencias electorales de la 
ciudadanía. Dado esto no puede descartarse que 
la sociabilidad secundaria y terciaria no influyan 
directamente en el comportamiento electoral, 
sino que lo hagan a través de la sociabilidad polí-
tica primaria, por lo tanto, es necesaria la realiza-
ción de otros estudios que se concentren en 
dichos niveles de socialización, para así poder 

aceptar o descartar su influencia sobre el com-
portamiento electoral de la población. Pg
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la complejidad de una idea simple
la investigación sobre el ingreso básico universal en la actualidad
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Introducción

El consenso mínimo que existe entre investiga-
dores y proponentes sobre la definición del 

ingreso básico universal (ibu) lo ha resumido la 
organización Basic Income Earth Network (bien) 
en la siguiente fórmula: “La renta básica1 es un 
pago periódico en efectivo entregado incondicio-
nalmente a todos de manera individual, sin re-
quisito de prueba o trabajo”.2, 3 Aunque podría-
mos considerar que los debates sobre esta idea 
tienen más de doscientos años, es desde finales 
de la década de 1960 cuando hay un aumento 
considerable de la riqueza y extensión de los 
mismos (Widerquist et al., 2013). Desde enton-
ces, se produjo un pico de interés a mediados de 
la década de 1980 en torno a dos artículos que 
tuvieron a la figura de Philippe van Parijs como 
uno de sus protagonistas. El primero, publicado 
en la revista Revue Nouvelle en 1984 “L’allocation 
universalle: un idee pour vivre autrement” esta-
ba firmado por tres miembros del colectivo Char-
les Fourier: el demógrafo Paul-Marie Boulanger, 
el economista Philippe Defeyt y el filósofo Phi-
lippe van Parjis. Este artículo puede considerar-
se como el punto de referencia original de la for-
mulación de la propuesta y su discusión en los 
términos en los que la entendemos actualmente. 
A pesar de eso, el artículo más reconocido, debi-

1 Renta básica o renta básica universal es como se conoce 
en otros países hispanohablantes el ingreso básico universal. Al 
tratarse de una revista publicada en México hemos adoptado el 
término ingreso básico universal (ibu), pero son términos per-
fectamente intercambiables en referencia al nombre en inglés 
universal basic income o simplemente basic income. Existen mu-
chos otros nombres como dividendo social, ingreso ciudadano 
o ingreso mínimo vital que hemos decidido descartar siguiendo 
el consenso dominante y por hacer alusión a propuestas más 
concretas.

2 Una interesante discusión sobre el tema de las diferentes 
definiciones dentro del bien se pueden leer en Malcolm Torry 
(2017). 

3 La primera formulación del concepto con esas palabras 
—basic income— y con este mismo sentido, parece encontrarse 
en un pasaje de A History of Socialist Thought (1953) del econo-
mista G.D.H. Cole donde se refiere a la postura de J.S. Mill 
frente a las propuestas de los fourieristas de redistribución de 
los beneficios del capital (Cole, 1953: 310). Como iremos viendo 
a lo largo de este artículo, esta primera impresión de simplicidad 
y claridad esconde en realidad debates de gran profundidad po-
lítica y académica.

do en gran parte a su título provocador, fue el se-
gundo. Publicado en 1988 en Theory and Society, 
revista donde se reproducían algunos de los de-
bates del September Group,4 el artículo “A Capi-
talist Road to Communism”, firmado por P.van 
Parijs y Robert J.van der Veen aún hoy es objeto 
de intenso debate. Entre uno y otro artículo, en 
1986, se había celebrado el primer encuentro in-
ternacional de investigadores vinculados al ibu. 
Entre éstos estaba también el economista britá-
nico Guy Standing, figura a la que se le atribuye 
la propuesta del nombre y las siglas de lo que 
desde entonces se llamará bien. Especialista en 
asuntos laborales y globalización, se convirtió rá-
pidamente en uno de los académicos más citados 
en la investigación sobre el ibu en el mundo an-
glosajón, especialmente tras la publicación de su 
superventas The Precariat: The New Dangerous 
Class (2011). Aunque no son los únicos, Guy 
Standing y Philippe van Parijs pueden consi-
derarse dos de los “padres fundadores” de la in-
vestigación académica sobre el ibu y dos de los 
nombres propios más citados y reconocidos in-
ternacionalmente cuando se trata de discutir de 
forma rigurosa en foros políticos y académicos 
sobre el mismo. Autores destacados, además, 
porque encarnan dos de las áreas de especializa-
ción de la investigación sobre el ibu más relevan-
tes: la economía aplicada y la filosofía normativa 
o teoría de la justicia. 

Las siglas propuestas por Standing, bien, per-
manecieron sin cambios cuando en 2004, en Bar-
celona, se transformó en el Basic Income Earth 
Network. Desde ese momento y en especial tras 
la crisis de 2008 y la búsqueda de nuevas res-
puestas para los nuevos problemas de nuestra 
época, el interés por el ibu no ha dejado de cre-
cer. Su ingreso definitivo en el debate público 
global se produjo en el World Economic Forum 
—más conocido como el Foro de Davos— en 
enero 2017. La presentación de la propuesta y su 
principal defensa la realizó el propio Standing, 
respaldado por el éxito que había generado su ya 

4 Grupo vinculado al marxismo analítico —autodenomina-
do “The non bullshit Marxist Group”— al que también perte-
necían grandes figuras como el recientemente fallecido Erik 
Olin Wright G.A. Cohen o Jon Elster.
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citado libro The Precariat: The New Dangerous Class 
(2011), publicado tras más de treinta años como 
directos del Programa de Seguridad Socioeconó-
mica de la Organización Internacional del Traba-
jo (oit). En los meses siguientes de ese mismo 
año otros organismos internacionales como la Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (ocde, 2017) o el Fondo Monetario 
Iinternacional (fmi, 2017) empezaron a investi-
gar sobre el tema de forma más sistemática y a 
extender sus debates por todo el planeta. Philippe 
van Parijs y Guy Standing han sido desde enton-
ces puntos de referencia insoslayables en la in-
vestigación sobre el ibu y ambos publicaron, 
también en 2017, dos libros que sintetizan desde 
diferentes perspectivas casi todo lo que se ha in-
vestigado a propósito del ibu y los debates que lo 
rodean. Basic Income: A Radical Proposal for a Free 
Society and a Sane Economy (Van Paris y Vander-
borght, 2017) y Basic Income: And How We Can 
Make It Happen (Standing, 2017) podrían consi-
derarse como un “estado de la cuestión” de la 
investigación sobre el ibu treinta años después 
de la creación del bien. 

Aquí nos proponemos explorar ambos libros a 
la luz de un conjunto de bibliografía más amplia 
que nos permita observar también los matices y 
diferencias entre sus creadores. Estos libros, aun-
que mantienen una clara intencionalidad de sín-
tesis bibliográfica, sí tienen una diferencia de 
fondo en la intención de los autores que es im-
portante considerar desde el principio: el libro de 
Van Parijs y Vanderborght (VPyV en adelante), 
publicado por Harvard University Press, tiene 
realmente una intención de exhaustividad abso-
luta. La mitad de sus páginas están ocupadas por 
referencias bibliográficas y notas de profundiza-
ción sobre cada tema y se puede advertir un tono 
más académico que busca cierta objetividad sin 
que esto haga retroceder sus posiciones políticas. 
El libro de Standing, en cambio, está claramente 
orientado a usar la bibliografía en términos ar-
gumentativos a favor del ibu con la forma de una 
“guía reflexiva” (Standing, 2017: 9) ante un “impe-
rativo político” (Standing, 2017: 8). Esta intención 
de Standing, en vez de ser un impedimento, en 
realidad le permite arriesgar más en los argumen-

tos e ir en ocasiones más allá que los autores 
continentales en algunos debates y ofrecer un es-
pectro más intenso de los mismos. A pesar de 
esto, vistos de cerca, los dos libros mantienen 
una estructura muy similar que puede perfecta-
mente recorrerse en paralelo.

La historia y la clarificación conceptual
Para empezar ambos libros utilizan los primeros 
capítulos para algo así como una aclaración con-
ceptual sobre el ibu de la cual en realidad no 
 terminan de despegarse a lo largo de toda su ar-
gumentación. Esto se debe a la principal caracte-
rística del objeto de estudio del que tratamos: 
una “idea”. VPyV se centran en tratar de aclarar 
aspectos como el hecho de que estemos hablan-
do de una prestación “monetaria” y no en espe-
cie, “individual” y por lo tanto no referida al 
hogar como unidad, “universal” y por eso opues-
ta a las políticas “focalizadas” a ciertos grupos e 
“incondicional” en tanto que “derecho subjeti-
vo” ciudadano y no sujeta a ningún control. 
VPyV dedican además un espacio a explicar, a 
partir de esta primera clarificación, en qué senti-
do el hilo conductor de su presentación es en rea-
lidad el de los debates en torno al futuro del 
bienestar social y la economía. Standing, por su 
lado, opta por esta misma estrategia —que he-
mos llamado de aclaración conceptual— pero 
con un matiz sobre la importancia de la “regula-
ridad” del pago. Es decir, la diferencia sustancial 
de entenderla como el derecho a una “renta” y 
no como un “capital”. Para el inglés hay una jus-
tificación original y primigenia del ibu fun-
damentada en una idea de justicia económica 
específica sobre la que va a insistir en diferentes 
puntos de libro. Esta justificación es la que lo lle-
va a aclarar desde el inicio su preferencia por el 
término “dividendo social”. Cualquiera que 
eche un vistazo a la literatura sobre el ibu se dará 
cuenta de que los diferentes nombres que ha te-
nido esta propuesta no son casuales y presentan 
matices relevantes. Esta formulación preferida 
por Standing es la que le facilita poner el acento 
en uno de los puntos centrales de su argumenta-
ción: entender el ibu como el retorno de la in-
versión a la sociedad de la riqueza que se ha 
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generado y acumulado de manera colectiva. Para 
los autores belgas en cambio, tal como aparece 
en el título y algunos de sus ensayos más famosos 
sobre el tema (Van Parijs, 1995), la justificación 
primera está en la preocupación por la libertad. 
Una discusión heredada de John Rawls y las co-
rrientes de pensamiento vinculadas con el re-
publicanismo democrático (Raventós, 2007). 
Aunque ambas argumentaciones terminan al fin 
y al cabo por entremezclarse en diferentes mo-
mentos, es en este matiz de enfoque donde po-
demos ver una diferencia interesante sobre la 
forma de abordar el problema, claramente deri-
vada de los orígenes disciplinarios de sus autores.

VPyV dedican también un espacio relevante 
de su escrito a comparar el ibu con otra serie de 
políticas que, si bien tienen cosas en común con 
el ibu, ofrecen la posibilidad a los autores de afi-
nar más la definición del mismo y profundizar en 
los detalles de esta idea. La primera es diferen-
ciarla de la “dotación básica” o “capital básico” al 
que veíamos que se refería Standing. El “capital 
básico” se acerca más a la idea original de Tho-
mas Paine y los republicanos clásicos —sobre la 
que luego volveremos— y se refiere a una do-
tación de dinero que se daría a todos los ciuda-
danos de una comunidad al comenzar su vida 
adulta para que pudieran comenzaran con el mis-
mo nivel de oportunidades. Para los autores, una 
medida así no tendría en cuenta que la desigual-
dad social se basa también en el capital social y 
cultural que ayuda, por ejemplo, a saber qué ha-
cer con ese dinero. Con un capital inicial univer-
sal en realidad el riesgo de cometer errores con 
una cantidad fija y única de dinero no se distri-
buiría igualmente. Una renta mensual permitiría 
que las personas pudieran cometer errores y aún 
así tendrían un sustento, lo cual en términos de 
justicia social e igualdad de oportunidades, sobre 
la que basan mucha de su argumentación, sería 
mucho más eficiente.

La siguiente propuesta analizada y que en 
muchos sentidos se ha considerado un equiva-
lente del ibu es el impuesto negativo sobre la 
renta (nit, por sus siglas en inglés). Esta discu-
sión es especialmente relevante debido a que el 
nit es la fórmula con la que Milton Freedman y 

Richard Nixon declinaron la idea de un ibu a tra-
vés del sistema fiscal. Aunque el nit puede im-
plicar en realidad un abanico amplísimo de 
fórmulas, es la que más ha llamado la atención 
de los economistas neoclásicos. La principal di-
ferencia con el ibu es que éste es un ingreso ex 
ante a la declaración de impuestos, mientras que 
el nit se haría ex post a la misma. Esto hace que, 
por muy bien diseñado que esté el nit, deba 
existir algún tipo comprobación de ingreso y por 
lo tanto no se beneficiaría de todos los efectos po-
sitivos de la incondicionalidad absoluta. En todo 
caso es interesante notar cómo los autores termi-
nan por aceptar que ésta es a fin de cuentas una 
de las herramientas de implementación realista y 
viable5 de un sistema de garantía de rentas como 
camino de transición hacia el ibu. Un enfoque 
que parecen complejizar por ejemplo autores de 
referencia sobre el tema en España, como Daniel 
Raventós en el reciente estudio de simulación 
para su propuesta de financiación del ibu para el 
país mediterráneo (Arcarons et al., 2018). Por últi-
mo se busca hacer la comparación con un “cré-
dito tributario” y los llamados “complementos 
salariales”, que en definitiva se convierten en 
“créditos fiscales” rembolsables pero orientados 
sólo a los trabajadores. Ambas son políticas de 
mantenimiento de rentas que se concentran sólo 
en los trabajadores pobres y por lo tanto están 
condicionadas a la situación laboral y que poco o 
nada harían, por ejemplo, por los desempleados. 
Esto hace que estas opciones propuestas sean 
mucho menos interesantes que el nit y resalta el 
valor del ibu como una política realmente de ciu-
dadanía. 

Standing, en realidad, no aborda la cuestión 
de las alternativas hasta mucho más adelante en 
su libro en el capítulo 9 llamado “The Alternati-
ves”. Ahí es donde su estilo más argumentativo 
le permite ampliar el foco y hablar no sólo de las 
políticas de transferencia de rentas, “parientes” 
del ibu (Van Parijs y Vanderborght, 2017: 29), 
sino que discute el conjunto de las grandes polí-

5 Para una profundización de los debates relativos a la im-
plementación y la complejidad de los enfoques realmente uni-
versalistas e incondicionales de las transferencias de renta ex 
ante léase a De Wispeleare y Stirton (2012).
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ticas que pueden considerarse como alternativas 
para resolver los mismos problemas. Éstas son 
políticas que ya existen y de las que podemos 
recabar datos y comparar su efectividad y sus 
límites: el salario mínimo, la seguridad social 
contributiva, las políticas de asistencia social con-
dicionada, las subvenciones de comidas los pro-
gramas de “workfare” y los créditos fiscales. La 
razón de haber presentado más tarde las alterna-
tivas es que Standing ha tenido tiempo de pre-
sentar al lector algunos de los principios con los 
que, según su concepción de justicia económica, 
evaluar estas políticas: las políticas son justas si 
mejoran la seguridad de los grupos mas insegu-
ros de la sociedad, las políticas no son paternalis-
tas si no imponen controles a ciertos grupos y a 
otros sí, las políticas deben mejorar la libertad de 
los beneficiarios y limitar el poder discrecional 
de los que las diseñan. A estos principios se unen 
además el de la “restricción ecológica” y el del 
“trabajo dignificado”: una política no debe de im-
plicar costes ecológicos sobre la comunidad y no 
puede impedir que la gente busque empleo de 
forma digna. Como cabría esperar, ninguna de las 
políticas actualmente existentes es capaz de cum-
plir todos estos principios y es entonces cuando 
Standing nos presenta el ibu como una propuesta 
mucho mejor respecto al sistema clásico de pres-
taciones y seguridad social o propuestas similares 
como el nit. Si se rescata la máxima de Richard 
Titmuss de que “un servicio para pobres” inevita-
blemente se convierte en un “servicio pobre”,6 
Standing refuerza también la solidez argumental 
de la “universalidad” y la “incondicionalidad” del 
ibu. A grandes rasgos, mientras que VPyV se man-
tienen en la argumentación filosófico-lógica pro-
pia de su tradición de pensamiento, Standing 
concluye que en realidad la mayoría de las políti-
cas alternativas no consiguen los objetivos que se 
proponen ni tienen capacidad de hacer frente a los 
nuevos retos de este siglo. Dos estilos argumenta-
tivos distintos que en todo caso hace que no difie-
ran sustancialmente de sus posiciones finales.

6 Ésta es una de las características centrales del modelo “re-
sidual” en la clásica clasificación de los sistemas de bienestar 
de Richard Titmuss (1974).

Los dos libros concluyen estos capítulos con 
discusiones en torno a propuestas como el traba-
jo garantizado (tg) o la reducción de la jornada 
laboral. Ambos concuerdan en que el plantea-
miento del tg se encuentra en las antípodas del 
del ibu y que, aunque reservan sus mayores crí-
ticas a la dificultad y complejidad de su imple-
mentación, terminan por considerar el tg como 
un “complemento modesto” del ibu (Van Parijs y 
Vanderborght, 2017: 48). Respecto a la propuesta 
de reducción de la jornada laboral es especial-
mente interesante la argumentación de VPyV, ya 
que consideran que esta reducción es absoluta-
mente deseable pero se muestran muy reacios a 
que sea a través de una ley concreta que obligue 
a su reducción. Más bien habría que esperar que 
el ibu hiciera sus efectos en la mejora de la capa-
cidad de negociación de los trabajadores en el 
mercado para conseguir reducir el número de ho-
ras de trabajo. Un matiz muy importante si consi-
deramos lo que decíamos al principio: para VPyV 
la principal justificación del ibu es que se trata de 
una herramienta especialmente efectiva para au-
mentar la libertad de las personas, que es al fin y 
al cabo el núcleo de la propuesta. Esta libertad 
que se vería restringida con una política que 
“obligara” a la disminución de la jornada laboral. 

El siguiente punto que puede recorrerse en 
paralelo son las discusiones en torno a la historia 
del ibu. Desde la construcción de las primeras 
concepciones de asistencia pública, de la poste-
rior seguridad social y su desarrollo en políticas 
de rentas mínimas y prestaciones como la Bolsa 
Familia de Brasil o Prospera de México, VPyV 
muestran el hilo de desarrollo de lo que cono-
cemos como Estado de Bienestar que debería 
llevarnos hasta el ibu. Comenzando por las expe-
riencias concretas en Inglaterra y el famoso caso 
del modelo Speenhamland y las Leyes de Po-
bres7 hasta las diferentes ideas que profesaron 

7 Lo que sucedió con el modelo Speenhamland británico 
en el siglo xix es un debate histórico central en la investigación 
sobre el ibu. Aunque en realidad pude considerarse un sistema 
más cercano al actual entramado de políticas de rentas y subsi-
dios, sin duda tiene elementos para considerarse en un lugar 
destacado de esta historia del ibu. Los análisis sobre lo que su-
cedió con Speenhamland suelen remitirse a la opinión desfavo-
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intelectuales de la Ilustración sobre las mismas. 
Todo este conjunto de fenómenos se califica 
como la prehistoria del ibu, pero aparecería en 
cambio como idea específica de la pluma de 
Thomas Paine en su panfleto “Justicia agraria” 
([1797] 2014). T. Paine iniciaría la historia del ibu 
en su radicalización de los ideales del republica-
nismo democrático al exponer de forma clara la 
necesidad de garantizar a las personas su susten-
to material como un objetivo ético y político rea-
lizable8. Idea que ejerció gran influencia en 
algunos de los precursores del socialismo utópi-
co como Charles Fourier y que será retomada 
más tarde por Joseph Charlier de forma más cla-
ra. A partir de aquí, según VPyV, la idea reapare-
ce en distintos autores, como John Stuart Mill 
que, en su Principios de economía política ([1848] 
1951), dedica a los debates sobre la posibilidad 
garantizar el derecho a una renta. Un momento 
clave de esta historia, el paso del debate intelec-
tual a la propuesta práctica sucede a través de 
Bertrand Russell y su influencia en diferentes 
sectores de laborismo británico que en la década 
de 1920 discutieron en sus congresos, para des-
pués reaparecer al otro lado del Atlántico en boca 
de grandes economistas y diferentes extremos 
del espectro político como Milton Freedman y 
John Kenneth Galbraith y sus respectivas in-
fluencias en el Plan de Asistencia Familiar de 
Nixon (basada en un nit, como mencionábamos 
más arriba) y en la propuesta de Subvención de 
Ingreso Mínimo del senador McGovern que ge-
neraron entonces amplios debates públicos que 
darían paso a varios proyectos piloto sobre el uso 
del nit (Tena Camporesi, 2018). Este recorrido 

rable que Polany ([1944] 2003) expresa en el capítulo séptimo 
de La gran transformación y los comentarios despectivos al 
 respecto de las Poor Laws de Marx y Engels en el Tomo I del 
El Capital. En realidad la más reciente revisión de distintos 
historiadores en la década de 1960 (Blaug, 1963, 1964) sobre los 
informes que en ese momento, 1834, emitió el Real Commi-
ssion Report —en los que se basa Polany— ponen seriamente 
en duda que sean atendibles (Block y Somers, 2003).

8 Aunque se trate de una propuesta de pago en efectivo, 
individual y universal, la de Paine no era para toda la vida adul-
ta. Este es un punto que le reprochó directamente Thomas 
Spence en su The rights of Infants ([1797] 2004) en el que sí exis-
te la formulación de un ibu trimestral genuino durante toda la 
vida. 

concluye en la actualidad con dos experiencias: 
la primera es el de la creación del Dividendo So-
cial en Alaska en la década de 1970 y que sigue 
actuando hoy en día como el referente práctico 
más cercano a una idea genuina de ibu. La se-
gunda es la experiencia de construcción de la red 
global de apoyo al ibu, el bien, que es probable-
mente una de las mayores garantías de supervi-
vencia en el mediano plazo de esta propuesta y 
cuya creación coincide con un aumento conside-
rable de publicaciones sobre el tema.

Standing a pesar de no utilizar el concepto de 
prehistoria va a encontrar los orígenes de la idea 
del ibu más atrás: en la Grecia de Pericles duran-
te las reformas antioligárquicas llevadas a cabo 
por Ephialtes en el año 461 a.C., reformas que 
consistieron principalmente en establecer un sa-
lario como compensación a las tareas de ciudada-
nía de los atenienses con el objetivo de permitir 
ejercer la vida pública a los más pobres de la ciu-
dad, de la que quedaban por entonces exclui-
dos.9 Para pautar este proceso Standing utiliza en 
cambio el termino de “olas”, con el fin de marcar 
los diferentes momentos en que aparece y se dis-
cute la idea de ibu. La primera iría desde  Thomas 
Paine hasta prácticamente la Primera Guerra 
Mundial, la segunda estaría marcada por el espí-
ritu de posguerra y cuya figura más prominente 
sería Bertrand Russell, la tercera es la que nos 
traslada a Estados Unidos, la experimentación 
con el nit, las propuestas de Nixon y las preocu-
paciones más propias de nuestro tiempo, como el 
desempleo y el cambio tecnológico y, por último 
la cuarta ola —en la que nos encontramos— que 
está marcada por el nacimiento del bien a finales 
de la década de 1980.10 

9 Para una profundización de estas reformas, leídas en la 
 tradición republicana, puede revisarse el segundo capítulo de 
El eclipse de la fraternidad del historiador Toni Doménech (2019). 
La idea vuelve a resurgir después en diferentes momentos du-
rante la Edad Media, en especial en las argumentaciones del 
escritor y filósofo español Juan Luis Vives en su defensa de una 
caridad pública, para trasladarse después a los escritos de Mon-
tesquieu en el “Espíritu de las leyes”, publicado en 1748, y la 
necesidad de que la república garantizase una vida digna a toda 
la población formulada como “derecho a la existencia”.

10 Sería discutible entonces si el crac de 2008 y la siguiente 
década no podrían marcar otro hito de debates en el que nos 



volumen xxvII  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2020 69Política y gobierno

La complejidad de una idea simple: La investigación sobre el ingreso básico universal en la actualidad

La deseabilidad ética
Tras este repaso conceptual e histórico tenemos 
algunos de los capítulos nucleare de ambos li-
bros, los que se centran en la deseabilidad ética y 
normativa del ibu. VPyV construyen su argu-
mentación ético-normativa en torno al llamado 
“problema del polizón”, ya que éste ha sido un 
punto clave que ha llevado a posicionarse a mu-
cha gente a favor o en contra de esta propuesta 
en términos éticos. Muchos pueden aceptar el 
ibu como una medida radical para acabar con la 
pobreza o redistribuir la riqueza, pero se opone a 
ella en términos éticos: no es justo que quienes 
no aportan nada a la sociedad reciban dinero de 
los que sí trabajan, como polizones a bordo de un 
barco.

Para enfrentar este tema, VPyV hacen un lar-
go recorrido por las diferentes formas de plantear 
la cuestión según los distintos teóricos de libera-
lismo igualitario —de los que los autores se sien-
ten parte— como Amartya Sen, Ronald Dworkin 
y John Rawls. Aunque es posible considerar a 
VPyV como pertenecientes a la tradición vincu-
lada con la libertad republicana de Philipp Petit11 
—como puede serlo Standing de forma más ex-
plícita— es aquí donde los autores aclaran que 
en todo caso se trataría de une feliz coincidencia. 
Ellos estarían mucho más cerca de la tradición 
del liberalismo igualitario de John Rawls a quien, 
precisamente por esto, dedican una gran canti-
dad de espacio. Estas páginas son de particular 
relevancia, ya que resumen y detallan uno de los 
debates más intensos entre Rawls y Van Parijs 
conocido como “el surfista de Malibú” (Van Pa-
rijs, 1991). Aquí nos encontrarnos la famosa pro-
puesta de Van Parijs de volver a “Rawls contra 
Rawls”. Esto lo hace al extraer las premisas y 
conclusiones asumidas por Rawls a partir de su 
principio de la diferencia —por el cual los indivi-
duos que están en peor situación son los que de-

encontramos, como argumentan Amy Downes y Stewart Lan-
saly (2018).

11 Puede leerse con más profundidad la posición y concep-
tualización del autor sobre la libertad republicana entre otros 
en su libro Republicanismo: Una teoría sobre la libertad y el gobier-
no (1999).

ben alcanzar el mejor resultado posible en un 
índice concreto— e insertarlas en un planteamien-
to que tiene en cuenta el promedio de este índice 
en el conjunto del proceso de vida de ese indi-
viduo.12 Esta es la fórmula que usan VPyV para 
replantear la cuestión de la reciprocidad y los de-
bates sobre lo que entendemos colectivamente 
como socialmente útil, ensanchando la propues-
ta de Rawls al conjunto de la vida de un indivi-
duo. Desde esta concepción aparecen también, 
por ejemplo, las argumentaciones de teóricas fe-
ministas como Nancy Fraser o Carole Pateman y 
el problema del trabajo reproductivo. ¿No po-
dríamos acaso considerar a todos los hombres a lo 
largo de su vida como “polizones” del trabajo de 
cuidados? La forma en la que el feminismo ha 
incorporado los debates sobre el ibu lo ha conver-
tido en un espacio específico de investigación y 
análisis que ha ayudado a ampliar el debate de 
forma considerable (Baker, 2008; Pateman, 2004; 
Robeyns, 2008).

La discusión se traslada también hacia el aná-
lisis sobre lo que han planteado al respecto dife-
rentes corrientes de pensamiento consideradas 
de izquierda. Desde el libertarianismo y la liber-
tad común y los marxismos hasta las diferentes 
corrientes poskeynesianas y la función macro-
económica del ibu. Los libertarios, muy cercanos 
a los planteamientos de Standing, consideran 
ante todo la propiedad común de los recursos 
naturales y el ibu como un mecanismo de redis-
tribución de esa propiedad colectiva. Los marxis-
mos tienen diferentes posiciones favorables y 
contrarias que terminan por girar también en tor-
no al “problema del polizón”. Si ponemos en el 
centro la cuestión de la explotación y el trabajo, 
volveríamos a considerar injusto el ibu como una 
renta que es robada a quien sí trabaja, pero si po-
nemos en el centro la libertad de no ser explota-
do, consideraríamos el ibu desde la perspectiva de 
la libertad republicana y la capacidad de exten-
der la esfera de autonomía de las personas res-
pecto al mercado e incluso una “vía capitalista al 

12 Una explicación mucho más detallada de esta operación 
sobre el pensamiento de Rawls se puede encontrar en Van Pa-
rijs (2002).
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comunismo” (Van Parijs y Van der Veen, 1988). 
VPyV hacen además una crítica frontal a las argu-
mentaciones de A.C. Pigou y la felicidad. La feli-
cidad, debido a la complejidad de su definición, 
no puede servir como horizonte normativo para 
apoyar la implementación de algo como un ibu y 
lo mismo sucedería para VPyV con las argumen-
taciones poskeynesianas, que son muy útiles 
para detectar efectos positivos en la economía, 
pero no sirven desde el punto de vista de la de-
seabilidad ética, ya que a fin de cuentas no expli-
can en qué sentido es mejor un ibu que otro tipo 
de opciones con el mismo efecto en la demanda 
agregada. 

Standing, como ya señalamos, antes que dar-
nos un panorama completo, profundiza más bien 
en el marco ideológico que considera propio: el 
de la justicia social. El carácter fundamental-
mente colectivo de la riqueza es la razón básica 
sobre la que debería moverse la argumentación 
ética a favor del ibu, la visión que el autor llama 
libertarianismo de izquierdas. Una posición que 
por un lado chocaría con el pensamiento de dere-
chas y por el otro con las posiciones más pu-
ramente igualitaristas de las políticas sociales 
del Estado de Bienestar y la seguridad social. 
Standing se considera en gran parte un seguidor 
del economista estadounidense de finales del si-
glo xix Henry George, que bajo esta premisa de 
la propiedad colectiva de la tierra propuso, en su 
libro Progreso y miseria de 1879, su reparto equita-
tivo a través de un impuesto único:13 una tasa sobre 
la tierra que redistribuyese la renta generada a 
toda la población reemplazando el resto de los 
impuestos sobre el trabajo y la producción. Para 
Standing esta idea de justificar un ibu como re-
parto de la herencia de riqueza social puede sos-
tenerse tanto para la tierra como, por ejemplo, 
para las patentes. Siguiendo con argumentos si-
milares a los que podemos encontrar en los libros 
de Mariana Mazzucato (2014)14 termina siendo 

13 Para profundizar en las ideas y el recorrido del pensa-
miento de Henry George véase Ramos Gorostiza (2000).

14 Mazzucato ha argumento, con una gran repercusión aca-
démica y social, en El Estado emprendedor (2014), cómo la ma-
yoría de las tecnologías que hoy atribuimos al desarrollo del 
sector privado serían impensables sin la inversión del sector 

injustificable que gente como Bill Gates acumu-
le fortunas de 80 000 millones de dólares con una 
tecnología que él desarrolló pero que sería im-
pensable sin una ingente cantidad de trabajo co-
lectivo.

La “segunda principal razón para defenderla” 
(Standing, 2017: 39) es la libertad. Para mostrar-
nos su posición sobre el tema, Standing se refiere 
a una “libertad básica”, es decir a la libertad ori-
ginal condición sine qua non para poder ejercer el 
resto de las libertades civiles. Esta es la posición 
que le hace tomar la distancia fundamental con 
los libertarianos de derechas y defensores del ibu 
como Charles Murray que, a grandes rasgos, de-
fienden la eliminación del resto de los programas 
de bienestar como justificación de su implemen-
tación (Murray, 2006). Autores en esta misma lí-
nea de pensamiento, como Zwolinski (2012) 
presentan aquí el principal trade-off o intercam-
bio de un ibu y la contradicción que podría impli-
car para la libertad de otros aumentar demasiado 
los impuestos para financiarla. Un debate que ha 
involucrado al propio bien, que aprobó una reso-
lución al respecto de que el ibu debía de asegurar 
el mantenimiento del resto de las instituciones 
del Estado de Bienestar en su Congreso en Seúl.15

A pesar de esto Standing es mucho más duro 
con los que se encuentran de su “lado” del es-
pectro ideológico: los “paternalistas libertarios”. 
Apoyados en la economía conductual y la teoría 
de los nudges, consideran que la principal labor de 
los diseñadores de políticas debería ser orientar 
a los pobres a tomar buenas decisiones.16 Éste es 
un punto contra el que también escribe, por 
ejemplo, el historiador holandés Rudger Breg-
man en su reciente superventas Utopías para 
realistas. A favor de la renta básica universal, la se-
mana laboral de 15 horas y un mundo sin fronteras 
(2017) al considerar que, desde el punto de vista 
empírico, no tiene ningún sentido considerar a 

público y su mucha mayor capacidad de correr riesgos respecto 
al sector privado.

15 Puede verse la resolución aquí: https://basicincome.org/
news/2016/10/international-biens-clarification-ubi/

16 Los paternalistas libertarios usan enfoques de psicología 
conductual aplicados a la economía que pueden verse en Tha-
ler y Sustein (2009).
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los pobres menos racionales que el resto de la po-
blación (Bergman, 2017: 171). Es precisamente 
ese “leve” paternalismo lo que termina por con-
vertir en burocracias kafkianas los sistemas de 
prestaciones y encerrando a las personas en las 
“trampas de la pobreza”. El ideal de libertad re-
publicana, uno de los nodos ideológicos de unión 
de la mayoría de los defensores del ibu (Cassasas 
y Raventós, 2006) es incompatible con esto. Ésta 
busca profundizar en la idea de libertad “negati-
va” entendida como “no dominación”. Es una 
de las ideas fundamentales surgidas en torno al 
concepto de “ciudadanía” ateniense, la libertad 
de no tener que pedir permiso, la libertad sería la 
posibilidad de actuar colectivamente y no poder 
ser esclavizado por otros. El ibu permitiría tener 
la libertad de rechazar los empleos que no nos 
gusten y aceptar los que sí, empezar un negocio 
teniendo cierta seguridad financiera, dedicar 
más tiempo al trabajo de cuidados, a las artes e 
incluso la libertad de decidir no hacer nada —li-
bertad a la que Standing dedica un apartado en-
tero—. A partir de aquí entendemos cómo la 
importancia del ibu no es sólo la cantidad de di-
nero, sino la capacidad de dotar de una mínima 
seguridad y certidumbre.17

La viabilidad técnica
El siguiente conjunto de temas que tratan los 
dos libros es el de los debates relativos a las posi-
bilidades de financiación, su viabilidad econó-
mica y la calidad de la evidencia empírica que 
podemos rescatar con los experimentos de ibu. 
En este punto la diferencia entre VPyV y Stan-
ding también es clara: aunque ambos saben que 
hay que moderar las expectativas sobre la capa-
cidad predictiva de los llamados “proyectos pi-
loto”, Standing se muestra a favor de seguir 
profundizando en esta vía mientras que para 
VPyV es en cierto modo secundaria. VPyV anali-

17 Ésta es por ejemplo la principal variable causal detectada 
por la investigadora E. Forget (2011) del efecto de un ibu en la 
mejora de la salud de las personas en el experimento en Dau-
phin (Manitoba) en la década de 1970. Ese horizonte de liber-
tad financiera es el que permite a las personas la libertad de 
tomar decisiones que son fundamentales para tener una buena 
salud física y mental.

zan con cierta profundidad las limitaciones de los 
diferentes pilotos y de los modelos economé-
tricos que han tratado de arrojar luz sobre los po-
sibles efectos del ibu en la macroeconomía y 
encuentran que en general suelen tener limita-
ciones como su corta duración y otro tipo de res-
tricciones relativas a la forma de selección de las 
muestras.18 Standing, por su parte, como de-
muestra su participación directa en la realización 
de uno de los pilotos más conocidos en India,19 sí 
los considera fundamentales. Si dichos pilotos 
están hechos de forma consistente sirven para 
discutir muchas de las críticas vertidas sobre el 
ibu, en especial las vinculadas a los efectos desas-
trosos que tendría en términos de incentivos eco-
nómicos, así como para afirmar sus efectos 
positivos, como la disminución del estrés y la 
mejoría en la salud.

La galaxia de posibilidades y vías de financia-
ción del ibu es mucho mayor de lo que parece en 
un primer momento y, sobre todo, no es algo que 
podamos abordar de forma separada de la pro-
puesta concreta en cada caso. Estas vías pasan por 
el aumento de los impuestos sobre la renta, el ca-
pital, el patrimonio, el consumo, el reparto de los 
frutos de las propiedades colectivas de los recur-
sos naturales y las políticas monetarias expansi-
vas de los bancos centrales. El objetivo de estos 
apartados en ambos libros es el de convencer al 
lector que existen múltiples posibilidades de fi-
nanciación que se deben abordar en cada lugar 
específico, y que éstas no sólo son viables sino 
que tienen efectos positivos para el conjunto de 
la economía. Ninguna de ellas es al fin y al cabo 
la panacea y la combinación de algunas en distin-
tos procesos de acercamiento a la implementa-
ción real de un ibu tienen que seguir tomándose 
en consideración. 

Éste es además uno de los temas en el que 
Standing es especialmente convincente debido 
por un lado su especialidad académica, pero tam-
bién, como mencionamos, a su tono más argu-
mentativo. Standing comienza con un ataque 

18 Para un análisis detallado sobre la información del con-
junto de evidencia empírica relativa al ibu véase Tena Campo-
resi (2018).

19 Su investigación puede leerse en Davala et al. (2015).
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frontal a los muchos críticos que consideran el 
ibu insostenible financieramente y consideran 
que por lo general está basado en “cálculos de 
servilleta” (Standing, 2017: 89); en realidad nin-
guno de ellos ha entendido realmente qué es y 
cómo operaría un ibu y ha dejado de lado cuestio-
nes centrales para su cálculo. Un ejemplo es que 
entendido como simple mecanismo de redistri-
bución de recursos de las rentas más altas a las 
más bajas, en algún modelo de nit, podría redu-
cir su coste neto para el Estado a cero. Por otro 
lado, en las críticas no se suele tener en cuenta 
todo lo que se ahorraría con la sustitución de una 
serie de prestaciones existentes actualmente de 
cuantía igual o más baja pero más ineficientes, o 
del ahorro en las subvenciones agrícolas que ter-
minan siempre en manos de los grandes propie-
tarios, o en la eliminación de la gran variedad de 
exenciones y concesiones fiscales que en el caso 
de Reino Unido implican cerca de 10 por ciento 
del producto interno bruto (pib) (Standing, 2017: 
92). Aunque todas las propuestas concretas de 
financiación combinan distintas intensidades de 
estos elementos, hay que tomarlas siempre como 
orientativas. Lo que demuestra de forma convin-
cente Standing es que se trata siempre de pro-
puestas viables que además suelen trabajar con 
presupuestos de neutralidad del gasto público 
y por lo tanto presuponen una recaudación igual. 
Hay dos puntos interesantes sobre los que re-
flexiona Standing que son periféricos a la cues-
tión de la viabilidad económica pero que es 
interesante resaltar. Uno es el del problema del 
acceso a la vivienda, en especial en las grandes 
ciudades, que amenaza con volver inviable y ab-
sorber cualquier proyecto de transferencia de 
rentas: Un problema sobre el que hay que re-
flexionar de forma específica para contar con la 
viabilidad de la propuesta. El otro es el de la in-
migración, Standing le da la vuelta totalmente a 
la argumentación tradicional que presenta el ibu 
como desastroso en tanto que motor de un “efec-
to llamada” sobre los países ricos. El problema en 
una sociedad globalizada no es la inmigración, 
en todo caso sería la migración desde el punto de 
vista de los países emisores y el ibu podría ayudar 
en este sentido. El problema político fundamen-

tal en los países “receptores” es en realidad la 
xenofobia, especialmente en países con pirámi-
des poblacionales totalmente invertidas, y en 
esto también el ibu podría ayudar. Una gran parte 
de los sentimientos anti-inmigración se generan 
cuando los ciudadanos perciben que personas 
migrantes son seleccionadas antes que ellos por 
sus características socioeconómicas, propias de 
los subsidios condicionados. El ibu, al volverse 
universal, pero solo por criterios de residencia le-
gal, podría reducir este tipo de inmigración selec-
tiva y al mismo tiempo reducir los sentimientos 
anti-inmigración de esos grupos sociales que per-
ciben que las prestaciones se reciben por un cri-
terio más justo como es el de pertenencia a una 
comunidad. 

Otro de los puntos centrales a los que Stan-
ding dedica un capítulo entero es a tratar de ex-
plicar la conexión entre el ibu y una de las ideas 
clave de su concepto de “precariado”: la “incerti-
dumbre”. El desarrollo de nuestros Estados de 
Bienestar ha estado vinculado de manera muy 
poderosa a lo que la bibliografía entiende como 
percepción social del riesgo (Taylor Gooby, 
2004). Los diferentes procesos históricos que 
han llevado a la consolidación de estos sistemas 
estaban anclados a la necesidad de la población 
trabajadora de reducir los riesgos que podían su-
ceder ante diferentes contingencias: desempleo, 
los problemas de salud o accidentes laborales. 
Esto implicaba una visión del riesgo como algo 
cuantificable, algo malo que podía sucederte en 
el curso normal de tu vida como trabajador y que 
por lo tanto podías calcular las probabilidades de 
que sucediera y poder así asegurarte. Esta per-
cepción es la que ha construido los denominados 
sistemas de seguridad social. En cambio la “in-
certidumbre” implica “desconocer lo desconoci-
do”, la falta absoluta de certezas es imposible de 
cuantificar y por lo tanto de “asegurar” en estos 
términos. Ésta es la situación que caracteriza ac-
tualmente al “precariado”: entradas y salidas 
permanentes del mercado de trabajo implican la 
imposibilidad de cotización continua o ahorro 
para poder asegurarse ente estos riesgos. Es aquí 
donde los Estados de Bienestar fallan. Un ibu se-
ría un mecanismo mucho más efectivo frente a 
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esta “incertidumbre” y estaría por lo tanto mu-
cho más cerca de nuevos sistemas de seguridad 
social que de un desarrollo del sistema de rentas 
mínimas. Además el ibu, al ser otorgado ex ante, 
es un tipo de protección social que permite ge-
nerar unos horizontes de seguridad y tranquili-
dad financiera mucho más claros. Para Standing 
los sistemas de seguridad social generan una cosa 
llamada “trampa de la precariedad”.20 Esas situa-
ciones siempre cambiantes de la carrera laboral 
hacen que sea difícil la autoubicación en una 
categoría o umbral de renta preciso, y por lo tanto 
no saber cuándo tienes derecho a alguna prestación 
o simplemente cómo responder a las preguntas de 
los formularios para recibirlas. El “preca riado” 
de Standing tampoco podría confiar, como gene-
raciones anteriores, en que el crecimiento econó-
mico pudiera mejorar su situación en el futuro.

Aunque no es sencillo responder en qué me-
dida el ibu acabaría con la desigualdad y la pobre-
za en abstracto sí parece claro para Standing que 
éste prácticamente terminaría con la “incidencia 
de la pobreza”: el número de personas que viven 
en pobreza relativa; así como la “intensidad” de la 
pobreza de la gente que estuviera cerca de cual-
quier umbral e indicador de pobreza absoluta. 
Dicho en otras palabras, de lo que podemos estar 
seguros es que el ibu reduciría la “amenaza” de la 
pobreza para mucha gente. La respuesta es más 
ambigua cuando el economista británico quiere 
responder a la pregunta de si reduciría la des-
igualdad. Aunque a priori podríamos decir que 
por norma general tendría que reducir la des-
igualdad, la incógnita del sistema de financia-
ción concreto y el conjunto de las instituciones 
de bienestar que operarían en cada ocasión ha-
cen que sea difícil establecer de forma general 
en qué grado podría incidir en indicadores de 
desigualdad. Pero no olvidemos que hay más for-
mas de entender la desigualdad y la pobreza que 
sólo la relativa a la renta. Un ejemplo relevante 
para los estudios sobre el ibu es el que ha desarro-
llado la politóloga y ex diputada Araceli Damián 

20 Una derivación de las ya mencionadas “trampas de la po-
breza”: incentivos perversos en las prestaciones que hacen que 
la pobreza persista. Para una discusión actualizada sobre cómo 
operan éstas, véase Duflo y Banerjee (2012).

(2014), centrado en el derecho al tiempo libre y 
su propuesta de implementación del ibu para 
México. El tiempo tiene que considerarse un re-
curso fundamental para los individuos y los hoga-
res, ya que afecta muy directamente la calidad de 
vida de las personas. El ibu sería también un me-
canismo igualador de tiempo disponible para las 
personas, liberando su capacidad de tomar deci-
siones sobre qué hacer con el tiempo propio sin 
necesidad de someterse a otros para poder con-
seguirlo.21

En la era del llamado “estancamiento secu-
lar” (Gordon, 2016; Summers, 2016) en la que la 
productividad y los salarios parece que se han 
desligado definitivamente, hay un argumento 
fuerte en favor del ibu que suelen esgrimir los 
poskeynesianos y su interés en revitalizar la de-
manda agregada. Un ibu podría ser una herra-
mienta especialmente efectiva para esto, ya que 
iría a parar en gran medida a manos de las perso-
nas con más capacidad de aumentar su consumo: 
las rentas más bajas. Éste es además el grupo que 
tiene más tendencia al consumo interno y podría 
por lo tanto inclinar la balanza de pagos. Ante los 
argumentos sobre la posible inflación que esto 
podría provocar, Standing también es claro: Si 
nos atenemos a los datos de los experimentos en 
realidad podría ser incluso al revés. En India el 
aumento del poder adquisitivo de los agriculto-
res locales les permitió dejar otras actividades 
menos productivas y volver a plantar más arroz y 
trigo, lo que trajo consigo un aumento de la ofer-
ta y un descenso de los precios a pesar de que sus 
ingresos subieron. Aunque esto estaría —otra 
vez— determinado por la forma de financiación, 
sí ésta fuera simplemente un cambio de direc-
ción del mismo gasto público ni si quiera existiría 
un aumento de la masa monetaria en la econo-
mía. Para que haya riesgo de inflación el poder 
adquisitivo agregado debe de ser mayor que el 
conjunto del pib, esto es una relación mucho más 
compleja que el simple aumento de la capacidad 
de consumo. 

21 Éste es un punto sobre el que también ha profundizado, 
en relación con la deseabilidad de un ibu, el sociólogo Jorge 
Moruno (2018) y que supone un enfoque reciente de investiga-
ción sobre el tema.
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Todas estas son apreciaciones que Standing 
apoya en los datos y en la evidencia empírica dis-
ponible, que además nos señalan que el ibu tiene 
también un efecto positivo en el espíritu em-
prendedor de las personas. La razón es la que no 
deja de repetirnos Standing incansablemente, el 
ibu es importante sobre todo por el horizonte de 
seguridad que nos proporciona a largo plazo, que 
es central para asumir riesgos. Al contrario de lo 
que pudiera parecer, el ibu no va en contra del 
derecho al trabajo, al revés, otorga más herra-
mientas a las personas para poder llevarlo a cabo 
como un derecho y no como una obligación. 

Uno de los momentos en los que tanto Stan-
ding como VPyV aterrizan más claramente la po-
sibilidad de implementación de un ibu es cuando 
hablan de la Unión Europea y la propuesta de un 
eurodividendo. La apuesta es transformar las po-
líticas del Banco Central Europeo (bce) de quan-
titative easing o alivio cuantita tivo (qu) en un ibu 
que fuera directamente al bolsillo de las perso-
nas. Una de las propuestas de implementación 
más interesantes y que más investigación ha ge-
nerado últimamente (Mencinger, 2017). Además 
hacen hincapié en la variable política que un eu-
rodividendo tendría como “estabilizador auto-
mático” de la economía en momentos de crisis y 
sobre todo de redistribución territorial de los re-
cursos, uno de los elementos clave sobre el que 
pensar el futuro desarrollo de la integración eu-
ropea.

Un último punto ligado a los aspectos econó-
micos tratado en ambos libros es el de la roboti-
zación y la automatización del empleo. Aunque 
en el debate público éste ha sido uno de los argu-
mentos centrales que se esgrimen a favor de la 
necesidad de un ibu, estos expertos lo tratan de 
forma muy marginal. Standing incluso se man-
tiene más escéptico que VPyV sobre la “idiotez 
del fin del empleo” (Standing, 2017: 75). Para el 
economista no tiene sentido pensar el empleo 
como una cantidad finita que se reduce por la ro-
botización. Ésta podría, como mucho, automati-
zar una serie de actividades, pero que no tendrían 
por qué traducirse en eliminación de empleos. 
La forma en la que una economía crea empleo y 
desempleo es muy compleja y difícil de predecir 

con tanta seguridad y hay razones mucho más 
importantes para apoyar un ibu. Los efectos so-
bre la inseguridad y la justicia social deberían ser 
los argumentos centrales para defenderlo, alejar-
se del tema del desempleo tecnológico y cen-
trarse más en la redistribución de la renta en los 
momentos de cambio tecnológico. 

La factibilidad política
El último punto sobre el que coinciden los análi-
sis de ambos libros es el de la investigación de las 
posturas de diferentes actores y corrientes políti-
cas sobre el ibu como punto clave para pensar en 
su factibilidad política. En este caso, el enfoque 
del libro de VPyV es mucho más propicio para 
una presentación profunda de este tema. Aun-
que para saber la opinión respecto al ibu podría 
parecer útil acercarse a esto desde el punto de 
vista de las encuestas de opinión, VPyV nos 
advierten que resulta muy difícil extraer datos 
sólidos sobre el tema debido a la extendida con-
fusión conceptual entre la gente. Una confusión 
que termina por hacer de la forma en la que están 
formuladas las preguntas la cuestión determi-
nante de los resultados. Ante esto es más realista 
acercarse entonces a las opiniones de las distintas 
“familias políticas”. En especial, es de interés 
para nuestros autores la postura del movimiento 
sindical que, aunque con matices, se ha mostra-
do reacio a la idea de un ibu. Esto se debe por lo 
general al miedo sobre el efecto que éste pueda 
tener sobre los salarios, pero principalmente por 
el miedo a que un ibu les desplace como opera-
dores políticos centrales para conseguir rentas 
para los trabajadores. Para Standing es evidente 
que por sí solos los sindicatos no han sido ca-
paces de evitar el deterioro de los salarios en las 
últimas décadas, incluso en países donde su ca-
pacidad de negociación se ha mantenido solida 
formalmente; su capacidad de influir en los sala-
rios está determinada por la capacidad de nego-
ciación en el conjunto del mercado de trabajo, y 
esto es algo a lo que un ibu podría ayudar por 
otras vías y por lo tanto cabría esperar resultados 
similares. 

En cambio son las nuevas organizaciones 
vincu ladas al fenómeno del “precariado” y las 
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organizaciones feministas y ecologistas las que 
parecen estar mucho más cercanas a esta idea. 
La panorámica que nos ofrecen los autores nos 
presenta un ibu que conecta mucho mejor con la 
nueva izquierda y sus nuevos ejes políticos —o 
con las viejas ideas de los socialistas utópicos—, 
que con las organizaciones socialdemócratas y 
sindicales que han dominado el panorama de 
la izquierda europea desde el final de la Segun-
da Guerra Mundial. Ambos dedican también 
cierto espacio a argumentar en torno a la pro-
puesta del ingreso de participación de Atkinson 
(1996). Aunque el principal argumento es el de 
su inviabilidad técnica, resulta interesante ver 
cómo toca uno de los puntos centrales, donde 
Atkinson dice que la debilidad política de la pro-
puesta es la débil legitimidad social que tiene 
la incondicionalidad total. En la propuesta de 
Atkinson se combinaría un ibu con una cierta 
cantidad de trabajo comunitario que pudiera de-
mostrar la “participación” social de las personas y 
por lo tanto cierto nivel de reciprocidad. La ex-
trema dificultad de que socialmente se acepte 
recibir un ingreso “a cambio de nada” se vislum-
bra aquí como uno de los puntos críticos de la 
propuesta.

Standing apunta a una serie de argumentacio-
nes en torno a esto en su capítulo sobre el em-
pleo y el trabajo. Si asumimos la distinción entre 
estas dos cosas se vuelve mucho más difícil decir 
que alguien está recibiendo un ibu a cambio de 
nada. La Gig Economy evidencia que existe una 
serie de actividades que pueden considerarse 
empleo sólo a partir de si tienes o no una aplica-
ción encendida. Las condiciones del “precaria-
do” están diluyendo las barreras entre empleo y 
trabajo, ya que éste termina por hacer una canti-
dad cada vez mayor de trabajo no remunerado en 
ese espacio de incertidumbre entre cada empleo 
que puede conseguir. En nuestra sociedad hay in-
gentes cantidades de trabajo no pagado. El femi-
nismo, como decíamos más arriba, lleva también 
décadas apuntando hacia el trabajo reproductivo 
como una esfera de la actividad humana sin la 
cual no podríamos sobrevivir, pero que se hace 
de forma no pagada y sin visibilidad. Lo que se 
considera como “empleo” es una actividad hu-

mana que es “socialmente útil” y por lo tanto 
permite hablar de reciprocidad, pero no deja de 
ser una cuestión ideológica.

Conclusiones
En suma, tanto VPyV como de Standing ponen 
de manifiesto la complejidad y la infinidad de 
aristas que tiene el debate —y, por lo tanto, la 
investigación— en torno al ibu. Esto es muy im-
portante para asumir definitivamente que, llega-
dos a este punto, la discusión ha dejado de ser 
exclusivamente ibu sí o no, sino más bien qué ibu 
queremos implementar y cómo. Dialogar enton-
ces sobre la financiación y el impacto sobre el sis-
tema institucional en el cual poner en marcha un 
sistema de seguridad social basado en un ibu se 
coloca en el mismo plano del debate que su de-
seabilidad ética, ya que inevitablemente se afec-
tan mutuamente. Las decisiones concretas que 
se tomen en cada contexto específico de imple-
mentación y respecto a qué actores instituciona-
les, van a delimitar cómo esta idea se pondrá en 
la práctica; esta tensión entre diferentes planos 
del debate se ve reflejada por ejemplo en Stan-
ding en su postura con respecto al nit. Mientras 
niega que esta pueda tratarse de una forma de 
ibu al ser una política de redistribución ex post y 
por eso suscrita a algún tipo de control de recur-
sos, asume que el método de financiación podría 
implicar un proceso de redistribución de recur-
sos con un coste neto nulo para el Estado con una 
fórmula similar de implementación a través del 
sistema impositivo. En cambio VPyV parecen 
renunciar a alguno de sus preceptos de “libertad 
real”, en aras de una posible implementación, sin 
muchas veces argumentar del todo dónde estaría 
entonces este límite. Es decir, paradójicamente 
son los autores provenientes de la discusión filo-
sófica y normativa los más dispuestos a ceder en 
algunos puntos teóricos clave, mientras que no 
parecen querer ceder quienes vienen de una 
investi gación y un campo de estudio en principio 
más prag  mático como es la economía aplicada o 
el estudio del mercado de trabajo global. 

Para entender estas tensiones es fundamental 
asumir un a priori epistemológico a veces no del 
todo explicitado debido a sus consecuencias para 
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el análisis. Cuando hablamos de la investigación 
sobre el ibu hablamos de un objeto de estudio 
mucho más sinuoso y ambiguo de lo que parece 
en ese permanente juego entre su propuesta 
ideal y su formulación concreta. Un “objeto” que 
está asociado además a un universo de otros con­
ceptos adyacentes y sin los cuales no es compren­
sible ni practicable. El ibu es fundamen talmente 
una “idea” y como tal no tiene una concreción 
específica y esencial que la haga inamovible en 
cada contexto de discusión. Esto la convierte en 
un objeto de disputa política y teórica en la que 
muchos actores tratan de proyectar sus propios 
horizontes de una sociedad deseable. Pero es pre­
cisamente esta característica del ob jeto que es­
tamos tratando de estudiar la que genera una 
investigación que se mueve a la perfección en los 
tres ejes de debate que el recientemente falleci­
do Erik Olin Wright decía que cualquier utopía 
realista debía enfrentar: su deseabilidad ética, su 
capacidad técnica y su viabilidad política (Olin 
Wright, 2014). En definitiva, un conocimiento 
profundo de la investigación al respecto del ibu 
debe ayudar a afrontar su po sible implementa­
ción en el ámbito de las políticas públicas con todas 
las herramientas necesarias para su debate colec­
tivo como para reducir lo más posible la incerti­
dumbre sobre sus posibles consecuencias 
prácticas. 

En lo que sí parecen coincidir completamen­
te estos autores es en que la “viabilidad política” 
es al final el punto más complejo y abierto, debi­
do a que éste es el punto de condensación entre 
los elementos de su deseabilidad ética, su via­
bilidad técnica y algunos núcleos de sentido 
común más extensos en nuestras sociedades 
“contractualistas” en torno a la cuestión de la re­
ciprocidad. Pero tal y como rezaba la introducción 
del manifiesto de Thomas Paine de Common Sen-
se (1776): “el tiempo crea más conversos que la 
razón”, parece claro que estamos en un buen 
momento para la exploración de esta idea que ya 
se está convirtiendo en una pieza clave de mu­
chos de los debates contemporáneos sobre el futu­
ro de nuestras sociedades y sus instituciones de 
sostenimiento del bienestar colectivo. Pg
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los movimientos sociales y los procesos
de democratización

un debate en torno a The Zapatista Movement and Mexico’s 

Democratic Transition. Mobilization, Success, and Survival de maría Inclán

Marco Estrada Saavedra, Miguel Armando López Leyva
y María de la Luz Inclán Oseguera

Nota del editor

el 31 de enero de 2019, en la Casa de la Univer­
sidad de California en México, sita en la bella 

colonia capitalina Chimalistac, María Inclán, pro­
fesora investigadora titular de la División de Es­
tudios Políticos del Centro de Investigación y 
Docencia Económicas (cide), presentó su libro 
The Zapatista Movement and Mexico’s Democratic 
Transition. Mobilization, Success, and Survival, 
publicado en 2018 por Oxford University Press, 
una de las editoriales más prestigiosas en el ám­
bito de las ciencias sociales. María contó con la 
presencia de dos comentaristas de altura. En pri­
mer lugar, intervino Marco Estrada Saavedra, 
profesor investigador en el Centro de Estudios 
Sociológicos de El Colegio de México; a conti­
nuación tomó la palabra Miguel Armando López 
Leyva, profesor investigador y Director del Insti­
tuto de Investigaciones Sociales de la Univer­
sidad Nacional Autónoma de México (unam).

En una sala llena de colegas, estudiantes y 
amigos, los participantes discutieron sobre una de 
las grandes paradojas de la política mexicana 
contemporánea: por qué algunos movimientos 
sociales tienen éxito en sacudir al sistema, pero 
rara vez en alcanzar sus objetivos finales. El en­
tramado institucional del país parece ser lo sufi­
cientemente flexible como para tomar en cuenta 
las demandas que vienen de abajo, pero siempre 
desviando la atención para que éstas nunca se 
conviertan en realidad. Quizá en el libro de María 
Inclán, en la contradictoria experiencia zapatista, 

podamos encontrar las claves para vislumbrar si la 
última sacudida al sistema que vivimos actual­
mente será duradera o si sus efectos perderán 
intensidad una vez que su epicentro se aleje en 
el tiempo. Espero que disfruten el debate al me­
nos tanto como lo disfrutamos los que tuvimos la 
suerte de presenciarlo en directo.

Marco Estrada Saavedra:
El problema de la definición del objeto
de estudio
El libro The Zapatista Movement and Mexico’s De-
mocratic Transition. Mobilization, Success and Sur-
vival es producto de la tesis doctoral en ciencia 
política que la autora defendió en la Universidad 
del Estado de Pennsylvania. El trabajo consta de 
seis capítulos y varias figuras, tablas estadísticas y 
mapas. En el texto, María Inclán propone una 
pregunta central para comprender la suerte del 
neozapatismo: ¿por qué fracasó el Ejército Zapa­
tista de Liberación Nacional (ezln) en alcanzar 
sus metas y, sin embargo, sobrevivió como movi­
miento social? Para responder esta interrogante, 
la politóloga emplea una combinación de técni­
cas de investigación cualitativas y cuantitativas. 
En relación con las primeras, realizó 45 entrevis­
tas a diferentes actores sociales y políticos clave, 
varios de ellos testigos privilegiados, aunque, al 
parecer, no a los zapatistas mismos (pp. xii y 47). 
Con respecto al segundo tipo de técnicas, elabo­
ró una base de datos de información periodística 
registrando los eventos de movilización y protes­
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ta del ezln, cuyo análisis implicó, metodológica­
mente, elaborar un “modelo binomial negativo 
de series de tiempo transversales agrupadas para 
el conteo de eventos” (p. 47). El corte temporal 
estudiado es el del ciclo de protesta zapatista que 
se inicia con el levantamiento armado de 1994 y 
concluye tras la aprobación de la ley indígena en 
2003. Sin embargo, también se menciona lo su­
cedido, aunque sin analizarlo detalladamente, 
entre 2004 y el apoyo del ezln y el Congreso Na­
cional Indígena a la candidata independiente 
María de Jesús Patricio Martínez, en 2018, du­
rante el periodo de precampaña de las elecciones 
presidenciales de ese año. 

María Inclán encuadra este abordaje técnico­
metodológico en dos teorías muy conocidas: la 
de la estructura de las oportunidades políticas y 
la de transición a la democracia (p. 5). A partir de 
estos enfoques que enfatizan grandes procesos 
y estructuras, nuestra autora define su objeto de 
estudio en los siguientes términos: “las oportu­
nidades políticas que una transición democrá­
tica prolongada puede abrir a movimientos 
sociales generando transiciones democráticas 
desde abajo” (p. 18).

Argumento
El levantamiento armado zapatista de 1994 coin­
cide con el proceso de democratización en Méxi­
co, pero el ezln no sacó provecho de él. ¿Por qué 
sucedió esto a pesar de que el alzamiento indíge­
na fue un factor importante que aceleró la aper­
tura del antiguo régimen? La respuesta de la 
autora es interesante y plausible. Por un lado, 
distingue entre dos procesos concurrentes, pero 
diferentes: el de la negociación de la paz entre 
los rebeldes y el gobierno mexicano en San An­
drés Larráinzar, un bastión zapatista en los Altos 
de Chiapas, y el de la negociación de la reforma y 
democratización del sistema político entre las 
élites políticas y la oposición partidista. Es aquí, 
precisamente, donde la autora utiliza la imagen 
del sistema automático de dobles puertas corre­
dizas: uno accede al interior de un edificio cuan­
do las primeras puertas se abren, pero sólo puede 
avanzar una vez que éstas se cierran y el siguien­
te panel permite franquear este segundo umbral.

El levantamiento armado y el pronto cese al 
fuego entre las partes combatientes inauguraron 
una estructura de oportunidad favorable a la mo­
vilización política del zapatismo, en un contexto 
de entrada en vigor del Tratado de Libre Comer­
cio de América del Norte (tlcan), campañas po­
líticas presidenciales y solidaridad nacional e 
internacional a favor de la paz y en apoyo a las 
demandas del zapatismo. De tal suerte, el Esta­
do se vio obligado a reconocer a los insurgentes 
como un actor legítimo para negociar la paz (y no 
como un enemigo a aniquilar). Esto permitió a 
los zapatistas establecer múltiples alianzas con 
diversos actores sociales nacionales e internacio­
nales que, posteriormente, los apoyarían en su 
lucha de resistencia y por la autonomía, pero en 
condiciones de sobrevivencia y marginalidad po­
lítica a nivel de Chiapas y de México.

En otras palabras, a la larga los zapatistas sa­
lieron exitosos de la represión del gobierno 
mexicano, pero se convirtieron en un movimien­
to social secundario y sin influencia a escala na­
cional, porque no lograron integrarse a las 
negociaciones de reforma político­electoral que 
se llevaron a cabo en la Ciudad de México entre 
el gobierno de la república (“la élite política”, 
como la denomina Inclán) y la oposición partidis­
ta y otros actores de la sociedad civil. Esta deci­
sión de no participar en el proceso de negociación 
de la transición democrática fue, en parte impor­
tante, responsabilidad del propio ezln (pp. 93 y 
135), pero también fue un elemento de la estra­
tegia del gobierno federal para que el conflicto 
chiapaneco quedara constreñido al estado del 
sureste. La negociación de la paz ofreció al ezln 
la apertura de oportunidades para transformarse 
en un movimiento social y establecer alianzas, 
pero su exclusión de las negociaciones para la 
democratización del régimen obturó las oportu­
nidades de éxito para la consecución de sus pro­
pósitos últimos. Los rebeldes chiapanecos 
quedaron encerrados en el interior del sistema 
de puertas corredizas, por lo que, en sentido con­
trario de lo que indica la teoría de la democratiza­
ción, no pudieron beneficiarse de la transición a 
la democracia, aunque sí han conseguido, hasta 
nuestros días, sobrevivir como movimiento so­
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cial. La conclusión teórica central que se puede 
derivar del estudio politológico del “fracaso” za­
patista es, según Inclán, que no toda transición 
democrática abre oportunidades de desarrollo y 
éxito para un movimiento social.

Aportes
The Zapatista Movement and Mexico’s Democratic 
Transition es un libro importante por diferentes 
razones. En primer lugar, hay que mencionar 
que, si bien se ha escrito mucho sobre el zapa­
tismo, la gran mayoría de libros y artículos espe­
cializados se caracterizan, sin embargo, por un 
espíritu partidario a favor o en contra de los re­
beldes chiapanecos. No obstante sus simpatías 
políticas por los zapatistas y sus causas, María In­
clán nos presenta, en cambio, un libro crítico, 
mesurado en sus juicios, metodológicamente 
sólido y fundamentado empíricamente.

En segundo lugar, nos ofrece una explicación 
convincente de algunas de las razones del “fra­
caso” del movimiento zapatista. En tercer lugar, 
y en consonancia con lo anterior, este estudio 
muestra cómo un movimiento social, que actúa 
en el marco de un prolongado proceso de tran­
sición, se beneficia de las oportunidades de mo­
vilización que el proceso inaugura, pero también 
enfrenta obstáculos para lograr sus metas políti­
cas. En otras palabras, las oportunidades políticas 
pueden tener diferentes efectos en los movi­
mientos sociales en distintos contextos políticos. 
Por último, el libro de Inclán también ilustra los 
efectos de una transición democrática incomple­
ta en relación con la representación política de 
intereses de actores sociales subordinados y ex­
cluidos, como los indígenas. En el caso de Mé­
xico, nos encontramos con una democracia 
electoral, pero que no es representativa, liberal 
ni tampoco se basa en un Estado de derecho. La­
mentablemente, la ineficiencia, el clientelismo, 
la falta de transparencia y rendición de cuentas, 
la corrupción y la impunidad siguen siendo ca­
racterísticos del régimen producto de la transi­
ción a la democracia. 

En mi opinión, quizás lo más destacable y va­
lioso del libro de María Inclán es que somete a 
prueba dos enunciados teóricos centrales de las 

teorías de la estructura de oportunidades polí­
ticas y la democratización y demuestra su impre­
cisión o invalidez. De acuerdo con Elisabeth 
Wood (2000), quien estudió los casos de Sudáfri­
ca y El Salvador, existen dos vías a la democracia: 
una que incluye un movimiento social insurgen­
te en el proceso de democratización, y otra que lo 
excluye. Las transiciones democráticas desde 
abajo en sociedades oligárquicas sólo conduci­
rían a regímenes democráticos estables si una 
movilización insurgente permanente convierte a 
sus líderes en actores influyentes. Las élites eco­
nómicas y políticas no pueden reprimir o simple­
mente desconocer dicho movimiento, so pena 
de poner en peligro el orden social en su conjun­
to, por lo tanto se ven obligadas a incluirlo en su 
pacto de democratización. Los líderes insurgentes 
representarían no sólo sus propios intereses en las 
negociaciones, sino también el de amplios secto­
res excluidos en la sociedad oligárquica (p. 25).

Este enunciado teórico —yo diría, más bien, 
que se trata de una mera hipótesis sin mucha ca­
pacidad de generalización— es refutado de for­
ma convincente por María Inclán. Las élites 
políticas y las de la oposición partidista en Méxi­
co acordaron reformar la competencia electoral 
para garantizar un acceso al poder mediante elec­
ciones libres y competidas. Con ello lograron 
socavar la hegemonía política priista y abrir las 
puertas a la transición y alternancia democráticas, 
sin incluir a los zapatistas ni verse obligados a con­
siderar sus intereses en el nuevo arreglo institu­
cional. La politóloga sustenta que “los zapatistas 
no fueron lo suficientemente fuertes para presio­
nar a las élites económicas y políticas para cam­
biar el balance de poder y forzarlas a negociar con 
ellos. Por lo tanto, en lugar de tener una vía insur­
gente a la democratización, como Wood sugiere, 
argumento [dice Inclán] que la vía mexicana hacia 
la democracia electoral ignoró a las contra­élites 
insurgentes potenciales” (p. 83).

A pesar de que el zapatismo no influyó en el 
destino de la negociación de la democratización, sí 
sobrevivió como un movimiento social. Con esta 
tesis, la autora también pone en duda otro enun­
ciado teórico fundamental, el que consiste en su­
brayar la importancia central de las redes de 
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movilización y el enmarcamiento del discurso 
para la consecución de las metas del movimien­
to (p. 97 y ss.). María Inclán demuestra que, si 
bien el discurso es importante para ganar apoyo y 
conformar alianzas con diferentes actores, no es 
ninguna garantía de que con ello se alcancen las 
metas del movimiento. En efecto, el zapatismo 
logró construir una red de solidaridad (trans) na­
cional gracias a que modificó su marco discursivo 
de un marxismo revolucionario ortodoxo, eco­
nomicista y radical al de un multiculturalismo 
indigenista, autonomista y en contra de la globa­
lización neoliberal. Esto le permitió sumar sim­
patías y apoyos transnacionales. Sin embargo, 
cuanta más resonancia tenía su nuevo marco dis­
cursivo en los integrantes de las redes de solidari­
dad transnacionales, más difusas se volvieron sus 
metas políticas, al grado de no ser alcanzadas. 
Así, el zapatismo se hizo cada vez menos rele­
vante como actor a nivel nacional. Dicho de otra 
manera, esta solidaridad transnacional no contri­
buyó, como supone la teoría, a modificar rela­
ciones de fuerza y poder a nivel nacional, estatal 
y quizá hasta local. Aún más, Inclán sugiere, con 
razón en mi opinión, que el nuevo discurso india­
nista y en contra del neoliberalismo del ezln 
quitó presión al Estado para responder a sus 
demandas originales. Lo anterior le permitió 
gestionar la administración del conflicto de acuer­
do con sus propios intereses y tiempos (p. 101). 
A cambio de ello, el zapatismo ganó mayor liber­
tad para construir su autonomía de facto sin ser 
reprimido sistemática y abiertamente. 

reflexiones críticas 
Los libros importantes merecen ser leídos y dis­
cutidos, porque sólo de esta manera se aprende 
de ellos y se contribuye a profundizar nuestro co­
nocimiento del objeto de estudio. A continua­
ción, apuntaré cuatro cuestiones a discutir.

En mi opinión, si bien se enuncia que el zapa­
tismo es un “movimiento social”, no queda del 
todo claro en qué consiste precisamente esto —a 
menos que uno sea un experto en la materia—. 
La opción por la designación del zapatismo como 
un movimiento resulta, no obstante, problemáti­
ca. María Inclán afirma que, tras el anuncio del 

cese al fuego de enero de 1994, el ezln, hasta en­
tonces una guerrilla de inspiración castrista empe­
ñada en tomar el poder del Estado y convertir a 
México en una república socialista, se convirtió en 
un movimiento social (p. 45). Por supuesto, esto 
no aconteció a partir del 13 de enero de ese año. 
Si bien la neutralización militar del ezln creó las 
condiciones para que, más tarde, se transformara 
en un movimiento social, lo importante aquí es 
que estamos lidiando con una especie muy pecu­
liar de movimiento, que contradice mucho de lo 
que la teoría utilizada afirma sobre qué es un mo­
vimiento social.

En términos generales, se considera que un 
movimiento social es un actor colectivo civil que, 
por medios legales, se moviliza en el espacio pú­
blico, eleva demandas políticas y sociales y enta­
bla una contienda con las autoridades públicas 
para verlas satisfechas y, eventualmente, conver­
tirse en un actor reconocido de la polity, es decir, 
con capacidad de influencia en la toma de deci­
siones políticas que sean de su interés.

En este sentido, el movimiento zapatista 
comparte, ciertamente, algunas características de 
esta definición, pero también difiere de la mis­
ma. La transformación del ezln en un movi­
miento social no significó, para empezar, que 
hayan desaparecido su organización y jerarquías 
militares. Además, su dirigencia es clandestina 
y los rebeldes aún conservan sus armas, si bien 
es cierto que no las han vuelto a utilizar desde el 
cese al fuego de enero de 1994 —al menos no 
en combates directos con el ejército nacional.

Incluso si ponemos entre paréntesis el pasado 
y la organización militares del ezln, el uso del 
concepto de movimiento social sigue siendo dis­
cutible. De acuerdo con la teoría en cuestión, un 
movimiento social está compuesto por una coali­
ción heterogénea de múltiples grupos, colectivos, 
actores y organizaciones civiles; sin embargo, en 
el libro el movimiento es reducido a los integran­
tes de las bases de apoyo zapatista con su organi­
zación civil, política y militar. Me parecería más 
consecuente con la teoría, por lo tanto, que se 
hubiera considerado el movimiento zapatista 
compuesto por el ezln como su actor colectivo 
central, y el conjunto de participantes de las re­
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des de solidaridad transnacional que se estudian 
en el quinto capítulo.

¿Por qué es importante este asunto? Sencilla­
mente porque, en la ciencia, en la manera en que 
decidimos definir nuestros objetos de estudio, se 
juega su descripción y explicación. En este senti­
do, si la pregunta fundamental del estudio es por 
qué “fracasó” el ezln en medio de un proceso de 
democratización prolongado que él mismo con­
tribuyó, indirectamente, a dinamizar, entonces 
no considerar esta ambigüedad del zapatismo 
como organización militar y movimiento social 
nos priva de dar una respuesta más compleja de 
ese fracaso.

La respuesta que ofrece María Inclán me pa­
rece, como ya lo mencioné, sólida y convincente. 
No obstante, es una explicación incompleta, por­
que si tomamos en serio el pasado jerárquico y 
militar del zapatismo y, como desarrollaré más 
adelante, lo estudiamos no sólo en relación con 
los eventos de protesta pública, como lo hace la 
autora, entonces debemos considerar también 
causas internas de ese fracaso como, precisamen­
te, el autoritarismo, el sectarismo, la centralización 
del poder, las pifias políticas de la comandancia 
zapatista y la insuficiencia crónica de recursos 
para repartir entre sus bases de apoyo (especial­
mente en el periodo del ciclo de los diez años 
estudiados); todo eso derivó, en conjunto, en 
conflictos, rupturas y desafiliaciones de muchas 
bases de apoyo, organizaciones campesinas, indí­
genas, urbano­populares y organizaciones de la 
sociedad civil (osc) transnacionales solidarias con 
el movimiento. En resumen, estas pugnas y divi­
siones internas debilitaron el movimiento y difi­
cultaron la consecución de sus metas políticas en 
las arenas de negociación de San Andrés Larráin­
zar y la Ciudad de México (en esta última ni si­
quiera participó).

Este mismo pasado revolucionario debe con­
siderarse también como un factor importante 
para explicar por qué rechazaron integrarse a las 
negociaciones interélites en torno a la reforma y 
democratización del régimen. Ni la democracia 
electoral, ni la democracia representativa y basa­
da en un Estado de derecho democrático eran 
parte de las apuestas políticas del ezln. Si obvia­

mos sus antiguos fines revolucionarios y sus ac­
tuales fines antisistémicos, entendemos poco de 
su comportamiento político. En el mejor de los 
casos, la relación del ezln con la “democracia 
electoral” ha sido de naturaleza instrumental y 
oportunista.

En relación con lo anterior, tenemos, en se­
gundo término, lo que se puede denominar 
como el problema de la homogeneización del ob­
jeto de estudio. Al tratar el zapatismo como mo­
vimiento social y observarlo exclusivamente a 
través de los eventos de protesta pública, se ge­
nera la impresión de que es un movimiento uni­
do y homogéneo. Pero no es así, la historia y 
formación de sus bases de apoyo varían de mane­
ra importante en las diferentes regiones indíge­
nas en las que el zapatismo tiene presencia en 
Chiapas. No sólo sus bases sociales son plurales 
y, por ende, tienen intereses, capacidades, recur­
sos y poder diferenciados, sino también su mis­
ma organización civil y política —me refiero a sus 
municipios autónomos rebeldes zapatistas (Ma­
rez) y a las Juntas de Buen Gobierno (jbg)—. 
Esta heterogeneidad y pluralidad internas dan 
mucho espacio al conflicto y la negociación al in­
terior del zapatismo que condicionan su compor­
tamiento público en las diferentes regiones con 
presencia zapatista. En este sentido, las acciones 
de las bases de apoyo no son un reflejo mecánico 
de las decisiones y órdenes de la comandancia 
zapatista. Y la conducta de ésta no responde 
siempre a las necesidades e intereses locales y 
regionales de los diferentes zapatismos.

 Para ilustrar lo anterior y destacar la impor­
tancia heurística de tomar en cuenta la heteroge­
neidad y pluralidad al interior del zapatismo, 
quisiera esbozar el caso del zapatismo en el mu­
nicipio de San Pedro Chenalhó. A diferencia de 
lo que había sucedido en la selva Lacandona y en 
el vecino municipio de San Andrés Larráinzar, 
antes de 1994 no existían realmente bases de 
apoyo zapatistas en San Pedro Chenalhó. A partir 
del levantamiento, la militancia rebelde se cons­
tituyó de fracciones de los grupos opositores al 
cacicazgo local de los maestros priistas, es decir, 
de católicos liberacionistas, los integrantes de la 
Unión de Ejidos y Comunidades de Cafeticulto­
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res Majomut, la Organización Indígena de los 
Altos de Chiapas y los militantes del Partido de 
la Revolución Democrática (prd), cada uno con 
historias particulares de lucha, organización y 
agravios, que jugarían un papel significativo en 
su posicionamiento en torno a los rebeldes.

En 1995 la presencia del ezln en Chenalhó 
estaba diseminada en numerosas localidades, sin 
ninguna población mayoritariamente zapatista. 
La norma era, más bien, la pluralidad de adscrip­
ciones políticas y religiosas en las comunidades. 
Hacia 1997, año de la matanza de Acteal, sólo al­
rededor de un tercio de los pedranos formaba 
parte del neozapatismo.

Los zapatistas de San Pedro Chenalhó insta­
laron, en abril de 1996, su Marez y lo denomina­
ron San Pedro Pohló. Como en otras regiones de 
la “zona del conflicto”, el Marez de Pohló cons­
truyó su autonomía duplicando las tareas y funcio­
nes del municipio constitucional de Chenalhó, y 
aunque empezaron a rechazar de manera siste­
mática —en el marco de la política de resistencia 
del ezln— toda relación con el “mal gobierno”, 
lo cierto es que existía una comunicación regular 
con las autoridades constitucionales municipa­
les para atender muchos problemas comunes de 
la población.

Pues bien, esta cooperación local no siempre 
fue bien vista por la comandancia del ezln, cu­
yos intereses globales alrededor del diálogo con 
el gobierno federal no siempre fueron compati­
bles con el foco del Marez de Pohló en la resolu­
ción urgente de sus conflictos parroquiales. Si 
tomamos en serio estas diferencias, las estra­
tegias políticas de la comandancia a veces han 
tenido efectos negativos para los zapatistas de 
Chenalhó. Por ejemplo, la orden de la coman­
dancia de abstenerse de participar en las eleccio­
nes de 1994 y 1995 ocasionó que fueran ganadas 
por la minoría priista. 

Un último ejemplo de la heterogeneidad in­
terna del zapatismo alteño puede verse en las 
tensiones, diferencias y disputas por la influencia 
y el poder entre el Marez San Pedro Pohló (for­
mado en 1996) y la jbg de Oventik (creada en 
2003). Como en otras regiones con importante 
presencia zapatista, la formación de la jbg signifi­

có centralizar el poder a favor de las juntas y en 
contra de los Marez y las comunidades zapatistas 
—y esta centralización benefició a la comandan­
cia del ezln—. Tener en consideración esto pue­
de darnos pistas sobre el sentido del éxito o el 
fracaso del zapatismo —tema que trataré más 
adelante.1 

Ahora bien, esta homogeneización no se res­
tringe sólo al movimiento zapatista, sino que in­
cluye también a las redes (trans)nacionales de 
solidaridad con el ezln. En el libro se toman 
también como un dato y prácticamente no se da 
cuenta de su heterogeneidad y pluralidad in­
ternas. Además, me parece, se sobrevalora la 
importancia de las organizaciones solidarias inter­
nacionales sobre las nacionales en la sobreviven­
cia y mantenimiento de la resistencia zapatista. 
Quizá sí hayan sido o sean más importantes en 
términos de aportación de recursos económicos, 
pero no sabemos con certeza si lo han sido en tér­
minos de alianzas políticas locales, regionales, na­
cionales o internacionales. Además, esto habría 
que dilucidarlo de manera diacrónica y en consi­
deración a eventos de contestación puntuales.

En consonancia con los marcos teóricos utili­
zados, el éxito de un movimiento social se mide 
en su capacidad de influencia real en la elabora­
ción, definición y aplicación de políticas públicas 
(p. 37). Este criterio es relativamente plausible, 
aunque implica reducir el entendimiento de los 
movimientos sociales a su interacción contencio­
sa con el sistema político o las autoridades públi­
cas, como abajo explicaré. 

En mi opinión, al ezln no le interesaba demo­
cratizar el régimen político autoritario. En reali­
dad, lo quería destruir mediante una revolución. 
Su fracaso no debería buscarse en no haber logrado 
participar activa y decisivamente en las negocia­
ciones entre las élites para la democratización del 
régimen priista o que sus intereses no hayan esta­
do representados en las instituciones democráti­
cas. Su gran fracaso consistió en no conseguir 
establecer una república socialista y popular. 

1 Sobre la matanza de Acteal y la importancia de la hetero­
geneidad social y la pluralidad política en el municipio, véase 
Estrada Saavedra (en prensa).
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Se puede aducir que lo anterior sería cierto si 
consideramos al ezln como una guerrilla, pero 
no como un movimiento social. Sin embargo, en 
mi opinión, tras su mutación en movimiento so­
cial, el zapatismo tampoco pretendía el estableci­
miento de una democracia representativa en 
México, gracias a la cual pudiera ver representa­
dos sus intereses particulares y los de los actores 
y sectores sociales simpatizantes de sus causas. 
Por el contrario, los zapatistas renunciaron a la 
lucha política institucional porque, en su opi­
nión, el verdadero enemigo sería el sistema capi­
talista neoliberal globalizado, que ostentaría el 
verdadero poder económico y político. De mane­
ra consecuente, a los políticos, representantes 
populares y autoridades públicas los consideran 
como meros “capataces” y no como los “patrones 
de la finca”, para citar las palabras de un coman­
dante indígena el primero de enero de 2019. 
Esto explica y hace entendible su lucha por la 
construcción de autonomías territoriales fuera de 
la esfera de influencia de las prácticas corruptas 
del sistema político y el capital. 

Entonces, ¿qué puede considerarse éxito o 
fracaso del zapatismo como movimiento social? 
Depende. Para los campesinos zapatistas, en es­
pecial para los de las jóvenes generaciones de ese 
entonces, la “recuperación” de tierras, como pro­
ducto de las oleadas de invasiones de predios tras 
el levantamiento armado de 1994, fue el gran 
éxito del ezln, que justificaba años de apoyo 
clandestino a la guerrilla. Este éxito, paradójica­
mente, significó que muchas de las bases de apo­
yo se desmovilizaran y desafiliaran del ezln, para 
retornar a sus antiguas organizaciones campesi­
nas antes infiltradas por la guerrilla. Esto implicó, 
a su vez, un fracaso para la comandancia insurgen­
te por no haber podido mantener cohesionadas a 
sus bases de apoyo. Finalmente, en su lógica anti­
sistémica, la resistencia misma, como una manera 
de colocarse fuera de los circuitos de circulación 
del dinero y el poder político, es considerada por 
los líderes insurgentes como un éxito. 

En resumen, éxito y fracaso son categorías de 
análisis y evaluación relativas a quien los defina 
de acuerdo con la posición que ocupe al interior del 
movimiento. Y son, además, categorías que cam­

bian con el tiempo. No se definen exclusivamen­
te en relación con la lógica del sistema político. 

Por razones metodológicas, la movilización del 
ezln se define por el número de los eventos pú­
blicos de protesta. Gracias al registro de cada uno 
de estos actos a lo largo del tiempo, se es tudia el 
comportamiento político del movimiento. Sin em­
bargo, me temo que este tratamiento meto­
dológico estrecha la rica fenomenología de la 
movilización política, cuyo carácter central quizá 
no sea público, sino “latente”, como diría Alberto 
Melucci (1989). Las tareas diarias de los colectivos 
de salud o educación o los trabajos cotidianos en 
las jbg, por ejemplo, tienen movilizadas diaria­
mente a las bases de apoyo y a las autoridades civi­
les, políticas y militares del zapatismo. Todas estas 
actividades permiten no sólo reproducir su organi­
zación, crear lazos de solidaridad y una identidad 
colectiva compartida, sino que son la verdadera 
infraestructura de la resistencia del zapatismo. 

En efecto, esta microrresistencia cotidiana 
permite la oposición a la presencia y acción del 
Estado y sus representantes federales, estatales o 
municipales en el territorio que los zapatistas re­
claman como suyo. Se trata de una resistencia 
que no es clandestina, sino que tiene lugar a la 
luz pública, y no es menos contenciosa que una 
manifestación en el zócalo de la capital del país, 
un bloqueo de carreteras o la detención de servi­
dores públicos. Es un tipo de movilización que 
pasa desapercibida para los medios de comunica­
ción, por la sencilla razón de que, la mayoría de 
las veces, no es noticia. 

Los cuatro problemas que he destacado —la 
definición y homogeneización del objeto de 
estudio, el éxito o fracaso del movimiento y el es­
trechamiento del concepto de movilización polí­
tica—, no son problemas de manufactura del 
libro. Hay que leer con atención el texto para ad­
mirar el rigor y el profesionalismo con que María 
Inclán ha realizado su investigación. Se trata, 
más bien, de problemas inherentes a las teorías 
utilizadas, en especial a la de la movilización de 
recursos y la estructura de oportunidades.2 Son 

2 Sobre las aporías inherentes a estos marcos teóricos, véase 
la primera parte del libro López Leyva (2015).
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teorías, con sus respectivas metodologías, que la 
autora conoce bien y maneja con soltura. Incluso, 
como mencioné antes, ella misma demuestra sus 
límites y discute la validez de algunos de sus 
enunciados centrales. Lo que como lector y espe­
cialista en el tema echo de menos es que María no 
se haya animado a ir más allá de estas teorías y 
problematizarlas. No me cabe la menor duda de 
que su amplio dominio de la materia le permitiría 
dar este paso.

No obstante estas observaciones críticas, The 
Zapatista Movement and Mexico’s Democratic Tran-
sition es una obra que todo lector interesado en el 
zapatismo, los movimientos sociales y las transi­
ciones a la democracia puede consultar con enor­
me provecho intelectual.
 
Miguel Armando López Leyva:
La relevancia del ezln y la democracia
que tenemos
Con buen sentido del timing académico se publi­
ca y presenta el libro de María Inclán. No sé si así 
fue previsto por ella, pero es de celebrarse que 
ocurra en este momento, porque permite eluci­
dar varios procesos concatenados del pasado. 
Hace 25 años surgió el Ejército Zapatista de Li­
beración Nacional (ezln) en un contexto de 
cambios en diversos ámbitos del país (económi­
co, político y social) que, a la vuelta de los años, 
tendrían un efecto notable en la vida pública del 
país. 1994 fue el annus horribilis, uno de tantos, 
quizá el año “en que vivimos en peligro” o el del 
“choque de trenes” (colisión que nunca ocurrió), 
como fue calificado por diversos intelectuales y 
opinadores de la época. El zapatismo fue parte 
de ese escenario de mutaciones y es inevitable 
referirse a este movimiento como un actor social 
fundamental que fue promotor de éstos, así fue­
se de forma inintencionada.

Vale preguntar, con ánimo provocador, ¿cuál 
es la vigencia del zapatismo a 25 años de su irrup­
ción? ¿Qué sentido tiene hablar de él ahora si, de 
su surgimiento a la fecha, se han modificado las 
condiciones iniciales (principalmente políticas) 
que le dieron origen? Dicho de manera esque­
mática, el autoritarismo desapareció y germinó 
una democracia defectuosa (la autora le llama 

“democracia electoral”); hemos atestiguado 
tres alternancias en el poder presidencial de tres 
fuerzas políticas diferentes (la de 2018 permitió 
el acceso al poder, por primera vez, a una fuerza 
que se define de izquierda); hay una activa socie­
dad civil —o grupos de la misma organizados en 
torno a temas específicos— que pugnan por in­
fluir en el debate público así como en la toma de 
decisiones. No obstante estas modificaciones en 
la configuración actual del país, las condiciones 
de desigualdad y exclusión para ciertos sectores 
sociales persisten, y el zapatismo es una expre­
sión vigente de ellas; la suya no es ya una estrate­
gia de lucha legítima (como la percibieron hace 
25 años varios actores sociales), pero su persis­
tencia en la esfera pública es un recordatorio de 
los olvidos que arrastramos como país y de las 
deudas pendientes con los indígenas. En esa di­
rección, la agenda zapatista en pro de los derechos 
indígenas visibilizó un déficit claro de nuestro ré­
gimen, muy a pesar (y éste es uno de los temas 
centrales del libro) de los efectos en la democra­
tización que aquella produjo.

Pero más allá del sentido contextual de su vi­
gencia, importante para comprender la actua­
lidad del libro, el zapatismo no deja de ser un 
objeto de estudio por las múltiples facetas de 
aproximación que permite. Desde luego, el en­
foque particular y novedoso que adquiera de­
penderá de lo que quiera uno saber y cómo se 
proponga hacerlo, es decir, de la elección teórica 
y metodológica. Libros, artículos y documentos 
de todo género se han dedicado a explorar esas 
facetas. Muchos de ellos están en las referencias 
de la obra de María Inclán y no es mi interés alar­
gar la cuenta. Es aquí donde destaco dos de sus 
virtudes; en primer lugar, el libro contiene un 
afortunado encuentro de literaturas, como lo 
anuncia su título: democracia y movimientos so­
ciales. Desde hace lustros, la sociología de la ac­
ción colectiva ha orientado una parte de sus 
esfuerzos en lograr integrar lo que ocurre en las 
arenas de la política contenciosa y la política ins­
titucional. Sin embargo, en nuestro país, esos es­
fuerzos no han sido del todo suficientes para 
conseguir una comprensión cabal de los fenóme­
nos aludidos. Todavía privan la segmentación y 
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la falta de diálogo interdisciplinario. En este 
punto se sostiene una de las contribuciones de la 
autora: en primer lugar, al tratar de mostrar que 
las transiciones prolongadas —como la mexica­
na— brindan oportunidades para la moviliza­
ción, pero pueden presentar obstáculos para el 
alcance de las metas de los movimientos. En se­
gundo término, en las transiciones las oportuni­
dades pueden tener diferentes efectos en los 
movimientos, dados los contextos políticos dife­
rentes (es decir, no necesariamente beneficiarán 
a los grupos excluidos antes de la democratiza­
ción). Y, en tercer lugar, existen algunos factores 
del enfoque del proceso político que son más 
proclives a promover la movilización y la sobrevi­
vencia de estos desafíos colectivos, no necesaria­
mente los mismos que posibilitan su éxito en el 
logro de sus objetivos.

Lo anterior significa que no hay causalidades 
lineales, que las literaturas en cuestión no necesa­
riamente arrojan premisas generalizables y que 
un enfoque como el del proceso político amerita 
ser aplicado con la flexibilidad que implican los 
casos de estudio. Las dimensiones de oportuni­
dad no dan un mismo resultado, sino que el juego 
de combinaciones que posibilita el análisis de los 
contextos políticos diferenciados es lo que le otor­
ga su validez explicativa. Además, la autora no se 
queda en ese terreno: logra un planteamiento teó­
rico muy sólido dentro de la bibliografía de los 
movimientos sociales al complejizar la compren­
sión del fenómeno zapatista viéndolo desde tres 
miradores interconectados: la estructura de las 
oportunidades políticas (eop), los marcos discur­
sivos de la acción colectiva y las redes transna­
cionales de solidaridad. De ahí que el subtítulo 
enfatice, con buen criterio, los aspectos que se 
tratan a partir de esta articulación teórica: movili­
zación, éxito y supervivencia. Eso redunda en una 
contribución adicional a las expuestas por María: 
logra trascender una de las críticas más sólidas a la 
eop: que el énfasis en las condiciones externas 
hace perder de vista el objeto de estudio, los mo­
vimientos y sus condiciones internas, que en bue­
na medida son las productoras de su acción.

El anudamiento de corrientes teóricas y de 
factores de observación es lo que sostiene el ar­

gumento de la autora, quien denota un entendi­
miento avanzado del zapatismo (no es fortuito 
que haya escrito sobre él desde hace años en dis­
tintas revistas prestigiadas en el estudio de los 
movimientos sociales). La pregunta clave es: 
¿por qué un movimiento como el zapatismo, que 
tiene las condiciones para ser exitoso, fracasa en 
convertirse en un actor político influyente y, más 
importante aún, en alcanzar sus objetivos políti­
cos? Desde luego, habría que discutir la dificul­
tad para medir u observar el éxito, un tema más o 
menos recurrente en la investigación de la acción 
colectiva, que no ha tenido soluciones claras ni 
convincentes. La autora llega al punto de mos­
trar el efecto que tuvo la legislación en derechos 
indígenas (en 2001) en la determinación de este 
movimiento de aislarse y conformar su propio 
mundo: concentrar sus energías en construir sus 
autoridades y su autonomía, reforzar su escepti­
cismo —al hacer pleno su completo rechazo— 
por las formas institucionales de la política. Ésta 
es la evidencia de ese fracaso al que ella alude.3 

Pero la autora podrá compartir conmigo, sin 
que eso demerite el alcance de su trabajo, que en 
otros terrenos el zapatismo ha sido más que exi­
toso: en la política quizá no, pero en lo político 
quizá sí. El efecto en la democratización, sin con­
siderarse un éxito para el zapatismo, sí fue un 
efecto de la mayor relevancia para el país. Pero 
eso no es a lo que me refiero cuando hablo de lo 
político. Las pistas de los triunfos zapatistas, de 
los logros para el movimiento, están en el mismo 
libro aunque no debidamente resaltados: en la 
prominencia internacional que adquirió, lo cual 
posibilitó poner en primer plano a los indígenas; 
en la articulación de redes de solidaridad muy 
amplias, nacionales e internacionales; en la ge­
neración de un discurso proactivo, adaptable 
con el tiempo, en defensa de los derechos indí­

3 Hago notar que, a pesar de la importancia de la “marcha 
del color de la tierra” en la promoción de la Ley de la Comisión 
para la Concordia y Pacificación (Cocopa), esa movilización 
que, a la postre resultó infructuosa, aparece de forma tangen­
cial en el libro. En mi perspectiva, ésta fue una de las más im­
portantes movilizaciones zapatistas, dado que mostró la 
capacidad de convocatoria que tenían y la influencia que po­
dían adquirir en el debate público.
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genas, dejando atrás el lenguaje marxista, propio 
de su aparición en 1994; en el ensamblaje de dis­
tintas iniciativas indígenas que vieron en el za­
patismo la posibilidad de armar una posición 
común (aunque esto no siempre haya ocurrido 
en estos 25 años). Diría, con un toque de retóri­
ca, que su existencia es una señal muy clara de 
su éxito, más allá de los impedimentos para al­
canzar la autonomía reconocida constitucional­
mente que, además, era apenas uno de los temas 
de los procesos de paz que nunca concluyeron y 
que, singularmente, tienen al país en un extraño 
impasse.

¿Cuál es el argumento central de la autora? 
Usando como analogía las “puertas corredizas”, 
dice que el desarrollo del ezln ha encontrado di­
ferentes oportunidades en el tiempo: el primer 
conjunto se abrió para la movilización, una vez 
que la insurgencia se dio a conocer en 1994, pero 
un segundo conjunto no se abrió, lo cual explica 
el fracaso ya mencionado. Este particular desen­
lace está estrechamente relacionado con el tipo 
de transición que experimentó nuestro país du­
rante largos años: un proceso prolongado.4 Sin 
entrar en detalles, la idea es que la naturaleza de 
este cambio político nacional evitó que los zapa­
tistas se convirtieran en un actor contra la élite 
influyente, como en transiciones “desde abajo”, 
tal como ocurrió en los casos de El Salvador y 
Sudáfrica. En tanto las negociaciones de paz no 
formaron parte de las negociaciones en pro de la 
democratización, las oportunidades para alcanzar 
sus metas se cerraron. Dicho de otra manera: dos 
procesos negociadores paralelos impidieron a los 
zapatistas tener capacidad para influir en los 
cambios democráticos, como si éstos —vale de­
cirlo— estuvieran peleados con los que propug­
naban aquellos. Así, la coexistencia de dos 
agendas paralelas impidió el avance de los objeti­
vos de los zapatistas. En consecuencia, nuestra 
transición prolongada concluyó con un “pacto 
de élites” (aunque no respondiera al estereotipo 

4 Aunque en esto muchos han querido ver otra de las singu­
laridades muy mexicanas, lo cierto es que la experiencia com­
parativa nos enseña que otros países pasaron por una transición 
similar, como Brasil, Corea del Sur e Indonesia.

de las “transiciones pactadas”) que excluyó, por 
varios factores expuestos en la obra, a los actores 
no pertenecientes a la élite.

Pero no sólo el contexto y la “naturaleza” de 
nuestra transición explican el resultado. La auto­
ra señala las causas internas, aquellas que le co­
rresponden al zapatismo: se rehusó a aliarse con 
cualquier fuerza política, también se rehusó a 
tener una fuerza política propia (civil y desarma­
da); aunado a ello, la imposibilidad para crear un 
frente indígena y campesino unificado, así como 
el fortalecimiento de sus alianzas con organiza­
ciones transnacionales y la búsqueda de su auto­
nomía sin reconocimiento constitucional, todos 
estos elementos le quitaron presión al gobierno 
para ser responsivo y a la oposición la habili tó para 
evitar compromisos. Sobre este último punto 
debe decirse que la relación entre la izquierda 
partidista (que podría ser más empática) y los 
zapatistas nunca fue buena y terminó siendo 
francamente mala; la prueba más reciente es el re­
chazo al nuevo gobierno electo en los comicios de 
2018, en particular en torno a la construcción del 
proyecto del tren maya. Así, es paradójico que un 
movimiento con influencia internacional, un re­
ferente de otras movilizaciones en el mundo, con 
interlocución reconocida entre intelectuales y 
políticos, haya perdido influencia a nivel nacio­
nal. Sus propias estrategias y cierta cerrazón en 
su visión del mundo hicieron que el zapatismo 
decayera en el ánimo público.

El análisis de la autora la conduce a hacer al­
gunas apreciaciones sobre el carácter y la calidad 
de nuestra democracia. Y aquí tengo un par de 
diferencias de enfoque que pueden ser relevan­
tes. Primera, que unas elecciones fundaciona­
les marquen el inicio de un proceso de transición 
es impreciso (p. 48); la literatura sobre este cam­
po —que ha quedado rezagada frente a otras dis­
cusiones— plantea que ese tipo de elecciones 
marcan el fin de ese proceso y son evidencia de 
que la democracia se ha instaurado. Y mi segunda 
observación refuerza la primera: que las eleccio­
nes de 2000 representen las “primeras elecciones 
presidenciales libres y limpias en México” impli­
ca la existencia de una democracia (p. 49), aun­
que primeras elecciones “libres y limpias” se 
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celebraron tres años antes en el país.5 Pero hay 
una afirmación de la autora que resalto porque 
activa sus preocupaciones sobre el tema. Dice: 
“La apertura electoral no trajo las oportunidades 
de representación para aquellas voces antes ol­
vidadas, como los zapatistas, y ello hizo de la 
democratización mexicana una transición incom­
pleta” (p. 65). En esa interpretación, el cambio 
democrático no condujo a este movimiento a 
obtener lo que buscaba y eso es muestra de la in­
completitud de nuestra democracia, se infiere. 
Esa exclusión explica el camino seguido por ellos, 
esto es, un claro alejamiento de lo institucional: la 
creación de estructuras paralelas de autoridad, 
la desilusión frente a los partidos políticos y la de­
mocracia representativa, el aislamiento de sus 
comunidades y la perpetuación de las condicio­
nes que dieron origen a la guerrilla. Quizás habría 
que ver en los zapatistas uno de los primeros sín­
tomas de la desafección política en la democracia 
mexicana, un fenómeno mundial, por cierto. 

Pero aquí hay un punto problemático que se­
ría interesante discutir: la falta de representación 
social —de los zapatistas y demás grupos de la 
sociedad civil— no tendría por qué ser el factor 
único para diagnosticar que la transición quedó 
incompleta (si fuera el caso). Más aún, me parece 
que la transición cumplió lo mínimo deseable y 
que la democracia que tenemos —para María, 
desde 2000, para mí, desde 1997— es la que ha 
de procesar las exigencias y demandas heredadas 
y existentes. Para decirlo de un modo claro: no es 
un problema necesariamente de la transición 
como proceso de cambio, aunque en él se asien­
ten las semillas del entendimiento institucional; 
es materia del régimen como conjunto institucio­
nal que no creó ni ha creado las condiciones y los 
mecanismos para dar cabida a “todas las voces”.

Además, considero importante distinguir en­
tre la democracia deseable y la democracia que 
tenemos. Concuerdo con la autora en que nues­
tro régimen ha de ser más plural, incluyente, 

5 Las elecciones de 1997 representaron un parteaguas pre­
vio de mayor envergadura. Como se recordará, la legislatura 
que derivó de ese proceso configuró el primer gobierno sin ma­
yoría en nuestra historia contemporánea.

responsivo y participativo, dimensiones todas 
ellas importantes de la calidad de cualquier de­
mocracia. Concuerdo también en que el desarro­
llo del ezln en estos 25 años ha mostrado las 
dificultades que, en esas dimensiones, tiene 
nuestro país para avanzar en una buena democra­
cia. Es un buen “botón de muestra”, dicho colo­
quialmente. Pero no estoy del todo seguro de 
que la transición, al ser esencialmente electora­
lista, sólo haya procurado regular la competencia 
partidista y haya hecho poco por proteger y am­
pliar otros derechos políticos y libertades civiles. 
Creo que los derechos y libertades que se prote­
gen en una democracia incipiente son muy am­
plios y van más allá del derecho a votar y ser 
votado (piénsese en las libertades de expresión, 
asociación, movimiento, por citar las más promi­
nentes); desde luego, la variedad de “otros dere­
chos” cargan de un peso muy grande la agenda 
democrática y ésta no puede ser desahogada con 
facilidad (sobre todo si en las élites existe poco 
interés y si la presión social no es suficiente para 
orientar ese interés). Ésta es una tarea a empren­
der dentro de la democracia misma: democrati­
zar la democracia, si vale la tautología. 

Finalmente, una minucia que puede —o 
no— ser relevante. María se refiere al ezln de 
tres formas: “guerrilla” (p. 10), “movimiento so­
cial insurgente” (p. 56) y “movimiento de guerri­
lla” (p. 133). ¿Cuál es el más adecuado? No es mi 
interés entrar a un debate aquí, pero creo que la 
conceptualización de los zapatistas amerita un 
trabajo serio de reflexión. Quienes los han abor­
dado como objeto de estudio los asumen en una 
u otra categoría sin mayor explicación. Pienso 
que es indispensable darla. Mi impresión sobre 
el particular es que esta guerrilla dejó de serlo 
desde el mismo año de su aparición, desde los 
primeros meses me atrevo a decir; el único dis­
tintivo que así permite identificarla como tal es la 
posesión de armas. Pero su acción colectiva ha 
oscilado en múltiples formatos organizativos, 
uno de ellos es, desde luego, el de un movimien­
to social. Éste es un tema pendiente de análisis 
para los estudiosos del tema sin que eso le reste 
al libro todo su valor heurístico y las amplias vir­
tudes que contiene. 
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En suma, María nos ha entregado una obra ex­
celente que, no dudo, será un referente en el 
campo de la acción colectiva y de gran utilidad en 
la comprensión pasada y presente del zapatismo.

María de la Luz Inclán Oseguera:
Los problemas de estudiar el movimiento 
zapatista
Al escuchar los comentarios de Marco y Miguel 
durante la presentación de mi libro el pasado 31 
de enero me sentí profundamente honrada y 
agradecida por su generosidad y crítica construc­
tiva. Igualmente agradecida estoy ahora con la 
revista Política y gobierno y su editor, Luis de la Ca­
lle, por darme la oportunidad de ofrecer una 
respuesta un poco más reflexionada. Aquel día 
estaba demasiado emocionada para responder de 
forma más analítica. Espero ahora poder hacerlo.

Siguiendo el orden de presentación de los 
 comentarios en este debate comienzo por respon­
der a Marco. En sus comentarios sobre el libro, él 
identifica cuatro problemas que se desprenden 
de definir el zapatismo de la década de 1990 
como movimiento social. Correctamente señala 
también que en el libro no ofrezco una defini­
ción conceptual de movimiento social y se pre­
gunta cuál es la base para que identifique el 
movimiento zapatista de la década de 1990s 
como tal. En respuesta, él ofrece la siguiente de­
finición: “un movimiento social es un actor co­
lectivo civil que, por medios legales, se moviliza 
en el espacio público, eleva demandas políticas 
y sociales y entabla una contienda con las autori­
dades públicas para verlas satisfechas y, even­
tualmente, convertirse en un actor reconocido de 
la polity, es decir, con capacidad de influencia en la 
toma de decisiones políticas que sean de su inte­
rés” y, con base en ella, cuestiona que el zapatis­
mo de la década de 1990 cumpla con todos los 
requisitos para poder ser considerado como movi­
miento social. Además, disputa que se homo­
geneice el papel que diferentes actores tuvieron 
en la capacidad de movilización, de negociación y 
de supervivencia del movimiento, la defini­
ción del éxito o fracaso relativo del mismo y que 
reduzca el análisis de su movilización política al 
mero estudio de su actividad de protesta. 

Concuerdo con la definición conceptual que 
ofrece Marco y creo que es precisamente esa co­
lectividad de actores la que hace que la moviliza­
ción social, la negociación y la sobrevivencia de 
un movimiento social tengan un desenlace dife­
rente de acuerdo con el contexto político en el 
que suceden. La capacidad de movilización, en­
tendida en el libro como actividad de protesta, 
fue sostenida principalmente por simpatizantes 
y bases de apoyo del movimiento zapatista, no 
por sus líderes o milicianos uniformados. Las ne­
gociaciones estuvieron en manos de la coman­
dancia general del ezln y la sobrevivencia del 
movimiento a través de los años ha estado a cargo 
de una red de solidaridad de organizaciones tan­
to locales como transnacionales que ha permitido 
a las comunidades zapatistas sostener el funcio­
namiento de las jbg y la campaña de resistencia 
del movimiento hasta la fecha. Creo también 
que esta colectividad de actores permite enten­
der el zapatismo de la década de 1990 como un 
movimiento social aun cuando éste haya decidi­
do no participar en la política pública nacional y 
el proceso político del país.

Concuerdo también con que las divisiones in­
ternas de zapatismo influyeron en sus decisiones 
y en su relativo fracaso durante las negociacio­
nes. En su libro Mi paso por el zapatismo (2005), 
Octavio Rodríguez Araujo los describe a profun­
didad. Igualmente, comparto la idea de que el 
pasado revolucionario del ezln y sus orígenes an­
tisistémicos le impidieron convertirse en fuerza 
política, aceptar una alianza formal con algún par­
tido de izquierda o participar en el proceso políti­
co electoral y legislativo. Los libros de María del 
Carmen Legorreta Díaz (Religión, política y guerri-
lla en Las Cañadas de la Selva Lacandona, 1998), 
Guillermo Trejo (Popular Movement in Autocracies, 
2012) y del propio Marco Estrada (La comunidad 
rebelde y el ezln, 2007) así lo documentan.

Por último, Marco atribuye los problemas del 
libro a la estrechez de las teorías de oportunida­
des políticas y movilización de recursos que fuer­
zan un análisis macroestructural. Yo creo, sin 
embargo, que estos problemas hubieran podido 
resolverse si existiera evidencia empírica siste­
mática de las actividades y de los proyectos en las 
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comunidades zapatistas. Con excepción de algu­
nos estudios de caso, a la fecha seguimos sin con­
tar con datos que nos permitan evaluar el éxito o 
fracaso relativo del progreso del movimiento al 
interior de las comunidades y poder así comparar 
su bienestar con el de las comunidades no zapatis­
tas. Este tipo de información permitiría identificar 
para unas y otras los nichos de oportunidad de 
mejora, además de proveernos de más informa­
ción para poder ofrecer mejores análisis teóricos. 

Responder a la crítica de Miguel me resulta 
más difícil, ya que sus comentarios más que críti­
cos fueron demasiado generosos y halagadores. 
Sin embargo, encuentro similitudes con señala­
mientos que he recibido al presentar el libro en 
otros foros y es que ni la transición democrática 
mexicana, ni el desarrollo y actual estado que 
guarda el movimiento zapatista son únicos. Los 
procesos democratizadores en Indonesia, Corea 
del Sur y Brasil también fueron prolongados y el 
resultado que tuvo el ezln se puede comparar 
con el desenlace que otros grupos radicales tu­
vieron en la transición española o filipina. Sin 
embargo, me parece que como grupo rebelde 
que emerge durante una transición democrática 
y se convierte en icono de movimientos indíge­
nas, globalifóbicos y antisistémicos alrededor del 
mundo es único. El ezln forzó un cese al fuego y 
negociaciones de paz en un periodo muy corto. 
Sin llegar a ser un actor crucial de la transición 
democrática en el país, tuvo un efecto indirecto 
pero muy significativo en el proceso democrati­
zador. Sin embargo, no logró alcanzar sus obje­
tivos durante el proceso de negociación, pero 
sobrevive aunque desaparece de la agenda polí­
tica y la atención de la opinión pública. Ahora ha 
vuelto a tomar relevancia al oponerse de manera 
frontal al proyecto de desarrollo económico del 
sureste de la presente administración.

Concuerdo también con Miguel en que una 
transición meramente electoral, como la mexica­
na, no sólo protege el derecho al voto y la compe­
tencia electoral. Para que las elecciones sean más 
confiables y competitivas se requiere que haya 
una apertura a la libertad de expresión, de pren­
sa, de organización y, como tal, la transición 
mexicana permitió avances considerables en la 

protección de dichos derechos y libertades. Tal 
vez debí haber puesto más énfasis en esto al des­
cribir el proceso democratizador del país. Sin 
embargo, creo que el desarrollo y el estado actual 
que guarda el movimiento zapatista es un claro 
ejemplo de la falta de inclusión de voces disi­
dentes y tradicionalmente excluidas del proceso 
político democrático, de la falta de representati­
vidad, rendición de cuentas y justicia social que 
aún imperan en la democracia mexicana. 

Repasemos, por ejemplo, el comportamiento 
del ezln en la última elección presidencial de 
2018, en la que, junto con el Congreso Nacional 
Indígena (cni), impulsó la candidatura indepen­
diente de María de Jesús Patricio Martínez (Ma­
richuy), médico tradicional indígena nahua de 
Tuxpan, Jalisco. Desde el comienzo de su campa­
ña para recolectar las firmas necesarias para lograr 
el registro ante el Instituto Nacional Electoral, 
Marichuy expresó que la idea de lanzar esta can­
didatura no era con miras a ganar las elecciones, 
sino de ofrecer una alternativa de organización 
política y social y de evidenciar los obstáculos 
de participación y representación institucional 
que todavía enfrentan los sectores menos favore­
cidos de la población.6 

Siguiendo el argumento presentado en el li­
bro pienso que la decisión del ezln de volver a 
participar en la política institucional de partidos y 
elecciones podría responder a tres factores: en 
primer lugar, a la recomposición de las relaciones 
del zapatismo con otras organizaciones indígenas 
en el país. Esta reparación de antiguas divisiones 
al interior del movimiento pudo haber facilitado 
que la candidata no tuviera que ser una líder ori­
ginaria de alguno de los Caracoles zapatistas, sino 
que fuera una líder aliada al movimiento. En se­
gundo lugar, este hecho nos habla de que el mo­
vimiento volvió a reconocer la posibilidad de 
lanzar una candidatura independiente como una 
nueva oportunidad política de movilización polí­
tica y social y de volver a estar presente tanto en 
la agenda política como en la opinión pública na­
cional, para marcar las limitaciones institucio­

6 Véase https://www.jornada.com.mx/2017/05/29/politica/ 
005n1pol [fecha de consulta: 29 de abril de 2019].
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nales y oponiéndose frontalmente al proyecto de 
desarrollo del actual gobierno.7 Finalmente, el 
hecho de que el cni escogiera a una mujer indí­
gena podría responder también a solidaridades 
transnacionales con otros movimientos en pro 
de los derechos de la mujer en el mundo. En di­
ciembre de 2017, por primera vez el Comité 
Clandestino Revolucionario Indígena (ccri)-
ezln lanzó un comunicado a nombre de “las ni­
ñas, jóvenes, adultas, ancianas, vivas y muertas, 
concejas, juntas, promotoras, milicianas, insur­
gentes y bases de apoyo zapatistas”8 para el Pri­
mer Encuentro Internacional Político, Artístico, 
Deportivo y Cultural de las Mujeres que Luchan, 
que se llevó a cabo del 8 al 10 de marzo de 2018 
en territorio zapatista, con la presencia de colecti­
vos feministas y mujeres de más de cuarenta paí­
ses.9 Para este año el encuentro fue cancelado 
para dar prioridad a la lucha en contra del proyec­
to de desarrollo de la administración de Andrés 
Manuel López Obrador.10

Estos tres factores podrían ser signos positivos 
para la reorganización del movimiento. También 
nos hablan de su capacidad para mantenerse, rele­
vante tanto en la esfera política nacional como en 
la transnacional. El regreso del zapatismo al deba­
te político también debe ser bienvenido no sólo 
por su voluntad de volver a estar presente en el 
debate público, sino porque el zapatismo es quizá 
una de las únicas voces de oposición que amlo y 
Morena, hoy partido dominante, no se han atrevi­
do a descalificar. Ojalá el movimiento reconozca 
esta oportunidad y la aproveche al máximo. Ojalá 
también la sociedad civil responda con su apoyo 

7 Véase http://enlacezapatista.ezln.org.mx/2019/01/01/
palabras­de­la­comandancia­general­del­ejercito­zapatista­
de­liberacion­nacional­dirigidas­a­los­pueblos­zapatistas/ 
[fecha de consulta: 9 de marzo de 2019].

8 Véase http://enlacezapatista.ezln.org.mx/2017/12/29/
convocatoria­al­primer­encuentro­internacional­politico­
artistico­deportivo­y­cultural­de­mujeres­que­luchan/ [fe­
cha de consulta: 29 de abril de 2019].

9 https://www.jornada.com.mx/ultimas/2018/03/09/ini­
cia­primer­encuentro­internacional­de­mujeres­que­luchan,  
[fecha de consulta: 29 de abril de 2019].

10 Véase http://enlacezapatista.ezln.org.mx/2019/02/11/
carta­de­las­zapatistas­a­las­mujeres­que­luchan­en­el­mun­
do [fecha de consulta: 29 de abril de 2019].

por el bien de la democracia mexicana. Todos los 
y nos necesitamos. Pg
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